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	COLOMBIA. DE VIETNAM AL AMAZONAS



4 de enero del 2004
Saludo de las FARC-EP a los prisioneros y sus familiares
Las FARC reiteran su propuesta al gobierno colombiano de canje de prisioneros (comunicado íntegro)
Con motivo de la finalización del año 2003 y de la iniciación del nuevo año, hacernos llegar nuestro fraterno saludo de pueblo en armas a los prisioneros de guerra del establecimiento a los guerrilleros, a sus familiares y amigos que con decidido entusiasmo perseveran por conseguir el objetivo de la liberación de sus seres queridos.

Al valor cada uno de sus esfuerzos hacia la obtención del canje o acuerdo humanitario los instamos a continuar en esta brega acompañados de las personalidades y amigos de otros gobiernos comprometidos en dar su aporte a la solución de tan imperiosa necesidad.

Este año termina marcado por la indiferencia de Álvaro Uribe Vélez frente a las reiteradas gestiones de familiares y amigos de los prisioneros interesados en la firma de un acuerdo humanitario o canje entre el Gobierno y las FARC que ponga fin al cautiverio de las personas privadas de la libertad por razones del conflicto interno colombiano. Una parte de ellos en las selvas agrestes y húmedas de nuestra Patria y los otros recluidos en las cárceles del Régimen en deplorables condiciones por la hacinación, las restricciones y el mal trato recibido de sus carceleros.

La evidente ausencia de voluntad política del gobierno en concertar con las FARC el canje de retenidos políticos se expresa en su obstinada negativa a responder las exigencias de la guerrilla expuestas con claridad en nuestro comunicado público de febrero 8 y en la carta abierta del 27 de abril del mismo año, dirigida a los expresidentes liberales en cabeza de Alfonso López Michelsen, con la firma del Secretariado del Estado Mayor Central.

No obstante la intransigencia gubernamental y pese al silencio impuesto a nuestra propuesta de intercambio, continuamos a la espera de una respuesta oficial del gobierno en el objetivo de caminar con paso firme hacia la liberación de la totalidad de los prisioneros canjeables para lo cual volvemos a reseñar nuestras exigencias:

a) Las eventuales entrevistas entre Voceros oficiales del Gobierno y de las FARC-EP, para la búsqueda de acuerdos sobre Canje de prisioneros debe efectuarse en Colombia.

b) Para llevar a cabo las entrevistas conducentes a la firma del Canje o Acuerdo Humanitario, se requieren zonas desmilitarizadas, previamente verificadas por la guerrilla.

c) En desarrollo del acuerdo sobre Canje las FARC-EP, están dispuestas a dejar en libertad a todos los Comandantes Militares y de Policía en su poder, los doce diputados del Valle del Cauca, un exministro de Estado, el exgobernador del Meta, la excandidata presidencial Ingrid Betancourt y los tres agentes de la CIA de nacionalidad estadounidense.

d) En contra prestación a la liberación de estos prisioneros, las FARC exigen del Estado y del Gobierno la liberación de todas las guerrilleras y guerrilleros privados de su libertad.

e) Recibiremos del Gobierno nuestros prisioneros guerrilleros en Colombia, en el mismo lugar donde haremos entrega de los suyos.

Igualmente ratificamos ante ustedes, que mientras la fuerza pública en cumplimiento de irresponsables y aventureras ordenes, presidenciales insista en llevar a cabo rescates de prisioneros por medio de las armas, sus seres queridos corren evidente riesgo en su integridad física porque los guerrilleros están obligados a prestarles seguridad hasta el día de su regreso a casa.

Atentamente, 
Secretariado del Estado Mayor Central 
Montañas de Colombia, diciembre de 2003 

Envia esta noticia 
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4 de enero del 2004
Colombia: editorial del Correo del Magdalena
Terrorismo de estado e institucionalización fascista

Sistema Informativo Patria Libre 

Unos pocos retazos es lo que queda de la Constitución del 1991, que consagró algunos avances en derechos y libertades individuales. De los que la defendieron en ese entonces y siguen defendiéndola quedan bien pocos. Algunos intimidados no tienen aliento para abrir la boca o viajaron al exilio y otros, quizá la mayoría, se han pasado a la otra orilla, del lado de los enterradores.

Desde el inicio la ultraderecha, incómoda con los avances, conspiró contra lo que ella tenía de democrático, dando rienda suelta al proceso de hundirla desgarrada y por pedazos.

El Estatuto Antiterrorista, aprobado el 10 de diciembre último en el Senado, desmantela los artículos 15, 24, 28 y 250 de la Constitución que establecían la inviolabilidad de las comunicaciones y el libre movimiento de las personas, prohibían las detenciones y allanamientos sin orden judicial y no permitían que las fuerzas armadas fuesen juez y parte a la vez.

Con esta aprobación se legalizan las atrocidades de los responsables del terrorismo de Estado y se fortalece su estructura de guerra sucia, confiriéndoles dispensa para que sigan cometiendo impunemente los crímenes. Antes lo hacían sin Estatuto y ahora lo harán con más fuerza y descaro, bajo la égida de la ley maldita. Hay un cambio, pero para mayor desgracia del país.

Los jinetes de la guerra sucia empotrados en las instituciones del Estado tienen por qué estar de pláceme pues el Congreso los premió el día universal de los derechos humanos con la aprobación de la ley que reclamaron insistentemente y que les confiere franquicia para continuar con los crímenes horrendos y las arbitrariedades, sin las amarras de la incómoda ilegalidad que tantos sinsabores les producía.

También están de fiesta los generales lenguaraces que ya están diciendo que ahora sí van a derrotar la insurgencia en poco tiempo porque tienen el instrumento que reclamaban desde años atrás. Se sienten tan seguros del éxito con las manos libres para actuar, que hasta apuestan la renuncia si fracasan en un año. Al calor de ellos los negociantes de la guerra baten palmas porque se les despejó el panorama para hacer prósperas inversiones en la maquinaria de la muerte.

El que no tiene de qué alegrarse es el país con el agregado de semejantes perversidades. Por el contrario crece la angustia porque serán mayores los sufrimientos y peores los días a los vividos hasta hoy.

Lo que se avecina es muy grave para Colombia pues el estatuto que entrará en vigencia en unos pocos meses modifica la Constitución y confiere facultades especiales a reconocidos violadores de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, a funcionarios sin escrúpulo que escriben novelones con testigos comprados, inocentes condenados y culpables libres; a militares y fiscales corruptos refundidos en la telaraña del narcotráfico y el paramilitarismo impartiendo "su justicia", para vergüenza del país y horror de la humanidad.

Dentro de poco, y con el pretexto de la cruzada contra el terrorismo acuñada por el Sr. Bush, los agentes del gobierno podrán arrasar lo poco que queda de organizaciones y dirigentes sociales, conculcar las libertades individuales y derechos civiles de los ciudadanos, mostrar humildes colombianos asesinados y encarcelados como resultado de combates que nunca se dieron con "terroristas", como siempre han hecho para abultar cifras, hacer méritos y satisfacer a los patrocinadores.

Con la categórica exigencia hecha por el Presidente a los generales, de presentar resultados en corto tiempo o se van para la casa, tendrá que ser mayor la contabilidad de muertos y presos inocentes para conservar el puesto.

No es "caña", ni cualquier cosa el ciclón que está anunciado desde la campaña presidencial en el programa de gobierno de Uribe, con el respaldo del establecimiento y el asesoramiento del imperio. Con el pretexto de la defensa de la seguridad ciudadana viene sepultando lo que resta de Estado social de derecho, con las reiteradas reformas al poder público está dando pasos a la institucionalización de un Estado autoritario de corte fascista.

Con su prepotencia no escucha las voces sensatas de humanistas e instituciones solidarias defensoras de los derechos humanos, a nivel nacional e internacional, que rechazan el estatuto por funesto e inconveniente para la democracia y los derechos humanos. Ni siquiera la voz autorizada de la ONU y sus advertencias fueron escuchadas, pues ha hecho caso omiso de las recomendaciones y de los tratados internacionales suscritos por el Estado colombiano.

De esta estrategia de inspiración fascista hay que esperar lo peor: que la intolerancia convierta y trate como enemigo a quien no es su amigo, que para terminar de eliminar al movimiento social extienda el concepto de terrorismo e incluya como tales a los luchadores gremiales y sociales, los que hacen oposición al régimen y por supuesto a quienes reivindicamos el nuevo país.

Tampoco es de extrañar que la guerra de exterminio legalizada contra los colombianos se irradie hacia los países vecinos como parte del Plan Colombia para atajar el auge de los movimientos sociales en el sur del continente, que tienen en aprietos al establecimiento y enredada la estrategia colonizadora del imperio. El asesinato de siete militares venezolanos a manos de paramilitares en la frontera con Colombia puede ser el anuncio de una provocación con propósitos de más largo alcance.

Es también de esperar la intensificación de la ofensiva ideológica, complementaria de la militar, contra la insurgencia dirigida a borrarle el carácter político de su lucha y a aislarla recurriendo al calificativo de terrorista y al montaje de espantosas mentiras para fundamentarlo. Desde luego no será fácil lograrlo pues la naturaleza genuinamente política de la guerrilla colombiana no depende de un acto gubernamental, sino de los objetivos altruistas que persigue y que la identifican con los intereses de las grandes mayorías nacionales.

Pero lo perverso y rechazable, desde todo punto de vista ético y moral, es que el gobierno equipare como guerrilla a la población civil residente en las zonas de confrontación y la involucre en el conflicto.

Las últimas instrucciones dadas por el Presidente a la tropa, donde le ordena hacer detenciones masivas, bloquear la entrada y salida de alimentos a comunidades y le exige resultados inmediatos en la guerra contrainsurgente, es apenas el abrebocas de lo que se está cocinando. Estas medidas refrescan el recuerdo de las torturas en las caballerizas de Usaquén, durante el gobierno de Turbay Ayala, la horrorosa noche con Laureano Gómez a mediados del siglo pasado y la pesadilla que envolvió a los europeos en la primera mitad del siglo XX.

Los espacios y condiciones para avanzar en la solución política y lograr la paz con justicia social y desarrollo, se distancian cada día que pasa con las características que está tomando el régimen.

La comedia montada con la desmovilización de un grupo de paramilitares y las negociaciones que continúan tras bambalinas, además de pretender legalizar a los narcoparamilitares amigos e incluirlos en la fuerza pública, busca con la mímica de la ternura y el perdón a éstos, enviar mensajes a la opinión internacional de que está logrando la paz.

Con el panorama que se anuncia, los ungidos del unanimismo de Uribe serán los únicos a salvo del estatuto recién aprobado y de las barbaridades que a su sombra van acontecer.

Los negros nubarrones que se ciernen sobre Colombia preludian grandes tempestades. Lo que está sucediendo es muy grave como para quedarnos cada quien quieto o haciendo lo suyo desde su esquina. Antes que la tromba arrase con todo y todos se impone, con carácter de emergencia, sumar fuerzas y esfuerzos para resistir y enfrentar con firmeza y valor el régimen que se está implantando y acumular para avanzar con la perspectiva cierta de construir la Nueva Colombia que soñamos.

No se puede esperar más. Revolucionarios, demócratas y progresistas que soñamos con el otro país, que nos estremece lo que se avecina y definitivamente no cabemos en el país de hoy, tenemos que hacer un frente común. Estamos en el cuarto de hora de las grandes decisiones, de unirnos para salvarnos en torno a lo que tenemos de común respetando las diferencias, de aliarnos en torno a plataformas amplias que tengan al centro la defensa de la patria, la democracia, el desarrollo con interés de nación y la justicia social para los colombianos.

¡Atrevámonos ya!. Está la patria de por medio y el futuro de los colombianos. Demos pasos unitarios enterrando sectarismos y actitudes prepotentes, dañinas y convirtamos el 2004 en el año de la unidad para resistir y combatir el régimen. 

Envia esta noticia 
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5 de enero del 2004
Rol y prácticas del testaferro de Estados Unidos para la región
El Plan Colombia, plan de conquista económica continental

Colectivo contra el imperialismo. 
¿Qué es el Plan Colombia? 

Es un plan para acaparar los recursos de América Latina, la biodiversidad de la Amazonía, el agua, el petróleo y otros recursos de interés económico.

¿Cómo? 

Mediante la guerra, es el brazo armado de los tratados económicos como el ALCA, su accionar es acallar las resistencias...

Su punta de lanza es fortalecer un régimen fascista en Colombia, para así poder tener a ese régimen como el garante de los intereses de Estados Unidos y las multinacionales en el continente.

El régimen colombiano es el que más "ayuda" militar recibe de toda Latinoamérica, por parte de USA. Es, con Israel, el principal receptor del mundo de "ayuda" militar estadounidense.

Pero el Plan Colombia ha tenido una fuerte resistencia en el pueblo colombiano y la tiene en la unidad de los pueblos bolivarianos.

Porque el Plan Colombia no es sólo para Colombia, esa es una trampa de Estados Unidos, el Plan Colombia es un plan regional.

Este librito da ejemplos del terrorismo de Estado que aplica la dictadura colombiana quien es el testaferro de los Estados Unidos en la región, habla de la estrategia paramilitar que la CIA proyecta para donde le haga falta, y llama a la unidad latinoamericana como única salida.

El Plan Colombia 

Este Plan es presentado como un plan para la paz y contra el narcotráfico, cuando en realidad es un plan de guerra y un plan que no ataca al narcotráfico, por el contrario, lo protege, como lo veremos más adelante.

El Plan Colombia es el pretexto con el cual los Estados Unidos justifican su intervención en Colombia y la región que les interesa.

La lucha antinarcóticos es un pretexto para acabar las resistencias a su política hegemónica.

De hecho el Plan Colombia se planeó en unión con otro plan: el Plan Puebla- Panamá. En realidad son dos planes para un mismo objetivo, la conquista económica de América Latina.

El Plan Puebla-Panamá, contempla esencialmente un Plan de construcción de poliductos para viabilizar el ALCA, viene a aplicarse en América Central, territorio que ya fue víctima de la CIA en las décadas anteriores. En los países centroamericanos, la CIA quebró militarmente las resistencias a su política hegemónica utilizando intensivamente para ello el paramilitarismo, que como lo veremos es la nueva fórmula más audaz de represión, porque contiene en sí un engaño, que le permite a las dictaduras salvaguardar imagen.

Entre los poliductos planeados por el Plan Puebla-Panamá está un oleoducto. Es capital para entender el megaproyecto económico-militar de la CIA, visualizar la conexión planeada entre el oleoducto que va de Panamá a Puebla y el oleoducto "Caño Limón-Coveñas", que va de Caño Limón en la riquísima zona petrolera de la cuenca del Orinoco(en el Arauca colombiano, limítrofe con la parte venezolana de la misma riquísima cuenca) a Coveñas al norte de Colombia, limítrofe con Panamá.

De Coveñas a Panamá se planea la unión de los oleoductos y de Puebla a Texas se planea también un ducto de unión.

Así la maquinaria de expoliación de nuestros recursos deviene la más grande jamás establecida. Los megaproyectos de extracción y ductos actúan como una succionadora que alimenta directamente a Texas.

En todo el recorrido de los ductos la viabilización fue, es, y será militar, sin escatimar masacres, asesinatos selectivos, amedrentamientos, y todo lo que constituye un genocidio.

La parte centroamericana ya fue adecuada a los intereses de las multinacionales, en la parte del oleoducto Caño Limón-Coveñas hoy en día las masacres son intensivas en todo el recorrido del oleoducto.

Esas masacres son practicadas por la estrategia paramilitar del régimen colombiano, directamente financiada por los Estados Unidos. Eso es a tal punto evidente que la propia embajadora de EU en Colombia (Ann Patterson) declaraba descaradamente acerca de un presupuesto votado por el congreso estadounidense (98 millones de Usd ), que era para proteger los intereses de la Occidental Petroleum en Colombia! 

Ese presupuesto le fue asignado a la brigada XVIII del ejército colombiano, que es abiertamente señalada por ONG´s de derechos humanos como una de las brigadas mas asesinas del ejército, y como un amplio reservorio paramilitar.

La brigada se encuentra en Arauca, en el punto de partida del oleoducto "Caño Limón-Coveñas", donde también se encuentran ya centenares de marines estadounidenses, que junto con agentes de la CIA y del Mossad Israelí forman a los paramilitares y militares en técnicas de tortura, neutralización y desplazamiento de poblaciones...

En "agradecimiento" al "asesoramiento" el régimen colombiano firmó un tratado con los Estados Unidos que salva a los marines estadounidenses de ser juzgados por el TPI (Tribunal Penal Internacional), por todos los crímenes de guerra que cometan en Colombia! 

Génesis del Plan Colombia 

El Plan Colombia fue presentado por primera vez ante el congreso estadounidense por los senadores Dewine, Grassley y Coverdell. Esta fue la primera presentación oficial del Plan Colombia, pero su texto original, en inglés, fue elaborado mucho antes, y es un plan de la CIA presentado públicamente como de autoría propia de Colombia, cuando se sabe que el plan ni se consultó con el parlamento colombiano ni tampoco a sus Comisiones de Asuntos Exteriores. Por lo que se trata, ya en su génesis, de un plan ideado por Estados Unidos sin participación de las fuerzas sociales colombianas y al servicio de uno de los actores del conflicto colombiano, el que defiende los intereses de los Estados Unidos: el gobierno colombiano.

La génesis del Plan Colombia es importante, evidencia aún más el carácter belicista y manipulador del plan.

El Plan Colombia fue cínicamente denominado "Plan para la paz", pero basta con mirarlo mas allá de su título para ver lo que es en realidad. En un inicio el costo total del Plan es de 7.500 millones de dólares, pero este costo aumentó.

De este total Colombia aporta 4.500 millones de dólares, Estados Unidos aporta 3.500, la Unión Europea aporta 1.000 y diferentes organismos financieros aportan 900 millones de dólares...

De esa suma astronómica, el 93,4 % se destina para la guerra, en armamentos, y tan sólo el 6,6 % para "otros".

Por supuesto para viabilizar el Plan Colombia se requirió de una vasta manipulación comunicacional, una vez más.

Para vender el Plan Colombia como un plan de paz y antinarcóticos, no hubo reparos en publicarlo en varias versiones, según el público al cuál se dirigía.

Además, para justificar el ataque contra las guerrillas, se creó e impulsó, vía una estrategia de manipulación comunicacional, el término de "narcoguerrillas". Cuando se sabe que la guerrilla está presente sobretodo en zonas petroleras y bananeras... ¡Pero nunca se les tildó a los guerrilleros de "petroguerrilleros" o "bananoguerrilleros"! La guerrilla colombiana tiene muchos años de existencia y los pretextos esgrimidos por el régimen han sido múltiples; como se les acabó el pretexto de que eran financiadas con el "oro de Moscú", tuvieron que inventar el pretexto de "narcoguerrillas". Eso obedece a una estrategia propagandística diseñada nada menos que por la CIA: se recuerda que el inventor del término "narcoguerrilla" fue Lewis Tambs, siniestramente conocido como uno de los redactores de los Documentos Santa Fé, los documentos de los Estados Unidos relativos a sus políticas terroristas de guerra sucia contra toda América Latina.

La gran mentira 

El hecho de que el Plan Colombia se presente como un Plan de lucha antinarcóticos no puede ser tomado sino como una cruel farsa cuando se sabe, por ejemplo, que el coronel James Hiett, quien era el encargado de supervisar las operaciones antidrogas del Comando Sur en Colombia, en 1999, traficó con cocaína de Colombia a Estados Unidos, y fue solamente detenido por cinco meses y liberado sin ninguna sanción en Estados Unidos.

El Plan Colombia no ataca ni a los capitales del narco-tráfico en transacciones bancarias, ni a las claves cuestiones aduaneras.

Hay que saber que de 100 USD que mueve el negocio del narcotráfico, sólo 4 USD se quedan en Colombia y los 96 USD restantes van a Europa y a Estados Unidos. De los 4 USD que se quedan en Colombia, sólo el 0,64 % va al campesino cultivador de coca, el resto se queda mayoritariamente en corrupción aduanera y permisos estatales a aeronaves o navíos de import- export.

Además, el Plan no contempla nada en materia de sustitución de cultivos. Y esos 4,5 mil millones que pone el pueblo colombiano los sacan de liquidar las cesantías, aniquilar los servicios y empresas públicas de salud y educación.

El Plan no toca a los principales puertos de embarque de la pasta base, que son Turbo y Necoclí, será porque estos dos puertos, al norte del país, están en manos de los paramilitares, es decir, del propio Estado colombiano.

El Plan no toca las grandes empresas de químicos transnacionales que trafican los componentes químicos como el permanganato de potasio, que son la base para la producción de drogas.

Hay que saber que sin permanganato de potasio no hay cocaína, y que el permanganato de potasio lo producen empresas multinacionales de capitales estadounidenses, holandeses, suizos, etc...

El caso del permanganato de potasio es diciente. Hoy en día, uno de los principales asesores del presidente colombiano actual, Uribe Vélez, es un tal Moreno Villa quien era dueño de la empresa GMP, empresa que era la principal importadora de permanganato de potasio de toda Colombia….

Y que fue investigada por la DEA quien tuvo que abrir investigación por una imprudencia de un pequeño funcionario de la aduana Estadounidense que, al ver toneladas de permanganato esperando en Estados Unidos su embarque para Colombia, exigió una declaración legal de mercancías, que por supuesto no existía… 

Las consecuencias para Moreno Villa fueron menores, ni siquiera una multa, sin duda porque el que le daba los permisos de ingreso del permanganato a Colombia era el entonces gobernador de la región, un tal Uribe Vélez, que ya entonces se proyectaba como un plan mas de los Estados Unidos para Colombia y la región.

Hay una cosa segura en ese Plan: no es un plan antinarcóticos.

Su acción es militar, concentrada en las zonas de guerrilla y en las zonas de alto interés económico.

Catástrofe ecológica y humanitaria 

El plan Colombia es una de las peores calamidades para Colombia y también para América Latina. El plan Colombia dejará a la Amazonía diezmada. Uno de los Agentes de fumigación es el Fusarium Oxysparum, que ya ha sido denunciado como un arma biológica por varios científicos, incluidos estadounidenses. Otro de los agentes de fumigación utilizados es un glifosato producido por Monsanto (que era la misma empresa que devastó a Vietnam). Así, el Plan Colombia va a arrasar con los ecosistemas de la Orinoquía y de la Amazonía, causando daños sin precedentes. Ya se ha relevado un aumento de cánceres alarmantes en Ecuador, Colombia y Venezuela.

El Plan Colombia busca, al desprecio de toda vida humana, de todo ecosistema, aniquilar a la mas antigua guerrilla del continente, para así poder llevar a cabo todo tipo de tratados económicos.

El Plan Colombia le abre paso al ALCA. Por esto es responsabilidad del continente entero no dejar que eso pase.

La nueva estrategia represiva de la CIA para América Latina: el paramilitarismo como estrategia represiva que permite salvaguardar imagen.

La estrategia paramilitar es estudiada como mas adaptada a la época en que vivimos porque le permite al Estado cometer masacres, pero camuflado detrás de sus paramilitares. permite la desresponsabilidad de un Estado.

Esa estrategia paramilitar es el gran fortalecido por el Plan Colombia.

Esa estrategia dejó 200 mil muertos en Guatemala, 75 mil en El Salvador y mas de 50 mil en Nicaragua, hoy en día la misma estrategia está siendo implementada en Colombia y es el Plan a seguir para combatir impunemente todas las resistencias latinoamericanas.

El paramilitarismo ya ha causado en Colombia miles de muertos, de masacres, ya son hoy (2004) 3,5 millones de desplazados internos, 1284 personas desplazadas a diario de zonas de interés económico.

La desaparición forzada es otro de los crímenes de lesa humanidad enseñados por la CIA en vista de neutralizar personas y disuadir a los sobrevivientes de que reclamen sus derechos: En el 2004 el Estado colombiano a través de sus paramilitares desaparece a una persona cada cuatro horas (1974 desaparecidos en el año 2002, incremento de desapariciones en el 2003).

Hoy en día las dictaduras sin careta, al estilo Pinochet, ya no son viables. El accionar de la manipulación de conciencias a través de los medios de difusión se impulsa en artificios como el paramilitarismo, construyendo virtualmente a los grupos paramilitares como grupos autónomos y desvinculándolos de su realidad objetiva: ser la herramienta camuflada de la represión estatal.

La estrategia paramilitar es a la vez represiva y propagandística porque le permite a las fuerzas militares oficiales presentar una imagen limpia, mientras los paramilitares efectúan las masacres.

El paramilitarismo es una estrategia de la guerra contra el enemigo interno, que consta y es ampliamente desarrollada en los manuales de contra insurrección de la Escuela de las Américas: Se trata de masacrar a la población de las más atroces maneras, con el fin de crear una parálisis social en cuanto a la reivindicación de los derechos, se trata de cometer crímenes contra la población civil, con el fin de que esta no le brinde su apoyo a la parte de la población que se ha organizado y armado con el fin de defender los derechos.

El paramilitarismo es presentado por el Estado como si fueran "grupos incontrolables, al margen de la ley", este cinismo es cruel para todas aquellas personas que han sido víctimas de masacres contra su familia perpetradas por el ejército y sus soldados paramilitares, y que denuncian los hechos al peligro de sus vidas, quedando estas denuncias en el mas absoluto silencio por parte de la fiscalía y los medios de comunicación desinformativos que son otros dos pilares de la estrategia de terrorismo de Estado.

El proyecto paramilitar como tal, consta en los documentos de Santa Fe, documentos que exponen la política de los Estados Unidos hacia América Latina.

Ante tales estrategias de la CIA, y la constatación histórica de que los países son arrinconados de uno en uno, en el marco de un gran megaproyecto de conquista económica continental, la única resistencia real es la unidad de los países. La unidad en conciencia de que nuestros pleitos fronterizos le han siempre servido a la CIA y a nuestras oligarquías, para distraernos de las cuestiones esenciales. La unidad en solidaridad con los pueblos hermanos que sufran el epicentro del ataque del monstruo en un momento dado. Porque ya hemos dejado solos a nuestros hermanos en demasiadas ocasiones, sin sentirlos, y sin ver que después nos toca a nosotros.

El Plan Colombia es regional y de alcance planetario, por lo tanto la resistencia debe ser regional, y planetaria. 

Envia esta noticia 
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Colombia: La captura de Simón Trinidad, Uribe y la prensa
Lázaro Fuentes Girardot
En medio del jolgorio y la embriaguez por la captura del comandante Simón Trinidad, destacado miembro de las FARC-EP, la prensa colombiana ha corrido sin escrúpulo alguno a reproducir las diferentes informaciones proporcionadas por la inteligencia militar, al parecer la única fuente que los medios colombianos consultan. Los titulares son variados, veamos: "Capturado "Simón Trinidad" miembro del secretariado de las FARC", "líder de finanzas de las Farc y número cuatro de la cúpula subversiva", "cuarto hombre en importancia en las FARC", "miembro del estado mayor", "jefe del bloque José Maria Córdova", "Jefe del bloque Caribe", "comandante del frente 19 y 41", "coordinador de finanzas de las FARC", etc 

Uno de los grandes retos que se ha propuesto el gobierno de Uribe Vélez, para legitimar su fracasada política de "seguridad democrática" es la captura de un importante jefe guerrillero, preferiblemente de las FARC. Necesita Uribe un hecho en el campo de la guerra que pueda mediatizar convenientemente y le dé un respiro ante tanto desgaste político. Así que sin duda, como ya lo está haciendo, acrecentará el rango y la importancia del comandante guerrillero capturado.

Y es que los reveses sufridos por Uribe Vélez en los últimos meses son muchos, entre otros, el fracaso del referéndum, el adverso resultado de las elecciones, las reiteradas críticas nacionales e internacionales por el "estatuto antiterrorista" esperpento que condensa toda la política represiva desarrollada en los últimos 40 años, la lluvia de críticas por su negativa a adelantar un acuerdo humanitario, etc.

Pero sobretodo el desgaste de su política de "seguridad democrática" que en realidad sólo ha servido para reprimir indiscriminadamente a los sectores populares y organizaciones sociales y políticas. A granel ingresan personas a la cárcel que luego debe soltar el Estado ante la imposibilidad de demostrar su culpabilidad por los cargos imputados.

El solitario presidente ha decidido superar las adversidades sufridas en el campo de batalla, haciendo e intentando ganar la guerra a través de la prensa; ante la incapacidad de mostrar resultados realmente positivos contra la insurgencia, ha recurrido a ascender de rango a cuanto guerrillero logra capturar o incluso a otorgar alto rango jerárquico a civiles acusados de pertenecer a las filas insurgentes.

Es claro que las guerras modernas no se ganan sólo en el frente militar, se ganan también en el frente mediático. En Colombia el actual régimen político cuenta con una gran maquinaria "informativa", que funge en la práctica más como aparato propagandístico que como sistema mediático independiente.

La subordinación de la prensa a las estrategias políticas del gobierno está determinada, en lo fundamental, por la pertenencia de los medios a los mismos grupos económicos que el gobierno representa; dicho de otra manera, los medios de comunicación y el gobierno pertenecen al mismo dueño.

Cuando la lógica informativa se basa en "vender una idea" y no en informar verazmente, se abandona la ética periodística, se olvida el rigor investigativo, la consulta de varias fuentes deja de ser un principio básico de la profesión y la profesión misma deja de tener sentido, en cuanto el trabajo del periodista termina limitado a lo propio de una sala de edición.

Esto ocurre hoy en día no sólo en Colombia, sino en casi todo el mundo, pero Colombia es un país en guerra, donde hay dos partes enfrentadas; de un lado el Estado, representante de los diferentes grupos económicos y de poder, que hace la guerra militar a través de un muy bien mantenido aparato militar y paramilitar y de otro lado las guerrillas, expresión armada de diferentes sectores populares.

La gran prensa está del lado estatal y como tal participa en la guerra. En el régimen político actual su papel es el de aplicar un principio básico y caro al pensamiento político que representa Uribe: "repetir una mentira hasta hacerla parecer verdad".

Así, la muerte de algunos cuadros guerrilleros y la captura de otros han sido presentadas como grandes golpes a "las cabezas de la subversión", cuando es normal que en la guerra haya bajas, que mueran combatientes en el fragor del combate - combatientes de todos los rangos, incluidos jefes guerrilleros pues éstos, a diferencia de los jefes del ejército oficial, van al combate.

Pero de lo que se trata ahora es de magnificar cualquier acción o golpe a las fuerzas insurgentes. Sin embargo, en medio de su desesperación por presentar resultados, el régimen termina mostrando sus incongruencias informativas. Todos los guerrilleros capturados terminan ascendidos de rango, siendo responsables y actores materiales de grandes operaciones y casi siempre jefes de finanzas. No importa que sean capturados en el sur, en el norte, el oriente o el occidente, todos terminan siendo acusados de los mismos hechos. ¿Será que los guerrilleros colombianos tienen el don de la ubicuidad?.

Un seguimiento a las informaciones de prensa deja claras varias contradicciones en la política informativa del Estado. Veamos tres de ellas:

1) aunque se presenta el actual como uno de los momentos donde más golpes se le han propinado a la insurgencia, en el último año ha bajado el número de combatientes irregulares muertos; 

2) según la prensa los golpes a las FARC en el departamento de Cundinamarca han sido tan certeros que ésta ya no existiría, pero al mismo tiempo se habla del gran poder de los "terroristas" en los alrededores de Bogotá; 

3) se habla de miles de guerrilleros capturados, pero cuando se necesita aumentar el presupuesto de las FFAA, entonces se informa del vertiginoso crecimiento de las guerrillas.

Son las incoherencias normales de la mentira y del afán de mostrar resultados donde no los hay. En este contexto mediático, la captura del comandante Simón Trinidad, va a ser instrumentalizada al máximo por el Estado, en primer lugar magnificando el hecho y la importancia del jefe guerrillero y en segundo lugar mostrando la eficacia de su política autoritaria. Ya se lee y se escucha a los analistas del régimen hacer sendos pronósticos sobre el fin de las guerrillas a través de la derrota militar de éstas, eterna obsesión de los guerreristas colombianos, que confunden sus deseos con la realidad.

El comandante Trinidad es sin duda un gran cuadro de las FARC, de sólida formación académica y política, así lo demostró en el papel de negociador en el proceso de diálogos del Caguán. Un revolucionario ejemplar, al decir de miembros de las FARC, de convicciones seguramente bien puestas, no de otra manera se explica que haya abandonado las comodidades que le otorgaba el pertenecer a una pudiente familia, para asumir la dura vida guerrillera. Su dignidad de revolucionario la estampó en las arengas que soltó cuando era conducido por sus carceleros: ¡Vivan las FARC, viva Bolívar! 

En reciente comunicado expedido por el estado mayor de las FARC-EP, donde presenta la composición de su nuevo Secretariado, no aparece el nombre de Simón Trinidad; tampoco existe documento alguno que demuestre que es miembro de su estado mayor y, aunque siempre se presentó como una persona con alguna responsabilidad en el bloque Caribe, jamás se ha presentado como su comandante. El país lo conoce como un brillante dirigente que integró en un inicio el comité temático de las FARC y luego su comisión negociadora, antes de ser designado como uno de los voceros oficiales para los contactos que permitan un canje o acuerdo humanitario.

¡Seguimos en la lucha! respondió Trinidad al preguntársele si esto significaba un duro golpe a las FARC. Los sesudos analistas que vaticinan la muerte de las guerrillas olvidan, o no quieren reconocer, que si bien la falta de uno de sus miembros es un golpe para cualquier organización humana, máxime cuando se trata de un dirigente, las FARC son ante todo una organización política con gran experiencia y una estructura orgánica que les permite formar permanentemente cuadros dirigentes y al mismo tiempo un ejército dotado de mandos bien capacitados en la disciplina militar.

Ahora Uribe Vélez y sus generales harán gala de las bondades y eficacias de su política de "seguridad democrática", destinarán más recursos para la guerra contra el pueblo colombiano y pedirán más apoyo internacional, pero es bueno recordar que no es lo mismo dar de baja o capturar un combatiente en el fragor del combate en montañas, selvas y poblados colombianos que hacerlo indefensamente mientras camina por alguna calle de cualquier ciudad. 

Envia esta noticia 
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Colombia: La Ley y el Desorden
Héctor Mondragón
ZNet. Rebelión 

En Colombia, a dos meses de realizado el referendo, en el cual fue derrotado el gobierno de Uribe, aun no se conoce resultado oficial; el escrutinio fue aplazado para el 2004. El Presidente insiste por todos los medios para aprobar lo que el pueblo no votó. Primero, en la Cámara de Representantes lo colgó de un proyecto de reforma constitucional, causando finalmente el naufragio de este proyecto, que además permitía reducir las transferencias de la Nación a los municipios y Distritos, en los principales de los cuales fueron electos alcaldes los candidatos de la oposición.

Luego, Uribe quiso que el Consejo Electoral cambiara el Censo Electoral, para ver si así eran aprobadas 4 de las 15 preguntas del referendo. Antes de la votación el Consejo había aceptado la propuesta del gobierno declarando válidos los votos nulos, pero esta vez el consejo no se doblegó.

Las sesiones del Congreso habían sido clausuradas tras la aprobación de la nonagésima ley de reforma tributaria, con la cual el gobierno de Uribe sostendrá inflada la burbuja económica por algunos meses más. Pero los congresistas fueron apresuradamente sacados de las vacaciones de fin de año. Era urgente, la reforma tributaria quedó mal aprobada y no se podía poner en práctica. Sesiones extras del Senado y la Cámara para volverla a aprobar y evitar que en el 2004 la burbuja se esfume. De todos modos, para mantener sanas las finanzas del Estado, otra reforma tributaria debe ser aprobada en el primer semestre del 2004, según indicó el presidente del Senado.

Este episodio tributario, además de evidenciar la fragilidad de la recuperación económica, sostenida con dosis repetidas de nuevos impuestos, donaciones del Plan Colombia y créditos externos para gastos militares y servicios de la deuda, fue otro capítulo de la comedia que vive la mayoría parlamentaria a la hora de aprobar con vicios los proyectos económicos y políticos del gobierno.

En la reforma tributaria fueron incluidos y vueltos a incluir artículos declarados inconstitucionales por la Corte, que no ha dejado de señalar las inconstitucionalidades de leyes y decretos uribistas, comenzando por las normas sobre estado de excepción que en el 2002 pretendieron establecer las detenciones sin orden judicial y las facultades judiciales a los militares. La solución uribista ha sido cambiar la Constitución, pero sin atisbar que los convenios internacionales de derechos humanos hacen parte de ella y tendrían que ser denunciados por Colombia (a lo Fujimori).

La reforma constitucional fue de todos modos aprobada por las errantes mayorías parlamentaras, pero no estará en vigencia hasta que sea reglamentada por una ley especial que la misma reforma dispuso, para tratar de pasar por alto las críticas y los tratados internacionales. Pero sin necesidad reforma constitucional ni denuncias de tratados, los militares y policías ya ejercen como jueces en los noticieros de televisión, declarando culpables a las personas que detienen, usando muchas veces como prueba, a testigos pagos.

Oficiales de la Fuerza Aérea y la Policía declararon culpables de colaboración con la guerrilla al alcalde del municipio de Campamento electo el 26 de octubre y a trabajadores de la salud de ese municipio. Los sentenciados no pudieron decir nada en su defensa ni los periodistas intentaron entrevistarlos.

Según denuncia de la Organización Indígena del Valle del Cauca ORIVAC, Luis Ángel Perdomo, coordinador del programa de Derechos Humanos de la organización (quien es cojo), Alfredo Fernández, representante de los indígenas ante la corporación ambiental regional CVC y Libardo Alvarez de la comunidad indígena de La Rivera, fueron mostrados por la Policía en la TV, al lado de uniformes camuflados y armas, que no les fueron encontrados a ellos, como lo declaran muchas personas que observaron los arrestos el 7 de diciembre. Pero los jueces y las sentencias televisivas matan socialmente a los acusados antes de que se puedan defender.

El vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores CUT seccional Arauca, detenido desde el 14 de agosto, padece de una lesión abierta en la cadera, por lo cual sus abogados solicitaron su detención domiciliaria mientras es juzgado por el cargo de rebelión; pero en cambio, antes de Navidad fue enviado incomunicado a la cárcel de alta seguridad de Sincelejo, muy lejos de su familia. Es otra forma de condena sin juicio. Sus compañeros en el sindicato del Instituto de Reforma Agraria (liquidado por Uribe), Mario Sierra y Severo Bastos fueron asesinados el 16 de diciembre y el 14 de noviembre.

La secretaria de Gobierno del municipio de Cabrera (Cundinamarca) Ana Cornelia Varela fue citada por la Fiscalía en otro municipio, Pandi. Al llegar a la oficina el 11 de diciembre a cumplir la citación, fue secuestrada, torturada y asesinada de 17 balazos por supuestos paramilitares. A muerte, la tercera forma de condenar sin juicio. Es como el periodista Fernando Garavito, en su columna "El Señor de los Anillos" lo ha denominado, El Reino del Espanto, en que todos los días son detenidos o asesinados líderes sociales, campesinos, indígenas y sindicalistas, mientras los paramilitares son presentados como mansas palomitas.

Pero todo esto vale cuando las utilidades de los bancos crecieron un 65 % en noviembre y llegaron a 700 millones de dólares en el 2003. La inversión extranjera se reanudó. ¿Se debe esto a que ha sido derrotada la guerrilla? No. Se debe a las leyes de reforma laboral que sacaron de los bolsillos de los trabajadores 2 mil millones de dólares y garantizaron, que a pesar de una aumento de la producción en más del 4 por ciento y de un relativo descenso del desempleo, el consumo de alimentos se haya reducido.

La impunidad para los crímenes paramilitares y la cárcel para los dirigentes populares son apenas una cara de la moneda de la impunidad de la operación de reactivación económica a costa de los pobres, que al fin y al cabo pagarán también el desorden de las reformas tributarias, los impuestos al consumo, el servicio de la deuda externa, los recortes de la inversión social, las privatizaciones y la crisis que vendrá cuando al fin la burbuja se reviente. 

Envia esta noticia 
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Colombia: Convertir a paramilitares en "soldados campesinos" la fórmula de Uribe
Carlos Fazio
La Jornada 

"...En la pasada coyuntura electoral colombiana, la Red Alternativa de comunicación Vientos del Sur VISUR, formulaba una sugerente pregunta: "¿Cómo llegaron los escuadrones de la muerte al poder en Colombia?" La alusión implícita a Alvaro Uribe y a la adopción del paramilitarismo como programa de gobierno no dejaba lugar a dudas. ¿ Pero cómo se dio ese fenómeno?..." 

Los oficiales de la Agencia Central de Inteligencia (CIA) que actúan en Colombia los llaman la "contra" en alusión a los grupos campesinos irregulares entrenados, armados y financiados por Washington que operaron en Nicaragua contra el gobierno sandinista en los años 80. Ellos se hacen llamar Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Son los paramilitares, vieja arma eficaz del terrorismo de Estado, que en este país evolucionaron de escuadrones de la muerte a verdaderos ejércitos locales que controlan territorios, haciendas, vidas y conciencias.

Hace dos semanas, el gobierno de Alvaro Uribe anunció la concreción de un acuerdo con las AUC, como un primer paso para iniciar una negociación con miras a desmovilizar a cerca de 13 mil paramilitares antes de 2005. Los paras han sido acusados de crímenes de lesa humanidad y de graves violaciones a los derechos humanos, y varios de sus jefes militares, entre ellos Carlos Castaño, Salvatore Mancuso y Juan Carlos Sierra, tienen pedido de extradición de Estados Unidos por sus vínculos con el narcotráfico, lo que, en principio, plantea un serio problema al plan "normalizador" de Uribe.

Sin embargo, existen elementos que indican que el presidente colombiano viene actuando con el consenso de Washington. No sólo porque desde un principio la embajadora saliente de Estados Unidos en Colombia, Ann Patterson, anunció que su país financiará durante los dos primeros años la "desmovilización" de los paramilitares, sino porque en el origen mismo de las negociaciones aparece la mano de la central de inteligencia estadounidense. Entre marzo y mayo pasados, en una misión clasificada bajo el rótulo de "ultrasecreta", tres emisarios realizaron contactos directos con los principales jefes de las AUC a nombre de la CIA. El objetivo de la operación encubierta fue lograr una fórmula de acuerdo para "desmovilizar" a los principales grupos irregulares; la entrega de información sobre el negocio del narcotráfico (rutas de la droga, lavado de activos y nuevos jefes de la organización delictiva), y datos sobre la guerrilla de las FARC. A cambio de ello ofrecieron trasladar a Estados Unidos a los principales jefes "contras" y a sus familias.

Otra clave del asunto tiene que ver con la función que han cumplido hasta ahora esos grupos de violencia privada, como herramienta eficaz en las tareas de contrarreforma agraria(acumulación de las tierras por la vía de provocar desplazamiento forzado de poblaciones), control de población y territorios y de la guerra sucia contrainsurgente dirigida por las fuerzas armadas contra el "enemigo interno". En ese sentido, grupos humanitarios y de la sociedad civil consideran que los "acuerdos" de Uribe con las AUC apuntan a una "legalización" y reconfiguración de los paramilitares como "soldados campesinos", la nueva fórmula impulsada por el mandatario colombiano con claras reminiscencias fujimoristas. El proceso abarcaría además una "normalización" de la estrategia irregular del Estado paramilitar en tránsito hacia un Estado militar de rasgos fascistas.

Reingeniería castrense made in USA 

Lo anterior embona a su vez con los avances registrados por el Pentágono en sus labores de reingeniería militar en las fuerzas armadas locales, bajo la cobertura del Plan Colombia y con fondos millonarios de la Defensa y del Congreso estadounidenses. Estas actividades comprenden la formación bajo asesoría estadounidense y de empresas de "contratistas" (mercenarios) de nuevos batallones contrainsurgentes de elite en zonas bajo control de la guerrilla o de importancia geoeconómica previstas para el desarrollo de megaproyectos de capital multinacional (explotación petrolera, hidroeléctricas, canal interoceánico, agroindustrias); la restructuración del estamento castrense en áreas de planeación, logística, entrenamiento, doctrina, estrategia, inteligencia, reclutamiento y técnicas de interrogatorio; el suministro de equipos militares, armamento, helicópteros, aparatos e infraestructura de aviación para apoyar vuelos de naves espías y de combate, provistas de radares aire a aire y de modernos equipos de comunicación y sistemas de imagen infrarroja (FLIR, por sus siglas en inglés) para operaciones nocturnas, así como el emplazamiento de una red de radares en tierra diseminados por todo el territorio colombiano.

El contexto se complementa con el presupuesto para la "guerra total" solicitado por Uribe al Congreso, como parte de un plan que comprende duplicar el número de soldados profesionales, el llamado a filas de reservistas y la vinculación de un millón de informantes pagos para actividades de inteligencia y lucha contra la "subversión"; los denominados "soldados campesinos", remedo de las "rondas campesinas" institucionalizadas por Alberto Fujimori en el Perú, con estatuto de "fuerzas complementarias" de las instituciones castrenses en la lucha contrainsurgente. Es en ese contexto que se entiende la presunta desmovilización de parte de los paramilitares de las AUC, que habrán de disolverse en el millón de "amigos" de las fuerzas armadas, obteniendo impunidad por sus numerosos crímenes de lesa humanidad, con el agravante de que su actividad militar irregular estará legalizada.

Génesis del paramilitarismo 

En la pasada coyuntura electoral colombiana, la red alternativa de comunicación Vientos del Sur formulaba una sugerente pregunta: "¿Cómo llegaron los escuadrones de la muerte al poder en Colombia?" La alusión implícita a Alvaro Uribe y a la adopción del paramilitarismo como programa de gobierno no dejaba lugar a dudas. ¿Pero cómo se dio ese fenómeno? 

Existen varios estudios sobre el proceso de paramilitarización del actual Estado colombiano, pero muy pocos recogen un dato significativo: el origen de los paramilitares hay que buscarlo en 1962, dos años antes de la formación de las guerrillas de las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia). Ese año, un análisis de inteligencia del Pentágono "identificó al Macizo Andino colombiano (eje del actual Plan Colombia) como un territorio clave. Y ya entonces, incluso antes de que surgiera la insurgencia armada en la región -dice el investigador Hernando Gómez-, el estudio recomendaba al ejército local la instalación allí de grupos de sabotaje y paramilitares".

Pero además, el surgimiento del paramilitarismo como una necesidad del Estado colombiano para el mantenimiento del statu quo en tiempos de guerra, está conectado con las políticas de seguridad diseñadas para América Latina por el presidente estadounidense John F. Kennedy, precisamente en 1962. En un discurso en la academia militar de Westpoint, Kennedy concluía: "Contrainsurgencia son aquellas medidas militares, paramilitares, políticas, económicas, sicológicas y cívicas adoptadas por un gobierno con el fin de derrotar una insurrección subversiva".

La práctica posterior del paramilitarismo, vía los escuadrones de la muerte y otras formaciones irregulares armadas, vino a demostrar que es una modalidad de guerra sucia de la contrainsurgencia clásica o su variable de guerra de baja intensidad. En Malasia y Kenia los ingleses crearon los Homes Guards; en Vietnam los estadounidenses utilizaron a los Boinas Verdes en su estrategia de guerra irregular dirigida a "ganar la mente y los corazones" de la población local; la región latinoamericana conoció los escuadrones de la muerte tipo la Triple A de Argentina o el Comando Caza Tupamaros de Uruguay en los 60, que fueron reconvertidos más tarde en Patrullas de Autodefensa Civil en Guatemala y El Salvador, pasando por la autodefensa popular en el Perú de Fujimori, institucionalizadas luego como Rondas Campesinas y Urbanas, del que se nutren las Autodefensas Unidas de Colombia, hasta llegar a los grupos paramilitares de México, Máscara Roja, Paz y Justicia y Los Chinchulines.

Una definición más reciente de este accionar encubierto del Estado, indica que "paramilitar constituye una actividad anexa o auxiliar de lo militar pero que al mismo tiempo la deforma, desvía o desnaturaliza. En su raíz más honda, el paramilitarismo se sustenta en la difuminación de las fronteras entre lo civil y lo militar, y asume dos manifestaciones complementarias: el uso de civiles en el accionar militar y el accionar de militares subespecie civil sustentadas en la necesidad de oscurecer, encubrir, esconder, ocultar, de eludir responsabilidades, fingir identidades, disfrazar acciones, falsificar realidades, poner murallas a las investigaciones, imposibilitar esclarecimientos, confundir, engañar y obstruir la búsqueda de la verdad y obstaculizar la justicia; en otros términos, es de su esencia como ocurrió en la Alemania nazi establecer un imperio de Noche y Niebla" (red alternativa Viento del Sur).

Un elemento que hermana a todas las expresiones del paramilitarismo latinoamericano es que surgieron en el contexto de una doctrina de seguridad nacional de cuño estadounidense, con eje en el "enemigo interno", lo que evidencia su conexión ideológica (ayer contra la "subversión comunista", hoy contra el "terrorismo") y operativa como miembros adscritos a las fuerzas armadas locales, ya sea que se proclamen paramilitares, autodefensas o grupos de justicia privadas. En todos los casos su función es confundir, ocultar o encubrir la responsabilidad del Estado y sus cuerpos de seguridad, de manera que su clandestinidad evite cualquier enjuiciamiento legal o ético del accionar gubernamental.

Atravesada por una guerra civil de 40 años, Colombia no es la excepción. Pero tal vez aquí, incluso con mayores grados de violencia y barbarie, es donde el paramilitarismo responde a una instrumentación intencional y planeada del Estado como modelo de desarrollo de carácter desintegrador de la sociedad. Un modelo que combina transformaciones de tipo económico fundamental en el agro, con una "reforma agraria" reaccionaria hecha desde el poder dominante y al servicio de sus intereses.

Ahí deben incluirse los megaproyectos de las multinacionales amparados por el Plan Colombia, primos hermanos de los que están previstos en el Plan Puebla- Panamá para México y Centroamérica. 

Envia esta noticia 
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Tras la captura del mando de las FARC 
Colombia: Simón Trinidad, un resentido 
Edgar Villa Guerrero
Rebelión 

Ahora resulta que Trinidad, el mando de la guerrilla colombiana de las FARC recién capturado, no es otra cosa que un resentido. Por eso dejó la buena vida de los selectos clubes sociales, las maneras refinadas de la crema y nata de la sociedad donde vivía. Además tenía casa, carro y beca. Toda esta buena vida la dejó para ingresar a la guerrilla. La explicación lógica para semejante despropósito es sencilla, "un resentido". Nada más.

Algo tiene que estar muy podrido en la sociedad colombiana cuando un hombre de estas cualidades traiciona a su propia clase y se va al monte a pelear contra un orden social que el considera injusto. En los tiempos de Roma, la pestilencia del sistema lo contaminaba todo. Jesucristo, que era el hijo de Dios, renunció a una vida regalada para desenmascarar a los poderosos que oprimían a su propio pueblo y a los pueblos de las colonias. La respuesta de los poderosos fue brutal: lo hicieron rey de burlas, lo torturaron y finalmente lo crucificaron. ¿Por ventura, Jesucristo también era un resentido? 

¿Sería resentido SimónBolívar, nuestro libertador?. Pertenecia a la clase"mantuana". El patrimonio de su familia era uno de los más altos de la sociedad colonial. En las haciendas de su familia trabajaban más de cuatrocientos esclavos. Su vida era la de un señorito con todos los privilegios que otorga el poder económico y social. Todo eso lo abandonó para pelear contra un régimen que el consideraba injusto y corrupto. Murió en la más absoluta miseria,abandonado y traicionado por los mismos que el ayudó a encumbrar Vale la pena recordar al sacerdote Camilo Torres. De ser miembro de una familia con pedigree, con los privilegios propios de su clase, lo deja todo y se convierte en guerrillero. Muere como mueren los verdaderos hombres, poniendo el pecho para defender sus ideas.

La historia esta llena de resentidos, según los poderosos y sus portavoces. Che Guevara deja a un lado su carrera de médico para pelear por lo que el consideraba justo. Renunció a engordar en un consultorio de lujo esperando viejas ricachonas para recetarles prozac y calmarles el aburrimiento de sus vidas vacias. Salvador Allende es miembro de una familia burguesa. Lo tenía todo, y todo lo dejó para luchar por sus ideales. A su muerte digna, le sigue una tenebrosa dictadura que se especializó en picar carne humana por toneladas. ¿Son todos ellos resentidos? 

¿Cómo definir a estos hombres que renuncian a una vida regalada para dar el pecho por lo que ellos consideran que es su verdad? Frente a estos "resentidos" ¿Cómo calificar a nuestros flamantes líderes que cuando ven llegar la crisis se escapan para Miami con el dinero de los contribuyentes? O esos otros que desde un bunker ordenan bombardear poblaciones enteras prevalidos de que a ellos y su familia no les va a pasar nada?.

Extraña paradoja esta en que los resentidos son condenados como criminales, pero no se dice nada de la máquina que los fabrica. Es como condenar a un drogadicto, y no al estilo de vida que lo lleva a escaparse del infierno en que vive. Es que de eso se trata. De exonerar de responsabilidad a un orden social injusto que se ha convertido en una máquina de triturar gente. Allí le dejo estos interrogantes. Pueda que sirvan para algo. 

Envia esta noticia 
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Paramilitarismo en Colombia: Pacto de lealtades e impunidad 

Iván Cepeda Castro. Equipo Nizkor 

"¡Por fin vamos a dejar de ser la amante y pasar a ser la esposa!"
Carlos Castaño. 

La legitimación social del fenómeno paramilitar en Colombia es un proceso que persigue múltiples finalidades, y que ocupa un lugar central en el proyecto del gobierno del presidente álvaro Uribe Vélez de "reinstitucionalizar" la sociedad y el Estado. Una de las connotaciones es que esa legitimación requiere la adopción de medidas tendientes a producir una impunidad de carácter normativo y fáctico de los crímenes masivos cometidos por los paramilitares, que oculte además la complicidad del poder estatal en esta empresa de exterminio y terror sistemáticos.

Ciertamente, la presentación de esas estrategias de impunidad ha centrado la atención sobre la cuestión de cuál debe ser el tratamiento que reciban los autores de actos atroces que se han cometido en el contexto de la guerra y la violencia en Colombia. La impunidad generalizada, y especialmente aquella relativa a las violaciones masivas y sistemáticas, ha sido un problema endémico de la sociedad colombiana, pero hasta ahora la preocupación por cómo superarla fue objeto de debate y análisis por parte de círculos restringidos. No obstante, los fundamentos del incipiente debate son presentados a la opinión pública bajo premisas intencionalmente confusas: los grupos paramilitares estarían dispuestos a dejar las armas ante un Estado que los persigue; el Estado y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) mostrarían voluntad de "negociar la paz"; el proceso con los grupos paraestatales sería similar a otros procesos de desmovilización o negociación que en el pasado se han emprendido con grupos guerrilleros; la desmovilización tendría por objeto "devolver el monopolio de la fuerza a manos del Estado", etc.

Para contextualizar esta controversia, cabría entonces preguntarse por los supuestos reales y el trasfondo en que se enmarca la impunidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad cometidos, en este caso, por los paramilitares. Un punto de partida esencial para entender el verdadero significado del proyecto que se adelanta es determinar si es verdaderamente consistente la afirmación de que el Estado realiza una negociación de paz con un actor armado independiente. Con esta finalidad en el presente texto se analizarán los componentes de esta aseveración: en primer lugar, se precisará el carácter del fenómeno paramilitar en Colombia; seguidamente, se examinarán de manera retrospectiva algunas de las negociaciones de paz que se han presentado en Colombia desde la perspectiva de los instrumentos legislativos que se han empleado para resolver la cuestión de los llamados beneficios jurídicos; por último, se señalarán algunas de las características del proceso de impunidad propuesto por el actual gobierno, que está en camino de ser ejecutado.

A. El fenómeno paramilitar en Colombia.

Existen fuentes de referencia básica para entender las raíces sociales y el desarrollo histórico del fenómeno paramilitar en Colombia. Esas fuentes indican la complejidad de su genealogía y de las formas en que opera.

Desde el ángulo de la investigación sociológica y de la ciencia política, las estructuras paraestatales son mecanismos complementarios ilegales para solucionar los problemas e insuficiencias de la capacidad coercitiva del Estado. Tales mecanismos sirven para evitar el descrédito generado por el uso arbitrario de la fuerza, y para mantener intacta la legitimidad del poder estatal, incluso en condiciones de ejercicio de formas de extrema violencia contra la población civil. En situaciones de conflicto bélico, la presencia de organizaciones armadas irregulares, presentadas como ajenas al poder estatal, sirve además para reforzar las expectativas de la sociedad acerca del fortalecimiento del aparato militar y de las políticas de seguridad.

En el lenguaje de la ciencia política esta situación corresponde al surgimiento de un complejo contrainsurgente, es decir, al desarrollo de diversos recursos y niveles de acción (legítima o arbitraria, legal o ilegal, oficial o privada) dirigidos a garantizar la eficacia de la función represiva del poder estatal. En tales circunstancias se está en presencia de una estructura dual del Estado en la que operan, simultánea y coordinadamente, por una parte el nivel legal e institucional y, por otra, el nivel ilegal que despliega toda clase de operaciones encubiertas y acciones criminales.

Un estadio avanzado del desarrollo de esta duplicación de niveles corresponde a la distinción -que en el caso colombiano merece ser tenida en cuenta- entre el fenómeno paramilitar y el mercenarismo corporativo. Mientras que el fenómeno paramilitar, en su forma clásica, corresponde exclusivamente a la estrategia del poder estatal y supone una dependencia absoluta de éste, las estructuras paramilitares corporativas implican adicionalmente un grado importante de intervención de sectores privados, que pueden ser de orden nacional y transnacional. Aquello que se denomina genéricamente paramilitarismo tiene por tanto diversas manifestaciones que varían de acuerdo a su grado de complejidad: desde cuerpos clandestinos creados con la finalidad de encubrir las operaciones "sucias" de las fuerzas militares (escuadrones de la muerte), pasando por las estructuras en las que determinados núcleos de civiles son armados y en las que se mimetizan militares retirados o en ejercicio (patrullas, rondas, milicias, cooperativas de seguridad privada), hasta llegar a la conformación de ejércitos irregulares que continúan al servicio de las fuerzas militares, pero que entran en alianzas con estamentos económicos y políticos -nacionales o internacionales- que influencian al Estado de manera decisiva.

Esta elaboración conceptual encuentra una sólida base de verificación empírica en las regularidades y similitudes que muestra el estudio de la historia comparativa de las distintas etapas y formaciones armadas paraestatales en América Latina, en la segunda mitad del siglo XX.

En Colombia a lo largo de diferentes períodos del siglo XX se encuentran claramente tipificados todos estos estadios de las formaciones paralegales, y particularmente, desde finales de la década de los años cuarenta, se constata su desarrollo intensivo. Primero con el surgimiento de los escuadrones de la muerte que operaron -y operan, cuando ello se hace necesario- bajo diversas siglas y que en realidad son estructuras encubiertas de las redes de inteligencia de las fuerzas militares y de policía; luego, desde 1965, con la creación de un marco legal para el desarrollo de entidades de civiles armados o de servicios de seguridad privada (entre los cuales el caso más sobresaliente es el de las llamadas "Cooperativas de Seguridad 'Convivir'"); y posteriormente, durante las últimas dos décadas, con la conformación de un ejército paramilitar que cuenta con el sostenimiento del aparato estatal -esencial para su funcionamiento y crecimiento-, pero que tiene elementos de mercenarismo corporativo, expresados en las múltiples alianzas y apoyos que le han ofrecido influyentes sectores (empresarios, ganaderos, terratenientes, líderes políticos, etc.), el narcotráfico y las empresas multinacionales. El corporativismo del fenómeno paramilitar en Colombia obedece al mismo carácter corporativo y patrimonial del Estado en el que priman los bloques de intereses privados, y en el que el carácter público de sus instituciones y poderes está subordinado a las prácticas de las redes clientelistas.

La densidad de alianzas que presenta el fenómeno paramilitar en su estadio corporativo, de un lado favorece el ocultamiento del papel central de sus nexos orgánicos con el poder estatal, y en la situación específica de Colombia, ha posibilitado que se afiance la imagen de una total independencia de las organizaciones paramilitares, al punto de lograr un elevado consenso alrededor de su caracterización como tercer actor del conflicto armado. A esa densidad de alianzas se agregan las construcciones ideológicas que se han elaborado, no solo desde el discurso oficial (centrado en la negación a ultranza de la abrumadora realidad de los diversos niveles de responsabilidad histórica en la gestación y desarrollo del fenómeno) sino a partir de la propaganda de los propios paramilitares, centrada en la justificación de sus acciones criminales a través de una retórica que insiste en su presentación ante la opinión pública como sectores de la "sociedad civil" que han optado por la autodefensa ante la incapacidad de un Estado débil para proteger a los ciudadanos de los abusos de las guerrillas.

Pero por otra parte, el carácter corporativo de las estructuras paramilitares va generando dificultades para mantener los diferentes niveles de las alianzas. Si bien estas estructuras irregulares continúan unidas a las estructuras oficiales por fuertes lazos de dependencia y complicidad, otros elementos y dinámicas entran a influir sobre su accionar. Relativos rasgos de autonomía local e intereses corporativos pueden entonces generar situaciones que escapan al control estatal y, que ponen en riesgo aspectos esenciales de la alianza entre el poder estatal y sus formaciones paralegales. En Colombia, esas dificultades se han acentuado paulatinamente debido a que los temas de política interior están permanentemente sujetos a las presiones extranjeras -principalmente norteamericanas- y a que existe el narcotráfico como factor fuertemente influyente y desestabilizador. Se requiere, por ende, diseñar estrategias que permitan readaptar las alianzas, garantizar las lealtades, y sobre todo impedir desbordamientos que puedan poner al desnudo la responsabilidad estatal.

Las instancias internacionales del sistema de protección de derechos humanos han ido determinando en qué consiste esa responsabilidad. De una aseveración general acerca de que al Estado y sus agentes les cabe un rol esencia en la conformación, sostenimiento y consolidación actual de las estructuras paramilitares, se ha pasado a definiciones precisas. Sobre este particular es pertinente recurrir al detallado análisis que la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha venido elaborando a lo largo de los seis informes presentados desde 1997. En uno de ellos, la Oficina hace una afirmación sintética que merece ser citada: "El Estado colombiano tiene una responsabilidad histórica innegable en el origen y desarrollo del paramilitarismo, que ha contado con amparo legal desde 1965 (...) En este mismo plano histórico -continúa la Oficina- particular responsabilidad le toca a las fuerzas militares, puesto que durante el extenso período de amparo legal (...) les correspondió promover, seleccionar, organizar, entrenar, dotar de armamento y proveer de apoyo logístico a estos grupos". En sus seis informes la Oficina ha documentado los hechos que dan cuenta de la existencia de las diversas modalidades que asume esta responsabilidad, y que prueban esta afirmación de fondo. Para analizar estas modalidades, la Oficina ha empleado como criterio los niveles de responsabilidad estatal que ha asumido el sistema interamericano de protección de los derechos humanos en su jurisprudencia. Respecto a la actuación de los grupos armados paraestatales deben ser consideradas con relación a la responsabilidad del Estado: a) las conductas que son producto de la instigación de servidores públicos; b) las acciones que se realizan con el consentimiento expreso o tácito de dichos servidores; c) las conductas que se producen gracias a la tolerancia manifiesta de agentes estatales; y d) las conductas que resultan del incumplimiento del deber de garantía que tiene el Estado.

En cuanto a las conductas que son producto de la instigación de los servidores públicos, además de que el Estado ha brindado un marco legislativo y de que varios gobiernos han adoptado medidas para poner en marcha los llamados "servicios privados de seguridad", la Oficina ha recibido testimonios sobre casos en los que se ha reconocido a miembros de las fuerzas militares formando parte de los contingentes paramilitares. En los seis informes de la Oficina se constata la complicidad o la actuación directa de miembros de la Fuerza Pública en crímenes individuales, masacres y operaciones de desplazamiento de la población, así como en la planificación de acciones a través de reuniones entre mandos militares e integrantes de las Autodefensas Unidas de Colombia.

Acerca de las acciones que se realizan con el consentimiento expreso o tácito de los servidores públicos, los informes han evidenciado incursiones paramilitares ocurridas inmediatamente antes o después de fuertes operativos militares. Los funcionarios de la Oficina han recibido comunicaciones sobre el anuncio hecho por las propias fuerzas militares de la llegada próxima de grupos paramilitares, y han escuchado de boca de los mandos militares expresiones de reconocimiento sobre la necesidad y utilidad de los paramilitares. De igual manera, los funcionarios de Naciones Unidas han sido testigos de declaraciones de autoridades civiles y militares negando la existencia en sus regiones de grupos paramilitares, cuando ésta era de conocimiento público.

Acerca de las conductas de tolerancia manifiesta de agentes estatales, en los informes de Naciones Unidas se encuentran referencias concretas a la proximidad de instalaciones de la Fuerza Pública a retenes o bases de entrenamiento paramilitares. Así mismo, en algunos de los informes se ha señalado el hecho de que el control paramilitar es más fuerte en los cascos urbanos, donde la presencia de la Fuerza Pública y de las autoridades es mayor.

Sobre las conductas que resultan del incumplimiento del deber de garantía que tiene el Estado, en varias oportunidades la Oficina ha alertado a las autoridades acerca de la inminencia de operaciones paramilitares sin que se produzcan acciones tendientes a garantizar la vigilancia y la prevención de actos de agresión contra la población civil. Algo similar puede afirmarse acerca de la falta de diligencia en la persecución penal y en la aplicación de las sanciones requeridas ante las violaciones cometidas por los paramilitares.

En congruencia con este cuadro que muestra la conjugación de diversos planos de la responsabilidad estatal, la Oficina del Alto Comisionado ha formulado reiteradamente la misma recomendación a las autoridades colombianas: llevar a cabo una política eficaz dirigida al desmantelamiento definitivo de los grupos paramilitares, mediante la captura, el juzgamiento y la sanción de quienes los inspiran, organizan, comandan, integran, apoyan y financian. También Naciones Unidas ha insistido en que se debe revocar toda legislación que establezca servicios privados de vigilancia y seguridad, con el fin de asegurar el debido control de la aplicación de la fuerza y el uso de las armas por parte del Estado. En el período que abarcan los seis informes no se ha determinado ningún avance significativo en esta materia y, por el contrario, se ha registrado un crecimiento acelerado y exponencial de los grupos paramilitares en grandes extensiones de la geografía nacional.

El esclarecimiento de este complejo panorama de complicidades estructurales, agregado al conocimiento cada vez más detallado de la alianza narco-paramilitar, ha llevado a los propios funcionarios del Estado a afirmar que las organizaciones paramilitares se han ido convirtiendo en un peligro para la legitimidad del poder estatal. A su turno, los mandos paramilitares son conscientes de las implicaciones que puede tener este nuevo contexto para su seguridad y para su juego de intereses. Su jefe, Carlos Castaño ha hecho constantes alusiones a la responsabilidad que tienen las elites del país en la historia de su organización y de los crímenes cometidos. Tanto en su primera aparición pública ante las cámaras de televisión, como en el libro Mi confesión y en diversas entrevistas, el jefe paramilitar ha lanzado una advertencia perentoria a sus socios: "Si comenzáramos a buscar responsables de la tragedia nacional, el Estado estaría en primer lugar (...) Culpas tenemos todos, incluso otros países tienen también responsabilidad en la situación en que estamos".

B. Amnistías y beneficios jurídicos en el marco de los procesos de paz y desmovilización.

Definidas de este modo las estructuras paramilitares y la responsabilidad estatal frente a ellas, es pertinente ahora interrogar desde una perspectiva crítica la afirmación de que el Gobierno desarrolla actualmente una "negociación de paz" con ellas. Con el fin de examinar dicha aseveración es apropiado lanzar una mirada retrospectiva a las tentativas de paz más relevantes en nuestra historia contemporánea y, en especial, a los instrumentos legislativos y administrativos que han sido diseñados para efectos de amnistía e indulto en dichas coyunturas.

La característica primordial de una negociación política en medio de un conflicto armado es que en ella existen posiciones contradictorias, que provienen de intereses y convicciones claramente diferenciados, y que colocan frente a frente a quienes no han aceptado el régimen socio-político vigente -o han sido excluidos por la fuerza de éste- y a los representantes del poder estatal. Las negociaciones consisten en someter a un proceso de acuerdo y consenso las posturas enfrentadas hasta llegar a un acuerdo satisfactorio para las partes en conflicto.

Durante las diferentes etapas de la violencia en Colombia se han desplegado intentos por desmovilizar los grupos armados insurrectos contra el Estado, y en algunos casos, se han presentado negociaciones que han conducido a acuerdos de paz con algunas organizaciones armadas de oposición. En ocasiones, los acuerdos de paz han favorecido reformas significativas -como las introducidas por la Constitución Política de 1991-, pero su carácter predominante ha sido el de buscar salidas minimalistas a la crisis social y política del país.

Los acuerdos de paz han sido acompañados de medidas de amnistía e indulto, pero en contraposición a ello se han ejecutado actos de retaliación violenta contra los líderes de los grupos que se han acogido a los procesos de paz. En todos ellos, los principales líderes y voceros de los grupos rebeldes han sido asesinados, y se ha intentado exterminar los proyectos políticos concebidos como parte de su reincorporación a la vida civil.

Así, entre agosto y octubre de 1953 se produjo un armisticio que dio lugar a la desmovilización de cerca de 6.500 integrantes de las guerrillas liberales provenientes principalmente de los Llanos Orientales, lideradas por Guadalupe Salcedo. En aquella ocasión no se produjo la firma de un pacto, sino la adopción de un acuerdo de palabra entre las partes. Los guerrilleros entregaron sus armas a cambio de una "amnistía nacional" ofrecida por el general Gustavo Rojas Pinilla y un exiguo préstamo de la Caja Agraria para reincorporarse a la vida civil. A pesar de la amnistía, muchos líderes del movimiento insurgente desmovilizado fueron asesinados, entre ellos el propio Guadalupe Salcedo.

El pacto bipartidista que creó el Frente Nacional (Declaración de Benidorm suscrita el 24 de julio de 1956, y Declaración de Sitges del 20 julio de 1957, suscritos por Alberto Lleras Camargo -en nombre del Partido Liberal- y Laureano Gómez -en nombre del Partido Conservador) tuvo el carácter de un acuerdo de alternancia partidista en las instituciones estatales, pero además se presentó a la opinión pública como un pacto de rechazo a la violencia política y de voluntad "para obtener la paz en Colombia". Algunos quieren ver en el Frente Nacional un "intento victorioso de civilización política", dado que dio lugar a modificaciones como las contenidas en la reforma constitucional que fue aprobada por el plebiscito del 1 de diciembre de 1957, previsto por la Declaración de Sitges. Dicha reforma permitió reconstruir determinadas instituciones representativas, crear otras y proclamar la igualdad de derechos civiles para las mujeres. Sin embargo, al marginar de los acuerdos y del procedimiento de reforma constitucional a las disidencias políticas, y al revitalizar y legitimar las redes clientelistas, el Frente Nacional se convirtió en un modelo de coerción y exclusión política que abrió las compuertas a una ola de violencia que hasta hoy padece el país. En este nuevo marco institucional, entre noviembre de 1958 y marzo de 1960 fue adoptado un conjunto de medidas con el fin de "facilitar la solución a la lucha armada" mediante la suspensión de las acciones penales contra delitos cometidos desde fecha indeterminada hasta el 15 de octubre de 1958 en el territorio de departamentos bajo estado de sitio.

Años más tarde, el Acto Legislativo número 1 de 1968 reglamentó el ordinal 4° del artículo 119 de la Constitución de 1886 en lo concerniente a las condiciones y restricciones del otorgamiento de indultos y otros beneficios jurídicos a las personas responsables de delitos políticos.

El 19 de noviembre de 1982, el recién posesionado presidente Belisario Betancur sancionó la Ley 35 "Por la cual se decreta una amnistía y se dictan normas tendientes al restablecimiento y preservación de la paz". En diez artículos, el texto contemplaba la concesión de amnistía general a los autores, cómplices o encubridores de hechos constitutivos de delitos políticos cometidos antes de su vigencia. Durante ese mismo gobierno, el 28 de marzo de 1984 fue firmado el Acuerdo de la Uribe entre la Comisión de Paz y el estado mayor de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), en el que se estipuló un cese al fuego bilateral y se creó una comisión de verificación del mismo. El documento explicitaba el compromiso del Gobierno para promover reformas políticas, sociales y económicas, así como la condena de las FARC al secuestro y al terrorismo, y su voluntad para contribuir a ponerle fin a su práctica. El Acuerdo de la Uribe consagró además, que pasado un año de la tregua, se deberían generar condiciones propicias para que el grupo guerrillero pudiera "organizarse política, económica y socialmente". Este punto particular del acuerdo dio lugar al surgimiento del movimiento político legal Unión Patriótica (UP), un año después de la firma de los acuerdos. Fracasado el proceso de paz de la Uribe, comenzó el exterminio contra este nuevo movimiento; exterminio que continúa hasta nuestros días.

También fracasaron en ese mismo período presidencial los acuerdos de tregua y diálogo nacional suscritos en Corinto, El Hobo y Medellín el 23 y 24 de agosto de 1984 entre el Gobierno y el comando nacional del Movimiento 19 de Abril (M-19), la dirección del Ejército Popular de Liberación (EPL) y un sector de la Autodefensa Obrera (ADO). El punto central de dichos acuerdos era la realización de un gran diálogo nacional "como vía para construir la democracia, ejerciéndola". En junio de 1985, el Gobierno expidió una ley de indulto con base en la facultad que le confería el artículo 119 de la Constitución vigente en ese entonces, y que benefició a los integrantes del M-19 condenados en las cárceles del país. La ley concedía indulto a quienes habían sido condenados por "rebelión, sedición y asonada" y delitos conexos, con excepción del secuestro, la extorsión o "el homicidio fuera de combate". Durante el proceso de organización y funcionamiento de las mesas preparatorias al diálogo nacional, comandantes de los movimientos guerrilleros (entre ellos el vocero y negociador del EPL, Oscar William Calvo) cayeron asesinados. La respuesta del M-19 fue el asalto del Palacio de Justicia, el 6 de noviembre de 1985, que terminó en un baño de sangre al ser retomado por las fuerzas militares.

Entre 1990 y 1991 diversos procesos de negociación condujeron a los pactos de paz con cuatro grupos de guerrilla: el M-19, el EPL, el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) y el Movimiento Armado "Quintín Lame" (MAQL). Dichos pactos contribuyeron a fortalecer la iniciativa de convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente, que en 1991 redactó y adoptó la nueva Constitución Política del país. Como se sabe, la Carta de 1991 creó nuevas instancias de participación local y de protección de los derechos fundamentales. Así mismo representó un avance en cuanto a la adopción de valores democráticos y pluralistas. El dinamismo que este movimiento de renovación constitucional generó en sus primeros años ha venido siendo obstaculizado por intentos de contrarreforma y de eliminación de los mecanismos establecidos.

Los pactos de paz de 1990 y 1991 tuvieron como marco jurídico la Ley 77 de 1989 y el decreto 213 que establecieron las condiciones para el indulto y la cesación de procesos de los integrantes de los grupos guerrilleros, y al mismo tiempo, consignaron dos restricciones esenciales para el otorgamiento de dichos beneficios: que existiera conexidad con el delito de rebelión y, además, que se excluyera de las medidas de gracia a quienes hubiesen cometido delitos atroces, como los homicidios fuera de combate o el terrorismo, así ellos tuviesen intencionalidad política. La firma de los pactos de paz y la adopción de las medidas de indulto no impidieron, sin embargo, que varios líderes del M-19 -entre ellos su dirigente máximo, Carlos Pizarro- fueran asesinados por grupos paramilitares o por agentes estatales.

En fin, el 9 de abril de 1994, el gobierno del presidente César Gaviria y la dirección de la Corriente de Renovación Socialista (CRS) firmaron el Acuerdo Político para la Convivencia Ciudadana. En este mismo período se desmovilizaron también tres agrupaciones de milicias populares de Medellín y el frente "Francisco Garnica" del EPL. Fruto de tal acuerdo de paz fue la creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (decreto 1533 de 1994), que sirvió de escenario para la elaboración de políticas y propuestas en materia de libertades públicas, y que contribuyó igualmente a estimular el debate en torno al respeto de las normas del derecho internacional humanitario. Para este proceso también fueron expedidos beneficios jurídicos a través de las leyes 40 y 104 de 1993. En este caso se subrayó una de las condiciones de exclusión legal para el indulto, pues los instrumentos legislativos en cuestión estipularon que en ningún caso se beneficiarían de amnistía o indulto "los autores o coparticipes del delito de secuestro"; hecho que ratifica la tendencia progresiva a hacer más restrictivos los beneficios generales. En esta ocasión también varios voceros y líderes de la CRS fueron asesinados en el transcurso del proceso de negociación y de desmovilización de su organización armada.

Como puede observarse, los indultos y demás beneficios jurídicos que han sido concedidos a los grupos armados de oposición se han fundamentado en la figura del delito político, que era reconocida ya desde el siglo XIX, primero como parte del derecho consuetudinario y luego como norma del derecho positivo. Bajo esta definición son cobijados los actos punibles que entrañan un ataque o levantamiento armado contra la organización política del Estado (rebelión, sedición, asonada) y aquellos otros que les son conexos. La rebelión se tipifica como intentar derrocar al gobierno, mientras la sedición como impedir, con las armas, que el Estado funcione libremente. En los delitos políticos incurren quienes se oponen al ordenamiento institucional vigente por medio de un alzamiento en armas para combatirlo. El reconocimiento de los rebeldes implica que el Estado puede entablar con ellos negociaciones y pactar medidas que conduzcan a poner punto final al conflicto armado. Sin embargo, a lo largo de la historia contemporánea en los procesos de paz se han venido introduciendo, de manera creciente, restricciones a las amnistías generales, que aluden a la situación de quienes han cometido actos atroces, homicidios contra personas fuera de combate, etc. Esta tendencia corresponde a la adopción también progresiva de los estándares internacionales en materia del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho humanitario.

De otra parte, ¿qué tratamiento se ha dado al fenómeno de las cuadrillas o bandas paramilitares, y a la responsabilidad de los agentes estatales con el fin de otorgarles beneficios jurídicos? 

En el caso de las medidas que fueron adoptadas en la década de los años cincuenta, los crímenes indultados fueron tipificados como aquellos perpetrados en la "defensa de las autoridades", y como "extralimitaciones en la defensa del Gobierno". Los indultos fueron concedidos a "los particulares, los funcionarios o empleados públicos, los militares y los grupos organizados y comandados bajo la dependencia de jefes" . En el ya mencionado decreto 1823 del 13 de junio de 1954 se señala que la amnistía incluye a los particulares "que se extralimitaron en el apoyo o adhesión al Estado", esto es, las bandas paramilitares. La medida también incluyó beneficios jurídicos para los militares y el reconocimiento de sus grados cuando habían sido privados de ellos. A través de esas disposiciones se frustró la posibilidad de esclarecer y sancionar el conjunto de crímenes masivos y los desplazamientos de la población llevados a cabo desde 1946, y las atrocidades cometidas por las fuerzas armadas y las bandas paramilitares durante el exterminio del movimiento gaitanista -incluyendo los acontecimientos del 9 de abril de 1948.

Hacia comienzos de los noventa, durante el gobierno del presidente César Gaviria, se anunciaron igualmente "desmovilizaciones de autodefensas" en Puerto Boyacá, en Córdoba y Urabá. En un acuerdo del 1 de marzo de 1992, como parte de las negociaciones con el EPL, el jefe paramilitar Fidel Castaño ofreció entregar algunas de sus armas cuando desapareciera la organización guerrillera. La organización de derechos humanos Human Rights Watch ha recordado que : "A través de la Fundación por la Paz de Córdoba (FUNPAZCOR), administrada por la familia Castaño, los hermanos suministraron al Gobierno tierras y compensaciones económicas por valor de millones de dólares que fueran utilizadas para establecer pequeños negocios, fincas, redes comerciales, escuelas y programas de formación para los ex guerrilleros. FUNPAZCOR es un modelo de programa de 'reinserción social' que se asemeja considerablemente al sistema contemplado en el proyecto de ley respaldado por el gobierno de Uribe. Sin embargo, FUNPAZCOR también ha sido objeto de investigaciones del Gobierno por ser un mecanismo utilizado por las fuerzas paramilitares ilegales para recaudar dinero y sufragar sus actividades, salarios, suministros y armas. En 2001, un miembro de la junta directiva y empleado de FUNPAZCOR fue acusado por la Fiscalía General de financiar a grupos paramilitares que cometían violaciones de los derechos humanos (...) Este programa no sólo no llevó ante la justicia a los responsables de crímenes contra la humanidad, sino que fracasó totalmente en su objetivo de garantizar la paz y desmovilizar a los paramilitares. Carlos Castaño reorganizó a los Tangüeros en 1993, esta vez bajo el nombre de las Autodefensa Unidas de Córdoba y Urabá (ACCU). Muchos de sus combatientes eran ex guerrilleros del EPL".

Tanto en el caso de la impunidad de los años cincuenta, como en el de las desmovilizaciones anunciadas en los noventa, la constante ha sido la readaptación ampliada del fenómeno paramilitar. Nótese que la expedición de las medidas generales de amnistía, a las que se ha hecho referencia previa (1954, 1958, 1960), fueron seguidas por la expedición en 1965 del decreto 3398 que facultó al Ministerio de Defensa para armar civiles en tiempos de paz y de guerra. En 1968, la ley 48 convirtió ese decreto en legislación permanente, autorizando al Ejecutivo a crear patrullas civiles por decreto y al Ministerio de Defensa a suministrarles armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas. Nótese igualmente que la anunciada desmovilización de comienzos de los años noventa es la antesala del proyecto de creación y puesta en funcionamiento de las llamadas cooperativas de seguridad "Convivir" (1994).

En síntesis: los procesos de impunidad o de anunciada desmovilización de los grupos paramilitares han sido, en realidad, cambios de modalidad de organización en los cuales se ha pasado de las bandas o escuadrones a la creación de milicias o patrullas (bajo la forma de cuerpos civiles armados) hasta llegar a la constitución de un ejército de paramilitares.

C. El proceso actual de impunidad de los crímenes cometidos por los grupos paramilitares en Colombia.

La readaptación del fenómeno paramilitar a través de amnistías generales o de supuestas desmovilizaciones es, en consecuencia, una vieja estrategia. Ella obedece a las exigencias progresivas que va creando la extensión e intensificación del conflicto social, tratado exclusivamente por vías coercitivas, pero además a la dinámica de descomposición inexorable de las organizaciones criminales paralegales. Lo nuevo es que en esta oportunidad se le quiere dar a esta readaptación el carácter de un proceso de negociación política tendiente a la obtención de la paz. Sin embargo, las críticas hechas a esta caracterización han mostrado que difícilmente éste podría ser acreditado como un proceso de búsqueda de un acuerdo político entre partes enfrentadas en un conflicto armado. Ante estas críticas, el Gobierno ha tenido que asumir posiciones incongruentes y en extremo contradictorias: por una parte reconocer que las AUC no tienen el carácter de un grupo armado con estatus político, por otra insistir en tratar sus delitos y exigencias dándoles esa categoría. De esta forma, a pesar de su esfuerzo por presentar este proceso como una negociación de paz, el propio Poder Ejecutivo tuvo que hacer un reconocimiento de la ausencia de carácter político del proceso, cuando sometió a reforma el cuadro legislativo de los diálogos.

Presentar la remodelación de alianzas con los grupos paramilitares como otro más de los procesos de negociación del conflicto armado trae consecuencias que deben ser bien sopesadas. En una negociación, en la que se plantea si los paramilitares han de beneficiarse de medidas de perdón, la responsabilidad estatal queda eludida de facto, pues el Estado y sus agentes no son interpelados por crímenes que habría cometido autónomamente la "contraparte de la negociación". Igual cosa ocurre con la responsabilidad de quienes han gestado y planificado el proyecto paramilitar, que también desaparece de la escena al concentrar el debate acerca de los beneficios jurídicos para los paramilitares. Así mismo, al presentarse públicamente como un sujeto de negociación, los grupos paramilitares obtienen la posibilidad de hacer exigencias de todo orden: entrar a participar abiertamente en el sistema del clientelismo utilizando su poder coercitivo y económico; legalizar sus activos fraudulentamente adquiridos y, en especial, las tierras y territorios "conquistados"; legitimar socialmente su fuerte componente narcotraficante; mantener y ampliar el control territorial con la cobertura que les brinda su nueva condición legal, etc.

Desde este marco de legitimación el Gobierno ha probado varios caminos para ganar un consenso nacional e internacional en torno a mecanismos y disposiciones de impunidad normativa o fáctica. El objetivo esencial es que en este caso se presente una denegación de justicia que en sí misma sea disimulada, o cuyos efectos puedan ser mostrados como "tolerables" a los ojos de la opinión pública a cambio del beneficio mayor de la paz con una parte de los grupos violentos.

El Gobierno planteó el tema de la amnistía general de los paramilitares argumentando que esos delitos eran de carácter político, y concretamente, el delito de sedición, pues con su accionar estos grupos estarían "impidiendo el normal funcionamiento" del Estado. Calificando de sediciosos a los paramilitares, el Gobierno busca otorgar amnistías generalizadas e incondicionales a todo aquel que demuestre su condición de miembro de las AUC o de las otras organizaciones paramilitares incorporadas al proceso. De hecho lo ha venido haciendo de manera cada vez más acelerada y masiva empleando para ello las disposiciones contempladas en el decreto 128 de 2003, que facultan al Comité de Dejación de las Armas (CODA) para otorgar perdón por "delitos políticos y conexos", con total discrecionalidad y sin ninguna clase de control judicial. La creación de un procedimiento, que de hecho funciona secretamente, garantizará que la mayoría de los miembros de los grupos paramilitares, que debido a las limitaciones del sistema judicial no han sido investigados penalmente, o cuyos delitos puedan ser homologados a "actos de sedición", dispondrán de un camino expeditivo para obtener la amnistía o el indulto sin que los órganos de investigación o de justicia ni las víctimas y sus representantes legales estén en la posibilidad de intervenir.

Como se demostró en la sección anterior, a pesar de que la perpetración de crímenes en alianza o en nombre del Estado ha intentado en el pasado ser homologada a los delitos políticos, la adopción de los tratados internacionales de derechos humanos y de derecho humanitario ha delimitado claramente el campo de interpretación de estos actos y conductas en tanto que aspectos del uso arbitrario de la fuerza por parte del propio poder estatal, o en tanto que crímenes de guerra y de lesa humanidad. Homologar los delitos políticos a actos arbitrarios que ha cometido el poder estatal, en este caso utilizando estructuras paralegales, plantearía una involución con respecto al derecho internacional y a la normatividad contenida en el Código Penal colombiano. Esa homologación crearía por añadidura la posibilidad de que el Estado otorgue amnistías y perdones en casos en los que se encuentra seriamente comprometida su propia responsabilidad, y permitiría que la tipificación de los delitos políticos quede totalmente desvirtuada al ser identificados éstos incluso con delitos comunes, tales como los relacionados con el narcotráfico.

El problema mayor, no obstante, lo ha encontrado el Gobierno para establecer las modalidades de impunidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad cometidos por los paramilitares, que como se sabe en la última década han sido identificados como los presuntos autores de la mayoría de masacres, "desapariciones" forzadas, desplazamientos y actos de tortura contra civiles. Para justificar la cesación de los procesos judiciales y las excarcelaciones -en los pocos casos en que ello se ha logrado-, el Gobierno ha apelado a un peculiar concepto de justicia, el termino demagógico de "alternatividad penal", que ha plasmado en un proyecto de ley, presentado en agosto de 2003 al Congreso de la República.

En el plano internacional, el planteamiento del problema de la denegación de procedimientos de justicia y esclarecimiento público para sancionar debidamente las responsabilidades de los crímenes atroces ha evolucionado considerablemente en las últimas décadas. En América Latina durante los años ochenta y el comienzo de los noventa, es decir, cuando se comenzó a debatir la cuestión de la justicia o el perdón para los crímenes cometidos bajo las dictaduras militares, o en el contexto de las guerras centroamericanas, primaron las leyes y acuerdos de "punto final". Las amnistías incondicionales permitieron que los autores de graves violaciones gozarán de libertad y que pudieran seguir ejerciendo funciones en el poder público. Esa situación tiende paulatinamente a hacerse problemática con el fortalecimiento del sistema regional de protección de derechos humanos, el desarrollo del principio de competencia universal de la justicia de los crímenes contra la humanidad, la ampliación de competencias de las comisiones extrajudiciales de esclarecimiento, y la configuración de instancias de justicia penal internacional a través de tribunales ad hoc y de la Corte Penal Internacional. Además, la opinión pública ha sido sensibilizada por la labor de las organizaciones de las víctimas, del movimiento internacional de derechos humanos y de sectores de la Iglesia comprometidos con la búsqueda de justicia y la superación de la violencia.

En síntesis: si en un pasado reciente fue posible que las estrategias de impunidad se abrieran paso con la fórmula escueta de perdón y olvido, tales salidas se han ido haciendo menos funcionales en un contexto internacional que brinda múltiples mecanismos de acceso a la justicia, la reparación y el esclarecimiento público. De ahí que las nuevas estrategias de impunidad apelen a la defensa de medidas minimalistas de verdad, justicia y reparación en aras a la reconciliación. La descontextualización de procesos de solución de conflictos armados específicos o de salida de conflictos sociales marcados por situaciones de discriminación racial -como el apartheid- ha permitido que una interpretación particular de la "justicia transicional" sirva para respaldar iniciativas en las que la impunidad se encubre con simulacros de justicia y reparación.

Los procedimientos transicionales, aplicados en países como Sudáfrica, han sido formas de reconocimiento y sanción social que han involucrado activamente a toda la sociedad, y no actos colectivos de negación del pasado. En ellos los victimarios han comparecido ante instancias oficiales y han tenido que rendir cuentas sobre sus actuaciones. En determinados casos, como el de Ruanda, han funcionado paralelamente diversos niveles y procedimientos de justicia y esclarecimiento: al lado de una comisión de verdad y de los tribunales de justicia popular (gacaca), la justicia institucional ha reconocido y sancionado los crímenes por medio de un tribunal internacional ad hoc.

A pesar de las limitaciones de la justicia transicional, no es cierta la interpretación que la muestra como una especie de impunidad disimulada y como un acto de perdón incondicional de las formas extremas de violencia.

El discurso oficial en Colombia ha recurrido precisamente a una interpretación de esta clase para defender sus medidas de "justicia alternativa". En aras a disminuir supuestamente la violencia del conflicto armado, las víctimas y la sociedad tendrían que aceptar actos meramente formales de sanción, e incluso contribuir a costear una especie de "reparación integral" de los autores de los crímenes brutales. Para ello el Gobierno ha procurado sustentar su proyecto de ley, invocando una analogía reductiva y descontextualizada del Acuerdo del Viernes Santo, suscrito en 1998 entre los gobiernos del Reino Unido y de Irlanda del Norte. Pero si bien intenta sustentarse en una tradición internacional, lo cierto es que la posición del Gobierno desconoce los fundamentos de los derechos de verdad, justicia y reparación consagrados precisamente por el propio derecho internacional. Como lo señaló en su intervención ante el Senado República el director de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michael Frühling, el proyecto de ley "no pone de manifiesto las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos, a las cuales no hace referencia alguna ni en su articulado ni en su exposición de motivos".

El proyecto de ley, severamente criticado por todas las grandes instancias nacionales e internacionales de protección de derechos humanos, permite además que los autores de crímenes masivos y sistemáticos se libren de la justicia con irrisorias "penas alternativas" que no responden al principio de justa retribución y proporcionalidad de las sanciones. Adicionalmente, las confesiones que de "buena voluntad" (es decir, sin que medie acción alguna de control ni investigación adicional a los procesos ya existentes en el endeble sistema judicial colombiano) hagan los paramilitares serían considerados como criterio para otorgar beneficios jurídicos, y condición suficiente para satisfacer las exigencias planteadas por el derecho a saber que tienen las víctimas a la luz de los instrumentos internacionales.

No obstante, según el Gobierno el punto fuerte del proyecto de ley son las acciones de "justicia retributiva", pues en este aspecto la propuesta legislativa "va más lejos que la legislación actual en lo que tiene que ver con la reparación de las víctimas". Desde el punto de vista de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas, por el contrario, el proyecto de ley: "Establece como mecanismos de reparación acciones que no retribuyen o indemnizan adecuadamente a las víctimas; no adopta medidas para impedir que los victimarios se beneficien con la suspensión de la pena sin que las víctimas hayan recibido efectiva reparación; no reconoce claramente la obligación del Estado en materia de reparación cuando ésta no es satisfecha por el responsable directo de los crímenes".

La impunidad normativa se complementa con todo un cronograma de acciones que terminarían por crear un estado de impunidad de hecho. La estrategia de la "desmovilización", a la vez parcial y ficticia, de los frentes y bloques paramilitares, que ha comenzado oficialmente el 25 de noviembre de 2003, persigue, entre otros objetivos, ir constituyendo una situación de legalización irreversible en la que los expedientes de los desmovilizados quedarían libres de todo seguimiento judicial. Ante la oposición generada por las disposiciones del Gobierno, se ha optado por abrirle el paso a un aplazamiento indefinido de la discusión sobre los temas de verdad, justicia y reparación, que serían tratados solo en el "posconflicto". El carácter secreto y discrecional de todos estos procedimientos garantizaría que la legalización y amnistía de los paramilitares se vaya imponiendo como un hecho consumado y como parte de los pasos necesarios dentro de la "negociación". Esta legalización servirá para ir consolidando el control territorial y para reclamar un reforzamiento de la presencia de la Fuerza Pública para proteger a los paramilitares. Incluso ha sido utilizada como excusa para pedir que se implique a la población en las labores de protección de los "desmovilizados" o para que se refuercen las redes ciudadanas de seguridad, que no es nada diferente que las "cooperativas de seguridad ciudadana", o en otras palabras, nuevas formas de reeditar las estructuras paramilitares. De esta forma, se cierra de nuevo el círculo vicioso de la ilegalidad paraestatal . El anunciado proceso de "negociación" y "desmovilización" de los paramilitares no es entonces un paso adelante para salir de la violencia. Su naturaleza es más bien la de una transacción para renovar un pacto de lealtades recíprocas entre los grupos paramilitares y los sectores que los han sostenido tradicionalmente, y que hoy tienen una posición hegemónica en el sistema político. Esa transacción busca perpetuar en el tiempo la alianza del poder estatal con el paramilitarismo corporativo por medio de una remodelación que permita a los estamentos comprometidos con él, contar con un dispositivo, a la vez legal e ilegal, para ejercer el control social. Sus auténticos móviles no son la paz ni la disminución de la violencia, sino factores de conveniencia y a la vez de beneficio recíproco.

Las medidas de indulto y amnistía son en efecto necesarias en el momento en el que se negocia un acuerdo político de paz. Esa posibilidad está contenida en algunos de los instrumentos internacionales del derecho humanitario. Pero el límite de tales medidas especiales está también claramente consignado en la tradición del derecho internacional: que se trate de un auténtico proceso de paz, que los autores de crímenes atroces y de violaciones graves sean excluidos de esos beneficios, que se respete el derecho fundamental de las víctimas y la sociedad a obtener verdad, justicia y reparación.

Los procesos de esclarecimiento público y de justicia con relación a las atrocidades cometidas en situaciones de violencia extrema son en efecto procesos catárticos y de reconciliación colectiva. Pero ante todo, ellos encarnan procedimientos y actos en los que la sociedad se democratiza a través del debate público, del funcionamiento eficiente de la justicia y de la creación de instancias de participación para el espectro de comunidades y estamentos sociales que ha sido marginado y agredido. En Colombia es imperativo un gran debate nacional que permita que las víctimas, las comunidades, los sectores agredidos, las organizaciones diezmadas participen ampliamente en la elaboración de las propuestas conducentes a la superación de la violencia. Así mismo, se requiere impulsar medidas que prevean los recursos necesarios para garantizar el fortalecimiento, el correcto funcionamiento y la imparcialidad de los operadores de justicia; así como una incorporación activa a los mecanismos del derecho penal internacional. Finalmente, se hace necesario inscribir el trabajo de reparación de las víctimas en las dinámicas de las transformaciones que precisa la sociedad colombiana en el proceso de su democratización política, económica y social. 

Envia esta noticia 
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Paramilitarismo en Colombia: Pacto de lealtades e impunidad 
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"¡Por fin vamos a dejar de ser la amante y pasar a ser la esposa!"
Carlos Castaño. 

La legitimación social del fenómeno paramilitar en Colombia es un proceso que persigue múltiples finalidades, y que ocupa un lugar central en el proyecto del gobierno del presidente álvaro Uribe Vélez de "reinstitucionalizar" la sociedad y el Estado. Una de las connotaciones es que esa legitimación requiere la adopción de medidas tendientes a producir una impunidad de carácter normativo y fáctico de los crímenes masivos cometidos por los paramilitares, que oculte además la complicidad del poder estatal en esta empresa de exterminio y terror sistemáticos.

Ciertamente, la presentación de esas estrategias de impunidad ha centrado la atención sobre la cuestión de cuál debe ser el tratamiento que reciban los autores de actos atroces que se han cometido en el contexto de la guerra y la violencia en Colombia. La impunidad generalizada, y especialmente aquella relativa a las violaciones masivas y sistemáticas, ha sido un problema endémico de la sociedad colombiana, pero hasta ahora la preocupación por cómo superarla fue objeto de debate y análisis por parte de círculos restringidos. No obstante, los fundamentos del incipiente debate son presentados a la opinión pública bajo premisas intencionalmente confusas: los grupos paramilitares estarían dispuestos a dejar las armas ante un Estado que los persigue; el Estado y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) mostrarían voluntad de "negociar la paz"; el proceso con los grupos paraestatales sería similar a otros procesos de desmovilización o negociación que en el pasado se han emprendido con grupos guerrilleros; la desmovilización tendría por objeto "devolver el monopolio de la fuerza a manos del Estado", etc.

Para contextualizar esta controversia, cabría entonces preguntarse por los supuestos reales y el trasfondo en que se enmarca la impunidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad cometidos, en este caso, por los paramilitares. Un punto de partida esencial para entender el verdadero significado del proyecto que se adelanta es determinar si es verdaderamente consistente la afirmación de que el Estado realiza una negociación de paz con un actor armado independiente. Con esta finalidad en el presente texto se analizarán los componentes de esta aseveración: en primer lugar, se precisará el carácter del fenómeno paramilitar en Colombia; seguidamente, se examinarán de manera retrospectiva algunas de las negociaciones de paz que se han presentado en Colombia desde la perspectiva de los instrumentos legislativos que se han empleado para resolver la cuestión de los llamados beneficios jurídicos; por último, se señalarán algunas de las características del proceso de impunidad propuesto por el actual gobierno, que está en camino de ser ejecutado.

A. El fenómeno paramilitar en Colombia.

Existen fuentes de referencia básica para entender las raíces sociales y el desarrollo histórico del fenómeno paramilitar en Colombia. Esas fuentes indican la complejidad de su genealogía y de las formas en que opera.

Desde el ángulo de la investigación sociológica y de la ciencia política, las estructuras paraestatales son mecanismos complementarios ilegales para solucionar los problemas e insuficiencias de la capacidad coercitiva del Estado. Tales mecanismos sirven para evitar el descrédito generado por el uso arbitrario de la fuerza, y para mantener intacta la legitimidad del poder estatal, incluso en condiciones de ejercicio de formas de extrema violencia contra la población civil. En situaciones de conflicto bélico, la presencia de organizaciones armadas irregulares, presentadas como ajenas al poder estatal, sirve además para reforzar las expectativas de la sociedad acerca del fortalecimiento del aparato militar y de las políticas de seguridad.

En el lenguaje de la ciencia política esta situación corresponde al surgimiento de un complejo contrainsurgente, es decir, al desarrollo de diversos recursos y niveles de acción (legítima o arbitraria, legal o ilegal, oficial o privada) dirigidos a garantizar la eficacia de la función represiva del poder estatal. En tales circunstancias se está en presencia de una estructura dual del Estado en la que operan, simultánea y coordinadamente, por una parte el nivel legal e institucional y, por otra, el nivel ilegal que despliega toda clase de operaciones encubiertas y acciones criminales.

Un estadio avanzado del desarrollo de esta duplicación de niveles corresponde a la distinción -que en el caso colombiano merece ser tenida en cuenta- entre el fenómeno paramilitar y el mercenarismo corporativo. Mientras que el fenómeno paramilitar, en su forma clásica, corresponde exclusivamente a la estrategia del poder estatal y supone una dependencia absoluta de éste, las estructuras paramilitares corporativas implican adicionalmente un grado importante de intervención de sectores privados, que pueden ser de orden nacional y transnacional. Aquello que se denomina genéricamente paramilitarismo tiene por tanto diversas manifestaciones que varían de acuerdo a su grado de complejidad: desde cuerpos clandestinos creados con la finalidad de encubrir las operaciones "sucias" de las fuerzas militares (escuadrones de la muerte), pasando por las estructuras en las que determinados núcleos de civiles son armados y en las que se mimetizan militares retirados o en ejercicio (patrullas, rondas, milicias, cooperativas de seguridad privada), hasta llegar a la conformación de ejércitos irregulares que continúan al servicio de las fuerzas militares, pero que entran en alianzas con estamentos económicos y políticos -nacionales o internacionales- que influencian al Estado de manera decisiva.

Esta elaboración conceptual encuentra una sólida base de verificación empírica en las regularidades y similitudes que muestra el estudio de la historia comparativa de las distintas etapas y formaciones armadas paraestatales en América Latina, en la segunda mitad del siglo XX.

En Colombia a lo largo de diferentes períodos del siglo XX se encuentran claramente tipificados todos estos estadios de las formaciones paralegales, y particularmente, desde finales de la década de los años cuarenta, se constata su desarrollo intensivo. Primero con el surgimiento de los escuadrones de la muerte que operaron -y operan, cuando ello se hace necesario- bajo diversas siglas y que en realidad son estructuras encubiertas de las redes de inteligencia de las fuerzas militares y de policía; luego, desde 1965, con la creación de un marco legal para el desarrollo de entidades de civiles armados o de servicios de seguridad privada (entre los cuales el caso más sobresaliente es el de las llamadas "Cooperativas de Seguridad 'Convivir'"); y posteriormente, durante las últimas dos décadas, con la conformación de un ejército paramilitar que cuenta con el sostenimiento del aparato estatal -esencial para su funcionamiento y crecimiento-, pero que tiene elementos de mercenarismo corporativo, expresados en las múltiples alianzas y apoyos que le han ofrecido influyentes sectores (empresarios, ganaderos, terratenientes, líderes políticos, etc.), el narcotráfico y las empresas multinacionales. El corporativismo del fenómeno paramilitar en Colombia obedece al mismo carácter corporativo y patrimonial del Estado en el que priman los bloques de intereses privados, y en el que el carácter público de sus instituciones y poderes está subordinado a las prácticas de las redes clientelistas.

La densidad de alianzas que presenta el fenómeno paramilitar en su estadio corporativo, de un lado favorece el ocultamiento del papel central de sus nexos orgánicos con el poder estatal, y en la situación específica de Colombia, ha posibilitado que se afiance la imagen de una total independencia de las organizaciones paramilitares, al punto de lograr un elevado consenso alrededor de su caracterización como tercer actor del conflicto armado. A esa densidad de alianzas se agregan las construcciones ideológicas que se han elaborado, no solo desde el discurso oficial (centrado en la negación a ultranza de la abrumadora realidad de los diversos niveles de responsabilidad histórica en la gestación y desarrollo del fenómeno) sino a partir de la propaganda de los propios paramilitares, centrada en la justificación de sus acciones criminales a través de una retórica que insiste en su presentación ante la opinión pública como sectores de la "sociedad civil" que han optado por la autodefensa ante la incapacidad de un Estado débil para proteger a los ciudadanos de los abusos de las guerrillas.

Pero por otra parte, el carácter corporativo de las estructuras paramilitares va generando dificultades para mantener los diferentes niveles de las alianzas. Si bien estas estructuras irregulares continúan unidas a las estructuras oficiales por fuertes lazos de dependencia y complicidad, otros elementos y dinámicas entran a influir sobre su accionar. Relativos rasgos de autonomía local e intereses corporativos pueden entonces generar situaciones que escapan al control estatal y, que ponen en riesgo aspectos esenciales de la alianza entre el poder estatal y sus formaciones paralegales. En Colombia, esas dificultades se han acentuado paulatinamente debido a que los temas de política interior están permanentemente sujetos a las presiones extranjeras -principalmente norteamericanas- y a que existe el narcotráfico como factor fuertemente influyente y desestabilizador. Se requiere, por ende, diseñar estrategias que permitan readaptar las alianzas, garantizar las lealtades, y sobre todo impedir desbordamientos que puedan poner al desnudo la responsabilidad estatal.

Las instancias internacionales del sistema de protección de derechos humanos han ido determinando en qué consiste esa responsabilidad. De una aseveración general acerca de que al Estado y sus agentes les cabe un rol esencia en la conformación, sostenimiento y consolidación actual de las estructuras paramilitares, se ha pasado a definiciones precisas. Sobre este particular es pertinente recurrir al detallado análisis que la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha venido elaborando a lo largo de los seis informes presentados desde 1997. En uno de ellos, la Oficina hace una afirmación sintética que merece ser citada: "El Estado colombiano tiene una responsabilidad histórica innegable en el origen y desarrollo del paramilitarismo, que ha contado con amparo legal desde 1965 (...) En este mismo plano histórico -continúa la Oficina- particular responsabilidad le toca a las fuerzas militares, puesto que durante el extenso período de amparo legal (...) les correspondió promover, seleccionar, organizar, entrenar, dotar de armamento y proveer de apoyo logístico a estos grupos". En sus seis informes la Oficina ha documentado los hechos que dan cuenta de la existencia de las diversas modalidades que asume esta responsabilidad, y que prueban esta afirmación de fondo. Para analizar estas modalidades, la Oficina ha empleado como criterio los niveles de responsabilidad estatal que ha asumido el sistema interamericano de protección de los derechos humanos en su jurisprudencia. Respecto a la actuación de los grupos armados paraestatales deben ser consideradas con relación a la responsabilidad del Estado: a) las conductas que son producto de la instigación de servidores públicos; b) las acciones que se realizan con el consentimiento expreso o tácito de dichos servidores; c) las conductas que se producen gracias a la tolerancia manifiesta de agentes estatales; y d) las conductas que resultan del incumplimiento del deber de garantía que tiene el Estado.

En cuanto a las conductas que son producto de la instigación de los servidores públicos, además de que el Estado ha brindado un marco legislativo y de que varios gobiernos han adoptado medidas para poner en marcha los llamados "servicios privados de seguridad", la Oficina ha recibido testimonios sobre casos en los que se ha reconocido a miembros de las fuerzas militares formando parte de los contingentes paramilitares. En los seis informes de la Oficina se constata la complicidad o la actuación directa de miembros de la Fuerza Pública en crímenes individuales, masacres y operaciones de desplazamiento de la población, así como en la planificación de acciones a través de reuniones entre mandos militares e integrantes de las Autodefensas Unidas de Colombia.

Acerca de las acciones que se realizan con el consentimiento expreso o tácito de los servidores públicos, los informes han evidenciado incursiones paramilitares ocurridas inmediatamente antes o después de fuertes operativos militares. Los funcionarios de la Oficina han recibido comunicaciones sobre el anuncio hecho por las propias fuerzas militares de la llegada próxima de grupos paramilitares, y han escuchado de boca de los mandos militares expresiones de reconocimiento sobre la necesidad y utilidad de los paramilitares. De igual manera, los funcionarios de Naciones Unidas han sido testigos de declaraciones de autoridades civiles y militares negando la existencia en sus regiones de grupos paramilitares, cuando ésta era de conocimiento público.

Acerca de las conductas de tolerancia manifiesta de agentes estatales, en los informes de Naciones Unidas se encuentran referencias concretas a la proximidad de instalaciones de la Fuerza Pública a retenes o bases de entrenamiento paramilitares. Así mismo, en algunos de los informes se ha señalado el hecho de que el control paramilitar es más fuerte en los cascos urbanos, donde la presencia de la Fuerza Pública y de las autoridades es mayor.

Sobre las conductas que resultan del incumplimiento del deber de garantía que tiene el Estado, en varias oportunidades la Oficina ha alertado a las autoridades acerca de la inminencia de operaciones paramilitares sin que se produzcan acciones tendientes a garantizar la vigilancia y la prevención de actos de agresión contra la población civil. Algo similar puede afirmarse acerca de la falta de diligencia en la persecución penal y en la aplicación de las sanciones requeridas ante las violaciones cometidas por los paramilitares.

En congruencia con este cuadro que muestra la conjugación de diversos planos de la responsabilidad estatal, la Oficina del Alto Comisionado ha formulado reiteradamente la misma recomendación a las autoridades colombianas: llevar a cabo una política eficaz dirigida al desmantelamiento definitivo de los grupos paramilitares, mediante la captura, el juzgamiento y la sanción de quienes los inspiran, organizan, comandan, integran, apoyan y financian. También Naciones Unidas ha insistido en que se debe revocar toda legislación que establezca servicios privados de vigilancia y seguridad, con el fin de asegurar el debido control de la aplicación de la fuerza y el uso de las armas por parte del Estado. En el período que abarcan los seis informes no se ha determinado ningún avance significativo en esta materia y, por el contrario, se ha registrado un crecimiento acelerado y exponencial de los grupos paramilitares en grandes extensiones de la geografía nacional.

El esclarecimiento de este complejo panorama de complicidades estructurales, agregado al conocimiento cada vez más detallado de la alianza narco-paramilitar, ha llevado a los propios funcionarios del Estado a afirmar que las organizaciones paramilitares se han ido convirtiendo en un peligro para la legitimidad del poder estatal. A su turno, los mandos paramilitares son conscientes de las implicaciones que puede tener este nuevo contexto para su seguridad y para su juego de intereses. Su jefe, Carlos Castaño ha hecho constantes alusiones a la responsabilidad que tienen las elites del país en la historia de su organización y de los crímenes cometidos. Tanto en su primera aparición pública ante las cámaras de televisión, como en el libro Mi confesión y en diversas entrevistas, el jefe paramilitar ha lanzado una advertencia perentoria a sus socios: "Si comenzáramos a buscar responsables de la tragedia nacional, el Estado estaría en primer lugar (...) Culpas tenemos todos, incluso otros países tienen también responsabilidad en la situación en que estamos".

B. Amnistías y beneficios jurídicos en el marco de los procesos de paz y desmovilización.

Definidas de este modo las estructuras paramilitares y la responsabilidad estatal frente a ellas, es pertinente ahora interrogar desde una perspectiva crítica la afirmación de que el Gobierno desarrolla actualmente una "negociación de paz" con ellas. Con el fin de examinar dicha aseveración es apropiado lanzar una mirada retrospectiva a las tentativas de paz más relevantes en nuestra historia contemporánea y, en especial, a los instrumentos legislativos y administrativos que han sido diseñados para efectos de amnistía e indulto en dichas coyunturas.

La característica primordial de una negociación política en medio de un conflicto armado es que en ella existen posiciones contradictorias, que provienen de intereses y convicciones claramente diferenciados, y que colocan frente a frente a quienes no han aceptado el régimen socio-político vigente -o han sido excluidos por la fuerza de éste- y a los representantes del poder estatal. Las negociaciones consisten en someter a un proceso de acuerdo y consenso las posturas enfrentadas hasta llegar a un acuerdo satisfactorio para las partes en conflicto.

Durante las diferentes etapas de la violencia en Colombia se han desplegado intentos por desmovilizar los grupos armados insurrectos contra el Estado, y en algunos casos, se han presentado negociaciones que han conducido a acuerdos de paz con algunas organizaciones armadas de oposición. En ocasiones, los acuerdos de paz han favorecido reformas significativas -como las introducidas por la Constitución Política de 1991-, pero su carácter predominante ha sido el de buscar salidas minimalistas a la crisis social y política del país.

Los acuerdos de paz han sido acompañados de medidas de amnistía e indulto, pero en contraposición a ello se han ejecutado actos de retaliación violenta contra los líderes de los grupos que se han acogido a los procesos de paz. En todos ellos, los principales líderes y voceros de los grupos rebeldes han sido asesinados, y se ha intentado exterminar los proyectos políticos concebidos como parte de su reincorporación a la vida civil.

Así, entre agosto y octubre de 1953 se produjo un armisticio que dio lugar a la desmovilización de cerca de 6.500 integrantes de las guerrillas liberales provenientes principalmente de los Llanos Orientales, lideradas por Guadalupe Salcedo. En aquella ocasión no se produjo la firma de un pacto, sino la adopción de un acuerdo de palabra entre las partes. Los guerrilleros entregaron sus armas a cambio de una "amnistía nacional" ofrecida por el general Gustavo Rojas Pinilla y un exiguo préstamo de la Caja Agraria para reincorporarse a la vida civil. A pesar de la amnistía, muchos líderes del movimiento insurgente desmovilizado fueron asesinados, entre ellos el propio Guadalupe Salcedo.

El pacto bipartidista que creó el Frente Nacional (Declaración de Benidorm suscrita el 24 de julio de 1956, y Declaración de Sitges del 20 julio de 1957, suscritos por Alberto Lleras Camargo -en nombre del Partido Liberal- y Laureano Gómez -en nombre del Partido Conservador) tuvo el carácter de un acuerdo de alternancia partidista en las instituciones estatales, pero además se presentó a la opinión pública como un pacto de rechazo a la violencia política y de voluntad "para obtener la paz en Colombia". Algunos quieren ver en el Frente Nacional un "intento victorioso de civilización política", dado que dio lugar a modificaciones como las contenidas en la reforma constitucional que fue aprobada por el plebiscito del 1 de diciembre de 1957, previsto por la Declaración de Sitges. Dicha reforma permitió reconstruir determinadas instituciones representativas, crear otras y proclamar la igualdad de derechos civiles para las mujeres. Sin embargo, al marginar de los acuerdos y del procedimiento de reforma constitucional a las disidencias políticas, y al revitalizar y legitimar las redes clientelistas, el Frente Nacional se convirtió en un modelo de coerción y exclusión política que abrió las compuertas a una ola de violencia que hasta hoy padece el país. En este nuevo marco institucional, entre noviembre de 1958 y marzo de 1960 fue adoptado un conjunto de medidas con el fin de "facilitar la solución a la lucha armada" mediante la suspensión de las acciones penales contra delitos cometidos desde fecha indeterminada hasta el 15 de octubre de 1958 en el territorio de departamentos bajo estado de sitio.

Años más tarde, el Acto Legislativo número 1 de 1968 reglamentó el ordinal 4° del artículo 119 de la Constitución de 1886 en lo concerniente a las condiciones y restricciones del otorgamiento de indultos y otros beneficios jurídicos a las personas responsables de delitos políticos.

El 19 de noviembre de 1982, el recién posesionado presidente Belisario Betancur sancionó la Ley 35 "Por la cual se decreta una amnistía y se dictan normas tendientes al restablecimiento y preservación de la paz". En diez artículos, el texto contemplaba la concesión de amnistía general a los autores, cómplices o encubridores de hechos constitutivos de delitos políticos cometidos antes de su vigencia. Durante ese mismo gobierno, el 28 de marzo de 1984 fue firmado el Acuerdo de la Uribe entre la Comisión de Paz y el estado mayor de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), en el que se estipuló un cese al fuego bilateral y se creó una comisión de verificación del mismo. El documento explicitaba el compromiso del Gobierno para promover reformas políticas, sociales y económicas, así como la condena de las FARC al secuestro y al terrorismo, y su voluntad para contribuir a ponerle fin a su práctica. El Acuerdo de la Uribe consagró además, que pasado un año de la tregua, se deberían generar condiciones propicias para que el grupo guerrillero pudiera "organizarse política, económica y socialmente". Este punto particular del acuerdo dio lugar al surgimiento del movimiento político legal Unión Patriótica (UP), un año después de la firma de los acuerdos. Fracasado el proceso de paz de la Uribe, comenzó el exterminio contra este nuevo movimiento; exterminio que continúa hasta nuestros días.

También fracasaron en ese mismo período presidencial los acuerdos de tregua y diálogo nacional suscritos en Corinto, El Hobo y Medellín el 23 y 24 de agosto de 1984 entre el Gobierno y el comando nacional del Movimiento 19 de Abril (M-19), la dirección del Ejército Popular de Liberación (EPL) y un sector de la Autodefensa Obrera (ADO). El punto central de dichos acuerdos era la realización de un gran diálogo nacional "como vía para construir la democracia, ejerciéndola". En junio de 1985, el Gobierno expidió una ley de indulto con base en la facultad que le confería el artículo 119 de la Constitución vigente en ese entonces, y que benefició a los integrantes del M-19 condenados en las cárceles del país. La ley concedía indulto a quienes habían sido condenados por "rebelión, sedición y asonada" y delitos conexos, con excepción del secuestro, la extorsión o "el homicidio fuera de combate". Durante el proceso de organización y funcionamiento de las mesas preparatorias al diálogo nacional, comandantes de los movimientos guerrilleros (entre ellos el vocero y negociador del EPL, Oscar William Calvo) cayeron asesinados. La respuesta del M-19 fue el asalto del Palacio de Justicia, el 6 de noviembre de 1985, que terminó en un baño de sangre al ser retomado por las fuerzas militares.

Entre 1990 y 1991 diversos procesos de negociación condujeron a los pactos de paz con cuatro grupos de guerrilla: el M-19, el EPL, el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) y el Movimiento Armado "Quintín Lame" (MAQL). Dichos pactos contribuyeron a fortalecer la iniciativa de convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente, que en 1991 redactó y adoptó la nueva Constitución Política del país. Como se sabe, la Carta de 1991 creó nuevas instancias de participación local y de protección de los derechos fundamentales. Así mismo representó un avance en cuanto a la adopción de valores democráticos y pluralistas. El dinamismo que este movimiento de renovación constitucional generó en sus primeros años ha venido siendo obstaculizado por intentos de contrarreforma y de eliminación de los mecanismos establecidos.

Los pactos de paz de 1990 y 1991 tuvieron como marco jurídico la Ley 77 de 1989 y el decreto 213 que establecieron las condiciones para el indulto y la cesación de procesos de los integrantes de los grupos guerrilleros, y al mismo tiempo, consignaron dos restricciones esenciales para el otorgamiento de dichos beneficios: que existiera conexidad con el delito de rebelión y, además, que se excluyera de las medidas de gracia a quienes hubiesen cometido delitos atroces, como los homicidios fuera de combate o el terrorismo, así ellos tuviesen intencionalidad política. La firma de los pactos de paz y la adopción de las medidas de indulto no impidieron, sin embargo, que varios líderes del M-19 -entre ellos su dirigente máximo, Carlos Pizarro- fueran asesinados por grupos paramilitares o por agentes estatales.

En fin, el 9 de abril de 1994, el gobierno del presidente César Gaviria y la dirección de la Corriente de Renovación Socialista (CRS) firmaron el Acuerdo Político para la Convivencia Ciudadana. En este mismo período se desmovilizaron también tres agrupaciones de milicias populares de Medellín y el frente "Francisco Garnica" del EPL. Fruto de tal acuerdo de paz fue la creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (decreto 1533 de 1994), que sirvió de escenario para la elaboración de políticas y propuestas en materia de libertades públicas, y que contribuyó igualmente a estimular el debate en torno al respeto de las normas del derecho internacional humanitario. Para este proceso también fueron expedidos beneficios jurídicos a través de las leyes 40 y 104 de 1993. En este caso se subrayó una de las condiciones de exclusión legal para el indulto, pues los instrumentos legislativos en cuestión estipularon que en ningún caso se beneficiarían de amnistía o indulto "los autores o coparticipes del delito de secuestro"; hecho que ratifica la tendencia progresiva a hacer más restrictivos los beneficios generales. En esta ocasión también varios voceros y líderes de la CRS fueron asesinados en el transcurso del proceso de negociación y de desmovilización de su organización armada.

Como puede observarse, los indultos y demás beneficios jurídicos que han sido concedidos a los grupos armados de oposición se han fundamentado en la figura del delito político, que era reconocida ya desde el siglo XIX, primero como parte del derecho consuetudinario y luego como norma del derecho positivo. Bajo esta definición son cobijados los actos punibles que entrañan un ataque o levantamiento armado contra la organización política del Estado (rebelión, sedición, asonada) y aquellos otros que les son conexos. La rebelión se tipifica como intentar derrocar al gobierno, mientras la sedición como impedir, con las armas, que el Estado funcione libremente. En los delitos políticos incurren quienes se oponen al ordenamiento institucional vigente por medio de un alzamiento en armas para combatirlo. El reconocimiento de los rebeldes implica que el Estado puede entablar con ellos negociaciones y pactar medidas que conduzcan a poner punto final al conflicto armado. Sin embargo, a lo largo de la historia contemporánea en los procesos de paz se han venido introduciendo, de manera creciente, restricciones a las amnistías generales, que aluden a la situación de quienes han cometido actos atroces, homicidios contra personas fuera de combate, etc. Esta tendencia corresponde a la adopción también progresiva de los estándares internacionales en materia del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho humanitario.

De otra parte, ¿qué tratamiento se ha dado al fenómeno de las cuadrillas o bandas paramilitares, y a la responsabilidad de los agentes estatales con el fin de otorgarles beneficios jurídicos? 

En el caso de las medidas que fueron adoptadas en la década de los años cincuenta, los crímenes indultados fueron tipificados como aquellos perpetrados en la "defensa de las autoridades", y como "extralimitaciones en la defensa del Gobierno". Los indultos fueron concedidos a "los particulares, los funcionarios o empleados públicos, los militares y los grupos organizados y comandados bajo la dependencia de jefes" . En el ya mencionado decreto 1823 del 13 de junio de 1954 se señala que la amnistía incluye a los particulares "que se extralimitaron en el apoyo o adhesión al Estado", esto es, las bandas paramilitares. La medida también incluyó beneficios jurídicos para los militares y el reconocimiento de sus grados cuando habían sido privados de ellos. A través de esas disposiciones se frustró la posibilidad de esclarecer y sancionar el conjunto de crímenes masivos y los desplazamientos de la población llevados a cabo desde 1946, y las atrocidades cometidas por las fuerzas armadas y las bandas paramilitares durante el exterminio del movimiento gaitanista -incluyendo los acontecimientos del 9 de abril de 1948.

Hacia comienzos de los noventa, durante el gobierno del presidente César Gaviria, se anunciaron igualmente "desmovilizaciones de autodefensas" en Puerto Boyacá, en Córdoba y Urabá. En un acuerdo del 1 de marzo de 1992, como parte de las negociaciones con el EPL, el jefe paramilitar Fidel Castaño ofreció entregar algunas de sus armas cuando desapareciera la organización guerrillera. La organización de derechos humanos Human Rights Watch ha recordado que : "A través de la Fundación por la Paz de Córdoba (FUNPAZCOR), administrada por la familia Castaño, los hermanos suministraron al Gobierno tierras y compensaciones económicas por valor de millones de dólares que fueran utilizadas para establecer pequeños negocios, fincas, redes comerciales, escuelas y programas de formación para los ex guerrilleros. FUNPAZCOR es un modelo de programa de 'reinserción social' que se asemeja considerablemente al sistema contemplado en el proyecto de ley respaldado por el gobierno de Uribe. Sin embargo, FUNPAZCOR también ha sido objeto de investigaciones del Gobierno por ser un mecanismo utilizado por las fuerzas paramilitares ilegales para recaudar dinero y sufragar sus actividades, salarios, suministros y armas. En 2001, un miembro de la junta directiva y empleado de FUNPAZCOR fue acusado por la Fiscalía General de financiar a grupos paramilitares que cometían violaciones de los derechos humanos (...) Este programa no sólo no llevó ante la justicia a los responsables de crímenes contra la humanidad, sino que fracasó totalmente en su objetivo de garantizar la paz y desmovilizar a los paramilitares. Carlos Castaño reorganizó a los Tangüeros en 1993, esta vez bajo el nombre de las Autodefensa Unidas de Córdoba y Urabá (ACCU). Muchos de sus combatientes eran ex guerrilleros del EPL".

Tanto en el caso de la impunidad de los años cincuenta, como en el de las desmovilizaciones anunciadas en los noventa, la constante ha sido la readaptación ampliada del fenómeno paramilitar. Nótese que la expedición de las medidas generales de amnistía, a las que se ha hecho referencia previa (1954, 1958, 1960), fueron seguidas por la expedición en 1965 del decreto 3398 que facultó al Ministerio de Defensa para armar civiles en tiempos de paz y de guerra. En 1968, la ley 48 convirtió ese decreto en legislación permanente, autorizando al Ejecutivo a crear patrullas civiles por decreto y al Ministerio de Defensa a suministrarles armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas. Nótese igualmente que la anunciada desmovilización de comienzos de los años noventa es la antesala del proyecto de creación y puesta en funcionamiento de las llamadas cooperativas de seguridad "Convivir" (1994).

En síntesis: los procesos de impunidad o de anunciada desmovilización de los grupos paramilitares han sido, en realidad, cambios de modalidad de organización en los cuales se ha pasado de las bandas o escuadrones a la creación de milicias o patrullas (bajo la forma de cuerpos civiles armados) hasta llegar a la constitución de un ejército de paramilitares.

C. El proceso actual de impunidad de los crímenes cometidos por los grupos paramilitares en Colombia.

La readaptación del fenómeno paramilitar a través de amnistías generales o de supuestas desmovilizaciones es, en consecuencia, una vieja estrategia. Ella obedece a las exigencias progresivas que va creando la extensión e intensificación del conflicto social, tratado exclusivamente por vías coercitivas, pero además a la dinámica de descomposición inexorable de las organizaciones criminales paralegales. Lo nuevo es que en esta oportunidad se le quiere dar a esta readaptación el carácter de un proceso de negociación política tendiente a la obtención de la paz. Sin embargo, las críticas hechas a esta caracterización han mostrado que difícilmente éste podría ser acreditado como un proceso de búsqueda de un acuerdo político entre partes enfrentadas en un conflicto armado. Ante estas críticas, el Gobierno ha tenido que asumir posiciones incongruentes y en extremo contradictorias: por una parte reconocer que las AUC no tienen el carácter de un grupo armado con estatus político, por otra insistir en tratar sus delitos y exigencias dándoles esa categoría. De esta forma, a pesar de su esfuerzo por presentar este proceso como una negociación de paz, el propio Poder Ejecutivo tuvo que hacer un reconocimiento de la ausencia de carácter político del proceso, cuando sometió a reforma el cuadro legislativo de los diálogos.

Presentar la remodelación de alianzas con los grupos paramilitares como otro más de los procesos de negociación del conflicto armado trae consecuencias que deben ser bien sopesadas. En una negociación, en la que se plantea si los paramilitares han de beneficiarse de medidas de perdón, la responsabilidad estatal queda eludida de facto, pues el Estado y sus agentes no son interpelados por crímenes que habría cometido autónomamente la "contraparte de la negociación". Igual cosa ocurre con la responsabilidad de quienes han gestado y planificado el proyecto paramilitar, que también desaparece de la escena al concentrar el debate acerca de los beneficios jurídicos para los paramilitares. Así mismo, al presentarse públicamente como un sujeto de negociación, los grupos paramilitares obtienen la posibilidad de hacer exigencias de todo orden: entrar a participar abiertamente en el sistema del clientelismo utilizando su poder coercitivo y económico; legalizar sus activos fraudulentamente adquiridos y, en especial, las tierras y territorios "conquistados"; legitimar socialmente su fuerte componente narcotraficante; mantener y ampliar el control territorial con la cobertura que les brinda su nueva condición legal, etc.

Desde este marco de legitimación el Gobierno ha probado varios caminos para ganar un consenso nacional e internacional en torno a mecanismos y disposiciones de impunidad normativa o fáctica. El objetivo esencial es que en este caso se presente una denegación de justicia que en sí misma sea disimulada, o cuyos efectos puedan ser mostrados como "tolerables" a los ojos de la opinión pública a cambio del beneficio mayor de la paz con una parte de los grupos violentos.

El Gobierno planteó el tema de la amnistía general de los paramilitares argumentando que esos delitos eran de carácter político, y concretamente, el delito de sedición, pues con su accionar estos grupos estarían "impidiendo el normal funcionamiento" del Estado. Calificando de sediciosos a los paramilitares, el Gobierno busca otorgar amnistías generalizadas e incondicionales a todo aquel que demuestre su condición de miembro de las AUC o de las otras organizaciones paramilitares incorporadas al proceso. De hecho lo ha venido haciendo de manera cada vez más acelerada y masiva empleando para ello las disposiciones contempladas en el decreto 128 de 2003, que facultan al Comité de Dejación de las Armas (CODA) para otorgar perdón por "delitos políticos y conexos", con total discrecionalidad y sin ninguna clase de control judicial. La creación de un procedimiento, que de hecho funciona secretamente, garantizará que la mayoría de los miembros de los grupos paramilitares, que debido a las limitaciones del sistema judicial no han sido investigados penalmente, o cuyos delitos puedan ser homologados a "actos de sedición", dispondrán de un camino expeditivo para obtener la amnistía o el indulto sin que los órganos de investigación o de justicia ni las víctimas y sus representantes legales estén en la posibilidad de intervenir.

Como se demostró en la sección anterior, a pesar de que la perpetración de crímenes en alianza o en nombre del Estado ha intentado en el pasado ser homologada a los delitos políticos, la adopción de los tratados internacionales de derechos humanos y de derecho humanitario ha delimitado claramente el campo de interpretación de estos actos y conductas en tanto que aspectos del uso arbitrario de la fuerza por parte del propio poder estatal, o en tanto que crímenes de guerra y de lesa humanidad. Homologar los delitos políticos a actos arbitrarios que ha cometido el poder estatal, en este caso utilizando estructuras paralegales, plantearía una involución con respecto al derecho internacional y a la normatividad contenida en el Código Penal colombiano. Esa homologación crearía por añadidura la posibilidad de que el Estado otorgue amnistías y perdones en casos en los que se encuentra seriamente comprometida su propia responsabilidad, y permitiría que la tipificación de los delitos políticos quede totalmente desvirtuada al ser identificados éstos incluso con delitos comunes, tales como los relacionados con el narcotráfico.

El problema mayor, no obstante, lo ha encontrado el Gobierno para establecer las modalidades de impunidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad cometidos por los paramilitares, que como se sabe en la última década han sido identificados como los presuntos autores de la mayoría de masacres, "desapariciones" forzadas, desplazamientos y actos de tortura contra civiles. Para justificar la cesación de los procesos judiciales y las excarcelaciones -en los pocos casos en que ello se ha logrado-, el Gobierno ha apelado a un peculiar concepto de justicia, el termino demagógico de "alternatividad penal", que ha plasmado en un proyecto de ley, presentado en agosto de 2003 al Congreso de la República.

En el plano internacional, el planteamiento del problema de la denegación de procedimientos de justicia y esclarecimiento público para sancionar debidamente las responsabilidades de los crímenes atroces ha evolucionado considerablemente en las últimas décadas. En América Latina durante los años ochenta y el comienzo de los noventa, es decir, cuando se comenzó a debatir la cuestión de la justicia o el perdón para los crímenes cometidos bajo las dictaduras militares, o en el contexto de las guerras centroamericanas, primaron las leyes y acuerdos de "punto final". Las amnistías incondicionales permitieron que los autores de graves violaciones gozarán de libertad y que pudieran seguir ejerciendo funciones en el poder público. Esa situación tiende paulatinamente a hacerse problemática con el fortalecimiento del sistema regional de protección de derechos humanos, el desarrollo del principio de competencia universal de la justicia de los crímenes contra la humanidad, la ampliación de competencias de las comisiones extrajudiciales de esclarecimiento, y la configuración de instancias de justicia penal internacional a través de tribunales ad hoc y de la Corte Penal Internacional. Además, la opinión pública ha sido sensibilizada por la labor de las organizaciones de las víctimas, del movimiento internacional de derechos humanos y de sectores de la Iglesia comprometidos con la búsqueda de justicia y la superación de la violencia.

En síntesis: si en un pasado reciente fue posible que las estrategias de impunidad se abrieran paso con la fórmula escueta de perdón y olvido, tales salidas se han ido haciendo menos funcionales en un contexto internacional que brinda múltiples mecanismos de acceso a la justicia, la reparación y el esclarecimiento público. De ahí que las nuevas estrategias de impunidad apelen a la defensa de medidas minimalistas de verdad, justicia y reparación en aras a la reconciliación. La descontextualización de procesos de solución de conflictos armados específicos o de salida de conflictos sociales marcados por situaciones de discriminación racial -como el apartheid- ha permitido que una interpretación particular de la "justicia transicional" sirva para respaldar iniciativas en las que la impunidad se encubre con simulacros de justicia y reparación.

Los procedimientos transicionales, aplicados en países como Sudáfrica, han sido formas de reconocimiento y sanción social que han involucrado activamente a toda la sociedad, y no actos colectivos de negación del pasado. En ellos los victimarios han comparecido ante instancias oficiales y han tenido que rendir cuentas sobre sus actuaciones. En determinados casos, como el de Ruanda, han funcionado paralelamente diversos niveles y procedimientos de justicia y esclarecimiento: al lado de una comisión de verdad y de los tribunales de justicia popular (gacaca), la justicia institucional ha reconocido y sancionado los crímenes por medio de un tribunal internacional ad hoc.

A pesar de las limitaciones de la justicia transicional, no es cierta la interpretación que la muestra como una especie de impunidad disimulada y como un acto de perdón incondicional de las formas extremas de violencia.

El discurso oficial en Colombia ha recurrido precisamente a una interpretación de esta clase para defender sus medidas de "justicia alternativa". En aras a disminuir supuestamente la violencia del conflicto armado, las víctimas y la sociedad tendrían que aceptar actos meramente formales de sanción, e incluso contribuir a costear una especie de "reparación integral" de los autores de los crímenes brutales. Para ello el Gobierno ha procurado sustentar su proyecto de ley, invocando una analogía reductiva y descontextualizada del Acuerdo del Viernes Santo, suscrito en 1998 entre los gobiernos del Reino Unido y de Irlanda del Norte. Pero si bien intenta sustentarse en una tradición internacional, lo cierto es que la posición del Gobierno desconoce los fundamentos de los derechos de verdad, justicia y reparación consagrados precisamente por el propio derecho internacional. Como lo señaló en su intervención ante el Senado República el director de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michael Frühling, el proyecto de ley "no pone de manifiesto las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos, a las cuales no hace referencia alguna ni en su articulado ni en su exposición de motivos".

El proyecto de ley, severamente criticado por todas las grandes instancias nacionales e internacionales de protección de derechos humanos, permite además que los autores de crímenes masivos y sistemáticos se libren de la justicia con irrisorias "penas alternativas" que no responden al principio de justa retribución y proporcionalidad de las sanciones. Adicionalmente, las confesiones que de "buena voluntad" (es decir, sin que medie acción alguna de control ni investigación adicional a los procesos ya existentes en el endeble sistema judicial colombiano) hagan los paramilitares serían considerados como criterio para otorgar beneficios jurídicos, y condición suficiente para satisfacer las exigencias planteadas por el derecho a saber que tienen las víctimas a la luz de los instrumentos internacionales.

No obstante, según el Gobierno el punto fuerte del proyecto de ley son las acciones de "justicia retributiva", pues en este aspecto la propuesta legislativa "va más lejos que la legislación actual en lo que tiene que ver con la reparación de las víctimas". Desde el punto de vista de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas, por el contrario, el proyecto de ley: "Establece como mecanismos de reparación acciones que no retribuyen o indemnizan adecuadamente a las víctimas; no adopta medidas para impedir que los victimarios se beneficien con la suspensión de la pena sin que las víctimas hayan recibido efectiva reparación; no reconoce claramente la obligación del Estado en materia de reparación cuando ésta no es satisfecha por el responsable directo de los crímenes".

La impunidad normativa se complementa con todo un cronograma de acciones que terminarían por crear un estado de impunidad de hecho. La estrategia de la "desmovilización", a la vez parcial y ficticia, de los frentes y bloques paramilitares, que ha comenzado oficialmente el 25 de noviembre de 2003, persigue, entre otros objetivos, ir constituyendo una situación de legalización irreversible en la que los expedientes de los desmovilizados quedarían libres de todo seguimiento judicial. Ante la oposición generada por las disposiciones del Gobierno, se ha optado por abrirle el paso a un aplazamiento indefinido de la discusión sobre los temas de verdad, justicia y reparación, que serían tratados solo en el "posconflicto". El carácter secreto y discrecional de todos estos procedimientos garantizaría que la legalización y amnistía de los paramilitares se vaya imponiendo como un hecho consumado y como parte de los pasos necesarios dentro de la "negociación". Esta legalización servirá para ir consolidando el control territorial y para reclamar un reforzamiento de la presencia de la Fuerza Pública para proteger a los paramilitares. Incluso ha sido utilizada como excusa para pedir que se implique a la población en las labores de protección de los "desmovilizados" o para que se refuercen las redes ciudadanas de seguridad, que no es nada diferente que las "cooperativas de seguridad ciudadana", o en otras palabras, nuevas formas de reeditar las estructuras paramilitares. De esta forma, se cierra de nuevo el círculo vicioso de la ilegalidad paraestatal . El anunciado proceso de "negociación" y "desmovilización" de los paramilitares no es entonces un paso adelante para salir de la violencia. Su naturaleza es más bien la de una transacción para renovar un pacto de lealtades recíprocas entre los grupos paramilitares y los sectores que los han sostenido tradicionalmente, y que hoy tienen una posición hegemónica en el sistema político. Esa transacción busca perpetuar en el tiempo la alianza del poder estatal con el paramilitarismo corporativo por medio de una remodelación que permita a los estamentos comprometidos con él, contar con un dispositivo, a la vez legal e ilegal, para ejercer el control social. Sus auténticos móviles no son la paz ni la disminución de la violencia, sino factores de conveniencia y a la vez de beneficio recíproco.

Las medidas de indulto y amnistía son en efecto necesarias en el momento en el que se negocia un acuerdo político de paz. Esa posibilidad está contenida en algunos de los instrumentos internacionales del derecho humanitario. Pero el límite de tales medidas especiales está también claramente consignado en la tradición del derecho internacional: que se trate de un auténtico proceso de paz, que los autores de crímenes atroces y de violaciones graves sean excluidos de esos beneficios, que se respete el derecho fundamental de las víctimas y la sociedad a obtener verdad, justicia y reparación.

Los procesos de esclarecimiento público y de justicia con relación a las atrocidades cometidas en situaciones de violencia extrema son en efecto procesos catárticos y de reconciliación colectiva. Pero ante todo, ellos encarnan procedimientos y actos en los que la sociedad se democratiza a través del debate público, del funcionamiento eficiente de la justicia y de la creación de instancias de participación para el espectro de comunidades y estamentos sociales que ha sido marginado y agredido. En Colombia es imperativo un gran debate nacional que permita que las víctimas, las comunidades, los sectores agredidos, las organizaciones diezmadas participen ampliamente en la elaboración de las propuestas conducentes a la superación de la violencia. Así mismo, se requiere impulsar medidas que prevean los recursos necesarios para garantizar el fortalecimiento, el correcto funcionamiento y la imparcialidad de los operadores de justicia; así como una incorporación activa a los mecanismos del derecho penal internacional. Finalmente, se hace necesario inscribir el trabajo de reparación de las víctimas en las dinámicas de las transformaciones que precisa la sociedad colombiana en el proceso de su democratización política, económica y social. 

Envia esta noticia 







COLOMBIA. DE VIETNAM AL AMAZONAS

7 de enero del 2004
Guerra civil colombiana golpea la puerta de Ecuador

Kintto Lucas. IPS.- 
Analistas consideran que la captura en la capital de Ecuador del guerrillero de las FARC Simón Trinidad involucra directamente al gobierno ecuatoriano en el conflicto armado interno de Colombia y sería la primera acción conjunta de inteligencia entre ambos países y Estados Unidos.

Las propias contradicciones en torno del operativo entre el ministro de Gobierno (Interior) de Ecuador, Raúl Baca, y su par de Defensa de Colombia, Jorge Alberto Uribe, y la forma en que el mismo se llevó a cabo indican que hubo coordinación de las fuerzas represivas de los dos países, dijo a IPS un oficial de las Fuerzas Armadas ecuatorianas que pidió mantener su nombre en reserva.

El militar también señaló que esa coordinación se incluye en la segunda fase del Plan Colombia, de lucha contra las drogas y la insurgencia izquierdista que es financiado en gran parte por Washington, y abre una nueva instancia en lo que respecta a la participación de Ecuador, que hasta ahora se había mantenido neutral frente a la guerra civil en el vecino país del norte.

El mismo Uribe declaró el sábado, una día después de la detención de Trinidad, que se había contado con el apoyo del gobierno de Estados Unidos para ello.

"Este es el resultado de una acción ejemplar de nuestras fuerzas del orden, Policía y Ejército en este caso, y con el apoyo vital del alto gobierno y de la Policía de Ecuador, así como del gobierno norteamericano", afirmó el ministro colombiano.

En cambio, Baca negó de plano que haya habido una operación conjunta 

entre la policía colombiana y la ecuatoriana para la captura del guerrillero de las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia.

"No existió de ninguna manera esta vinculación, como no sea la que siempre funciona alrededor de temas de seguridad entre dos países vecinos", aseguró también el sábado el ministro ecuatoriano.

"Esta acción fue cumplida por la Policía Nacional (ecuatoriana) como un acto absolutamente normal de control en la ciudad de Quito", apuntó.

"El ciudadano colombiano (Simón Trinidad por su nombre de guerra, pero llamado en realidad Ricardo Palmera) fue conducido a la intendencia de policía por no haberse encontrado la documentación que le permitiera quedarse en la ciudad de Quito en condiciones normales", añadió Baca.

Mientras, el sociólogo y analista político Alejandro Moreano entiende que el operativo es parte de la segunda fase del Plan Colombia, que exige una participación directa del ejército y la policía de Ecuador en el combate a la guerrilla colombiana.

''Parece que la reunión de hace un mes entre Otto Reich y el presidente de Ecuador, Lucio Gutiérrez, sirvió pare que este fortalezca una posición clara de apoyo a las pretensiones geopolíticas de Estados Unidos en la región'', afirmó Moreano.

Reich, asesor del presidente estadounidense George W. Bush para América Latina, llegó a Ecuador a comienzo de diciembre en un momento de especial debilidad del gobierno de Gutiérrez, quien era jaqueado por la denuncia de haber financiado parte de su campaña electoral con dinero del narcotráfico.

La denuncia surgió con la detención del presunto narcotraficante César Fernández, quien apoyó la campaña de Gutiérrez a la presidencia, luego de lo cual comenzó a circular el rumor de una posible destitución que fue desmentida por el propio mandatario en más de una oportunidad.

La directora de Asuntos Públicos de la embajada de los Estados Unidos en Ecuador, Marty Estell, también contradijo a Baca y aseguró que el operativo que permitió la detención de Trinidad es "un ejemplo de cooperación entre la policía de Ecuador y de Colombia, una operación conjunta que resultó perfectamente".

Estell agregó que Washington felicitó al general Jorge Poveda, comandante de la Policía de Ecuador, y a su equipo por "su éxito en esta operación que consideramos es un éxito en la campaña contra el terrorismo regional y un ejemplo de lo que los países pueden hacer para promover la estabilidad regional".

El ministro Baca también negó la afirmación de su par de Defensa colombiano respecto de que se hubiera estado vigilando a Trinidad desde julio y que en la captura intervinieron ocho militares de Colombia.

''Niego absoluta y totalmente cualquier versión que trate de poner la policía colombiana en nuestro país. No lo toleraríamos, precisamente en un reclamo de soberanía", dijo el pasado fin de semana.

Según versiones de la prensa de Colombia, el Ejército de ese país cuenta con un video del seguimiento de Trinidad en Quito, lo cual confirmaría la participación de efectivos del vecino país desmintiendo también la versión que Baca expresó a los medios de comunicación ecuatorianos y a las agencias de noticias internacionales.

Este lunes, Baca sostuvo en entrevista con el periodista Jorge Ortiz, de la emisora de televisión Red Teleamazonas, que sus afirmaciones del fin de semana se basaron en el informe entregado por la policía y que le preocupaban las contradicciones con lo manifestado por Bogotá.

Argumentó que en caso de una participación de militares colombianos y de los servicios de inteligencia de Estados Unidos se estaría violando la soberanía de su país, por lo cual él pedirá una investigación para llegar a la verdad.

El analista político y Director de Radio La Luna de Quito, Francisco Velasco, se mostró preocupado por la posible participación de fuerzas de otros países en el operativo y por la supuesta poca información de Baca.

''Según el Ministro de Gobierno y el Comandante de Policía, parece que de casualidad iban caminado unos policías y de casualidad decidieron pedir documentos y de casualidad se encontraron con Trinidad. Acá alguien está mintiendo'', comentó de modo irónico Velasco.

Señaló que lo más importante de la detención de Trinidad es que "por primera vez Ecuador se involucra en el combate a la guerrilla en coordinación con los servicios de inteligencia de Colombia y Estados Unidos".

''Es irresponsable que el gobierno de Lucio Gutiérrez ponga fin a la neutralidad de 40 años que han mantenido los diferentes gobiernos ecuatorianos ante la guerra (civil) en Colombia, y nos involucre en ese conflicto'', indicó Velasco.

Otro hecho que confirmaría la acción conjunta es que el propio presidente de Colombia, Alvaro Uribe, felicitó el sábado a la fuerza pública de su país y de Ecuador, y celebró la cooperación del mandatario ecuatoriano en esa captura.

"Este operativo da toda la confianza a los colombianos de bien", dijo Uribe, quien también agradeció al pueblo ecuatoriano.

Por su paret, Gutiérrez declaró ese mismo día a la emisora RCN Radio, de Colombia, que la captura de Trinidad ayuda a mantener la seguridad y las relaciones bilaterales.

"Esto ayuda a mejorar la seguridad entre nuestros países y ojalá sea un ingrediente más para que nuestros pueblos entiendan que el único camino que se tiene que seguir es el del diálogo, la paz", puntualizó.

También el mandatario ecuatoriano confirmó que dialogó telefónicamente con su par colombiano a raíz de la detención del guerrillero de las FARC.

Pero el mismo sábado, antes de la deportación de Trinidad, el general Jorge Poveda contradijo su versión inicial, en la que se basa Baca, y dijo que la policía actuó con la ayuda de información entregada por su similar colombiana sobre la permanencia de Trinidad en el país.

En febrero de 2003, durante su viaje a Washington para reunirse con Bush, Gutiérrez señaló que quería ser ''el mejor aliado de Estados Unidos'' e instó a los gobierno latinoamericanos a apoyar al gobierno de Uribe.

Gutiérrez contradecía así sus declaraciones de campaña electoral, en las que hablaba del ''neocolonialismo norteamericano'' como uno de los grandes problemas que debía enfrentar Ecuador y América Latina.

A pesar de ello, Baca insiste en que la detención de Trinidad no involucra a Ecuador en le conflicto interno colombiano y en el Plan Colombia. "Seguimos girando alrededor del Plan Colombia, pero tenemos que desarrollar un 'Plan Ecuador", apuntó.

Finalmente, para el general retirado René Vargas Pazos, ex ministro de Defensa y actual integrante del Grupo de Monitoreo de los Impactos del Plan Colombia en Ecuador, su país comenzó a involucrarse en el conflicto colombiano en el momento que cedió en 1999 la base aérea del noroccidental puerto de Manta a las fuerzas armadas de Estados Unidos. 

Envia esta noticia 
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El café y la autoridad estatal en Colombia
Josh Frank
ZNet en español 

La industria global del café ha experimentado cambios colosales durante los últimos cincuenta años. La producción de granos ha pasado de unos países a otros. El consumo del producto ha aumentado en una forma casi exponencial mediante inmensas ventas en comercios minoristas como Starbucks y Seattle's Best. Pero no todos los involucrados en el mercado del café se han beneficiado por igual. Los pequeños agricultores cafeteros han sufrido inmensas pérdidas. La degradación del entorno también ha aumentado al ser destruidos antiguos bosques en la esperanza de que la tierra baldía pueda ser transformada en campos fértiles, dignos de realizar cultivos comerciales. Los países han perdido industrias completas de exportación como resultado del apuro de las corporaciones multinacionales por comprar los granos más baratos que puedan encontrar. Y ningún país ha sufrido más el dolor de estas transformaciones que Colombia.

A mediados de los años 70 el café representaba en Colombia el 50% de sus exportaciones legales. Durante la locura global de los años 90, cuando abrían comercios minoristas en las esquinas de todo el mundo industrializado, la industria del café de Colombia tocó fondo. Hacia 1995, la industria cafetalera de Colombia había sufrido terriblemente. La parte del café en sus exportaciones legales cayó de un 50 a un 7%. Miles de agricultores huyeron del país, muchos más reemplazaron el café con cultivos comerciales más lucrativos como la coca o el opio. Y ahora el petróleo ha sustituido al café como la exportación legal número uno, aunque los agricultores del café continúan empleando la mayor cantidad de trabajadores de cualquier industria en Colombia.

Los precios del café en América del Sur llegaron a su nivel máximo entre fines de los años 60 a los 70: una libra de café de los campos de Colombia se vendía a un promedio de 3 dólares. Pero en octubre de 2001, el precio del café por libra había bajado a 0,62 dólares por libra.

El mercado colombiano de la época estaba regulado por la Federación Nacional de Cafeteros - Fondo Nacional del Café (FNC), un cuasi sindicato que representaba a los productores cafeteros.

La organización en sí fue fundada en 1928, y se convirtió rápidamente en el portavoz político de los agricultores rurales que tenían tenido poca influencia y un acceso mínimo a las decisiones políticas. Casi todos los agricultores cafeteros se beneficiaron durante esos lucrativos años. La agricultura era el sitio donde convenía estar si uno quería ganarse bien la vida legalmente en Colombia. Sin embargo, los años dorados no duraron mucho.

Desde los años 70 la FNC ha perdido el formidable poder que tenía. Las exigencias globales han fracturado la comunidad cafetera en Colombia como resultado de múltiples factores comerciales, a los que se define a menudo como modelo neoliberal. Este modo económico se basa en el antiguo significado de la palabra "liberal". Denota el endoso del sistema de libre mercado, la desregulación de sectores, la privatización, y un desdén general por el control gubernamental y las cargas fiscales. Ahora es conocido en EE.UU. como Clintonomía.

Mientras más y más agricultores comenzaron a producir café (se calcula que entre 750.000 y 900.000 fincas en 1972), los precios comenzaron a baja continuamente. Más de 200.000 fincas desaparecieron a mediados de los años 90, al llegar la sobreproducción en Colombia a niveles récord. Colombia no estaba sola en su sobreproducción de café. A fines de 2001, se informó que 60 países produjeron 132 millones de sacos de café, pero el mundo sólo consumió 108 millones de sacos.

Las reglas del libre mercado dominaron en el comercio internacional del café durante los años 80. Los principales compradores multinacionales durante los 80: Nestlé, Phillip Morris, Proctor and Gamble, se concentraron en el sector más bajo de la cadena de precios. Querían beneficiarse comprando los granos más baratos que podían encontrar. Era seguro que Colombia saldría perdiendo, ya que su café es tradicionalmente conocido por su alta calidad y su sabor a nivel de gourmet. Los costos de producción también eran relativamente altos para un país del tercer mundo. El poder de la FNC ha elevado el nivel de vida de los cerca de 10 millones de caficultores en Colombia. Toda baja en sus costos de producción tendría un grave impacto en sus niveles de vida.

Sin embargo, el neoliberalismo dictó quién sería el próximo vencedor en el mundo del café. Después de los Acuerdos de Paz de París, Vietnam apareció rápidamente como un productor potencial de café barato. La mano de obra agrícola en Vietnam ha sido siempre barata; en 1980 el trabajador agrícola promedio en ese país ganaba 9 centavos de dólar por día. El clima en Vietnam también era ideal para la caficultura y el mercado mundial se apresuró a aprovechar esas excelentes condiciones.

Los economistas del libre mercado argumentarán que este proceder forma parte integral de oferta y demanda. La demanda mundial florecía, así que era perfectamente correcto que los compradores buscaran los mejores y más baratos medios de producción. Sin embargo, este modelo no tiene en consideración los severos efectos que semejantes políticas tienen sobre los pequeños caficultores en el campo de Colombia y en otros sitios. Las cifras muestran este efecto neoliberal con una sacudida aleccionadora.

En 1999 Vietnam llegó a colocarse entre los tres principales productores globales de café. Vietnam empató con Colombia como el segundo productor de café del mundo con 12 millones de sacos por año, después sólo de Brasil. Una década antes Vietnam era prácticamente un desconocido en el circuito cafetero del mundo.

Tal como el modelo neoliberal ha creado algunos ganadores, también ha producido numerosos perdedores. Las corporaciones transnacionales y los comerciantes del café gourmet han obtenido beneficios récord con la baja de precios. Los principales beneficiados en este mercado han sido la cadena minorista Starbucks y el mayor comprador multinacional de café, Nestlé. Mientras engordan los balances finales de estas corporaciones, la pobreza rural en los países que cosechan se intensifica. Los precios internacionales del café han llegado ahora al nivel más bajo en 35 años. Los últimos 3 años han sido los más difíciles en el mercado global, disminuyendo su valor en más de un 50%. Considerando la inflación, los precios son los históricamente más bajos.

En la actualidad Colombia tiene una deuda externa de 34.000 millones de dólares. El Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial dictan cómo Colombia ha de pagar esas deudas. La deuda ha obligado al país a expandir la producción de exportaciones para generar divisas duras. Esta macro-expansión ha contribuido a la sobreproducción de granos de café. Como la demanda global de café ha continuado siendo relativamente estable, con un ligero aumento sólo desde fines de los años 80, el aumento de la producción ha llevado a una masiva sobreproducción de granos de café. Y, a diferencia de la agricultura subvencionada de EE.UU., Colombia no puede inundar a otros países dóciles con sus productos a bajo precio.

Bajo el modelo existente, es imposible restringir la oferta. No existen medidas regulativas para detener la sobreproducción de café en Colombia. El impacto ha sido enorme, ya que aunque las ganancias por exportaciones de las corporaciones multinacionales han crecido, éste no es el caso en los ingresos por salarios reales de los caficultores.

Como el gobierno colombiano endosó totalmente las medidas neoliberales, su culpabilidad en el asunto es indiscutible. Sin embargo, los países industrializados, las instituciones financieras y las multinacionales han liderado efectivamente el ritmo de la globalización fijado por el mundo desarrollado.

Desde principios de los años 90, los granos de café han sido fundamentalmente un producto de exportación. La confianza en que los mercados libres dicten el flujo del café, ha sido la famosa cantinela colombiana cuando se discute la economía de la oferta y la demanda. La FNC ha controlado históricamente los mercados del café colombiano, mirando hacia el mundo industrializado. Al permitir la FNC que las multinacionales dicten la producción, perdió el control del comercio del café. En el pasado la industria del café en Colombia se basó en la FNC para las medidas regulativas y comerciales, más de lo que confiaba en el Estado. Así que se puede decir que la FNC ha actuado como un Estado títere en lo que respecta a miles de caficultores en Colombia, desde que fuera fundada a principios del siglo pasado.

Los propios mercados del tercer mundo son dirigidos más por las corporaciones transnacionales y las instituciones financieras, que por las posibilidades estatales. El desarrollo de transacciones económicas a través de las fronteras, especialmente las fronteras internacionales, reducen la autoridad del Estado. Esto, en efecto, margina al Estado y a la FNC como participantes económicos en la comunidad global.

La economía neoliberal alienta a las entidades privadas a dictar el flujo de bienes y capital. Por ello la riqueza y el poder han sido transferidos a manos de actores privados y fuera del control del Estado. Esos actores privados deciden quién es incluido o excluido de las redes globales de producción. En el caso de Colombia, como la FNC y el Estado permitieron que participantes privados controlen el flujo del café, se hicieron más y más irrelevantes para enfrentar la considerable fuerza del mercado. Los efectos negativos han sido sentidos tremendamente por las comunidades rurales cafeteras pobres en Colombia.

Como la ausencia del Estado afecta a estos sectores agrícolas, se hace cada vez más evidente que ninguna autoridad representa realmente a esos caficultores colombianos pobres. Dejados a la merced sólo de las fuerzas neoliberales, es poco probable que la producción de café en Colombia vuelva a representar un 50% de las exportaciones legales. La fuerza del nuevo mercado está representada por las corporaciones multinacionales y los participantes privados, no por el Estado o las autoridades locales - la soberanía se arrodilla ante el capitalismo.

Las entidades privadas continuarán controlando el flujo del café a costa de los caficultores y de los pobres, sólo para asegurar los beneficios de los ricos. En resumen, esto indica que las economías del libre mercado son suficientemente poderosas para beneficiar a unos pocos, y aplastar al resto.

* Josh Frank es escritor y vive en Nueva York. Sus trabajos han aparecido en Left Turn Magazine, Dissident Voice, Counterpunch, Z Magazine, entre muchas otras publicaciones. Su correo es frank_joshua@hotmail.com 
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Colombia: “Yo creo que Valledupar no ha parido otro hombre más honrado y más digno que Ricardo Palmera Pineda”
La captura de Simón Trinidad, vista desde otro ángulo
Dick Emanuelsson
Rebelión 

...o cómo la guerra sucia empujó a Simón Trinidad al monte, después de que la clase dirigente local y regional hizo exterminar a todo el movimiento Unión Patriótica en Valledupar.

BOGOTA / 12-01-04.- Confieso que, sinceramente, no siento la misma alegría de algunos de mis colegas colombianos por la captura de Ricardo Palmera, alias "Simón Trinidad". Los que quieren profundizar la guerra están a la ofensiva. Llegan congresistas a Colombia y le aseguran al presidente que trabajarán duro para que EE.UU. no vaya a dejar a Colombia desamparada, o mejor dicho, desarmada. De eso no cabe ninguna duda.

Los gringos no visitan los albergues de miles de campesinos desplazados. Tampoco visitan a los sindicalistas que trabajan desde la clandestinidad porque hay fuerzas oscuras en este país que los tienen en una lista de muerte y los matan con motosierra si los encuentran. Los gringos no les prometen a los sindicalistas de tocar el tema en la comisión de Derechos Humanos en Ginebra, en el mes de abril, para que la OIT tome la decisión de una Comisión de Encuesta para así proteger la vida de los representantes obreros.

No, esos temas sobre la paz y derechos fundamentales de la vida no les interesan al honorable senador republicano John McCain y a sus colegas Susan Collins y Lindsay Graham. A los tres, junto con el presidente de la república, les gusta más ver las instalaciones militares, en las que tanto han invertido los norteamericanos. Por eso, después de la visita en Cartagena (y estoy seguro que tampoco fueron a visitar a los desplazados en el marginal Barrio Nelson Mandela ) visitaron la base de la Policía Antinarcóticos en Santa Marta.

Dos mesas del intercambio: Uribe y Bush contra Marulanda 

Según El Tiempo (040112), "muy probablemente resulte en petición de extradición" el jefe guerrillero Simón Trinidad, según el ultraconservador senador John McCain.

Sin duda esto complicaría aún más el tema del intercambio humanitario. De pronto podrían ser dos mesas de negociación: una con el gobierno de Uribe y la otra con Bush, tratando de sacar a sus hombres de la inteligencia militar que cumplieron tareas de espionaje, según el general Mora (r), cuando fueron derribados en su avión. Si Simón Trinidad es extraditado a Estados Unidos, lo más lógico sería que Manuel Marulanda lo exigiera canjeado por lo menos por uno de los tres gringos de la CIA, capturados en el Caquetá en el febrero del año pasado por las tropas guerrilleras.

Pero no era ese tema que quería tocar, sino una parte de la verdadera hoja de vida de Simón Trinidad y sus compañeros de lucha política en la ciudad de Valledupar 20 anos atrás. Porque fue ahí donde todo comenzó y que terminó, hasta ahora, en la cárcel por el dirigente político y militar.

La "gran" prensa se ha impresionado por la hoja de vida de Trinidad. Hasta el fiscal general de la nación se ha visto afectado por la sangre que corre en las venas de este hombre, fornido y "tan simpático", según mis colegas colombianas. De pronto es por eso que los viejos editorialistas le han dado duro en columnas y editoriales. Pero la realidad, que no se cuenta en la prensa, cuyos dueños son los mismos que hicieron todo para cuestionar el proceso de paz, es bastante diferente.

"El Baile Rojo" 

Es cierto que Trinidad viene de una familia aristocrática. Eso ya lo sabemos y estamos hartos de escuchar y ver cronogramas sobre "el árbol familiar" de este señor todos los días. Ayer, domingo 12 de enero, El Espectador, cuyo dueño es Santodomingo, el mismo que realiza cacerías de brujas contra los sindicalistas en su cervecería Bavaria (la afiliación, después un régimen de terror patronal, se ha reducido de 6.500 a 650 afiliados en dos años), hace notar en 8 líneas de una columna de una página completa, que Trinidad fue capturado en 1986 (en realidad lo fue en 1987), después del paro campesino en una plaza en Valledupar. El reportero, Juan David Laverde Palma, "enviado especial", utiliza una página completa (dos tabloides) para contarnos "comida añeja", como las calificamos en Suecia: noticias que no traen absolutamente nada nuevo.

Sé que sí hay colegas colombianos a mi alrededor que por supuesto saben la historia de Trinidad, pero no tienen libertad profesional para publicarlo. Unas semanas antes de la captura de Trinidad se publicó el libro "Memoria de los silenciados - El Baile Rojo", por el autor Yezid Campos, un antropólogo, fotógrafo y documentalista. El libro fue lanzado en Bogotá a mediados de diciembre 2003, junto con un documental con el mismo nombre. Son relatos de personas que eran militantes en el movimiento político Unión Patriótica y que cuentan cómo el Estado colombiano transformó a este movimiento en un esqueleto, físicamente erradicado de la tierra.

No permitir una tercera fuerza política 

Ricardo Palmera se integró a ese movimiento junto a miles de colombianos, sobre todo de las clases populares. Palmera fue uno de ellos que entendía que Colombia necesitaba romper con las raíces semifeudales para avanzar y modernizarse en todos los niveles.

Imelda Daza Cotes también estuvo en el movimiento en Valledupar, junto a Ricardo Palmera. Imelda pertenece una de las tres categorías de militantes upecistas, los exiliados. Actualmente se encuentra en Suecia, tierra mía, que le ha dado protección y un lugar donde no corre el peligro de ser alcanzada por los que fueron alcanzados de la categoría dos: los asesinados de la UP.

Cuenta Imelda en el libro:

"El plan macabro de exterminio de la Unión Patriótica golpeó durísimo al Cesar (el departamento donde Valledupar es capital, nota del redactor). Uno no se explica por qué, pues nosotros ni siquiera alcanzamos a desarrollar tanta actividad, fueron escasos tres años, no más".

El relato de cuando la UP iba a oficializarse en el Cesar, de pronto explica el porqué estaba ya tomada la decisión de no permitir una tercera fuerza política al lado del bipartidismo liberal-conservador. Imelda, Ricardo Palmera y otras personas en Valledupar pertenecían al movimiento político de Luis Carlos Galán, asesinado en 1989. "Un miembro entusiasta en el Nuevo Liberalismo fue Ricardo Palmera" (Pág. 41). Crearon su propio movimiento, "Causa Común" que se integró a la UP.

Incorporarse a la sociedad civil 

"Creo yo que al Cesar le cabe el honor de haber lanzado a la UP como movimiento nacional. Esto ocurrió el 16 de junio de 1985 (UP se constituyó en noviembre el mismo año en Bogotá) en Pueblo Bello, Cesar. Infortunadamente el acto no fue como queríamos y pensábamos que iba a ser. (...) Dos días antes del lanzamiento comenzaron a llegar a Pueblo Bello agentes de los organismos de inteligencia. Empezaron a hacer preguntas, a pasearse por la población en una actitud un poco provocadora, arrogante, y el mismo día del lanzamiento instalaron un retén en la entrada de Pueblo Bello para pedirle a la gente su documento de identidad".

Un ano año antes se había suscrito "El acuerdo de la Uribe, el Cese de fuego", entre las Farc y el presidente Belisario Betancourt. La idea era que el movimiento armado más grande y antiguo de América Latina dejaría las armas y se incorporaría a la sociedad civil a través de un movimiento político legal, que era la UP.

“En el desfile al entierro de José. Lo llevamos a la universidad porque era profesor allí, una amiga, funcionaria del Poder Judicial, se nos acercó a mí y nos dijo: ‘Esto va a seguir. Las órdenes están dadas y ustedes dos están en la mira’. Rodolfo no creía, yo sí. Yo sentí mucho miedo”. 

Los comandantes de distintos frentes militares regionales salieron del monte para hacer política en la plaza de los pueblos. También a Pueblo Bello llegaron algunos dirigentes farianos, un poco nerviosos e inexpertos en eso, pero con la intención de probar la voluntad de un proceso complicado, con un estado que los había combatido durante 20 años. Pero no encontraron en Pueblo Bello la voluntad suficiente.

Los primeros asesinados 

"Se juzgó en general como un buen acto, como un evento que marcaba la vida política de la región y quizás iba a ser el comienzo de un periodo de superación de la lucha armada en esa zona".

“Pero pocos días después del lanzamiento de la Unión Patriótica en Pueblo Bello, fueron asesinados allí dos campesinos, pequeños propietarios, dueños de fincas y de ganado en cuyas casas se habían alojado los delegados de las Farc al evento”.

"Ellos además eran las personas que habían regalado las vacas para hacer un asado con el que se le dio comida a la gente que asistió", cuenta Imelda (Pág. 52) del saldo del primer acto público de la UP. Pero esto sólo era un comienzo.

Cuando la toma campesina se realizó en Valledupar, los miembros de la UP habían ganado bastante espacio político, no solamente en Valledupar sino en todo el territorio nacional. Imelda había sido elegida concejal en Valledupar. Con los éxitos aumentó la cantidad de asesinados de este nuevo movimiento que todavía se encontraba en su nacimiento.

Pero cuando llegaron 8.000 campesinos (8-12 junio del 1987), Imelda y su grupo de la UP fue sorprendido. Cuenta que la solidaridad de todo el pueblo fue extraordinaria, a pesar de que el ejército había colocado tanquetas en cada esquina de la plaza. Las provocaciones de los uniformados fueron descaradas, escribe, pero ninguno de los 6.000 campesinos agredió a nadie.

"Parecía que querían comernos vivos" 

Si la simpatía de los habitantes de Valledupar fue grande por los reclamos que tenían los campesinos, la furia de la clase dirigente liberal-conservadora por el otro lado era enorme. Mucha gente comenzó a llegar a la sede de la UP en Valledupar para advertirlos de que algo se estaba planeando. Los rumores hablaban de que la toma campesina en realidad era una toma guerrillera que se "iba a cobrar".

José Francisco Ramírez fue asesinado el 27 de junio, 15 días después de la clausura del paro campesino. Ramírez era el negociador por los campesinos. Dejó mujer y dos hijas.

En la mañana, al otro día, Imelda encontró en el antejardín de la casa una corona de flores, que en el centro tenía la calavera de un perro y una bandera con los colores de la Unión Patriotica. La advertencia era clarísima.

La dirigencia de la UP pidió una reunión de la clase dirigente del Valledupar. Era casi como rogar a los verdaderos verdugos que "por favor, no más"! 

Imelda:

"Yo insisto en que si la clase dirigente de Valledupar hubiera valorado con inteligencia el aporte nuestro al Paro del Nororiente, mucho dolor se hubiera ahorrado a esa región. Porque después de la muerte de José, nosotros quisimos que ellos entendieran eso y que reconsideran a su actitud, y nos reunimos con todos, representantes del Partido Liberal y del Partido Conservador. Eso fue una reunión de miedo. Parecía que querían comernos vivos. Yo sentía que no había la más mínima garantía para decir nada"! 

"La respuesta del establecimiento y de la clase dirigente fue violenta. La decisión fue asesinarnos a todos y callarnos por la vía de las armas." (Pág. 69).

"La época del pánico colectivo" 

El Paro del Nororiente ese año, en junio de 1987, marcó para siempre a las personas que habían comenzado a trabajar en un nuevo proyecto político a principios de la década -80 en el Nuevo Liberalismo, y que habían tomado pasos cualitativos en un viraje a la izquierda, es decir, a la UP. Pero ahora comenzó una "época de pánico colectivo", relata Imelda.

Ellos sólo tenían la palabra, la razón, el discurso como herramienta. Los enemigos de la UP tenían la fuerza, las armas y el descaro de decir que defendían "la propiedad, la familia y la democracia".

El grupo se dividió. Algunos fueron desplazados a un exilio en el interior, a Bogotá, Bucaramanga o Santa Marta. Pero La Muerte los alcanzó ahí también. Imelda fue amenazada a poco tiempo de haber llegado a Bogotá. Otros compañeros, como Marco Sánchez, fueron asesinados en Santa Marta. Imelda:

Ricardo Palmera: "Un hombre íntegro" 

"Pero hubo otros que no se resignaron a la inactividad, que no se resignaron a perder el derecho de luchar, que no aceptaron salir al exilio, ni desplazarse a otra ciudad. Eso es cierto. Hubo compañeros que decidieron que en Colombia no había condiciones para luchar por la vía legal, a través de un movimiento cívico amplio, por las transformaciones que el país demandaba, y que para responderle a quienes nos estaban asesinando había que optar por la vía armada. Esos compañeros se vincularon a la insurgencia".

Imelda no estaba de acuerdo con la decisión de estos compañeros, pero los comprendía. Uno de ellos era Ricardo Palmera.

"Para todos fue muy dura la decisión de Ricardo Palmera de vincularse a la insurgencia. Él fue siempre un hombre drástico, exigente con él mismo y con los compañeros, un hombre íntegro.... íntegro. Yo creo que Valledupar no ha parido otro hombre más honrado y más digno que Ricardo Palmera Pineda. Por eso nos dolió que un hombre de esa calidad tomara una decisión que no todos compartíamos. Nosotros creíamos que Ricardo tenía mucho qué dar, mucho qué hacer en la actividad política que pretendíamos desarrollar, y yo creo que lo hubiera hecho".

"Hablar con Ricardo era muy agradable. Era para escucharlo... Un hombre profundo, culto, muy ilustrado. Y creo que si las cosas no se hubieran dado como se dieron, en contra nuestra, Ricardo se habría destacado en la vida política nacional con mucho éxito y habría aportado mucho a las soluciones de los problemas colombianos".

Cuando le llega a Imelda la noticia del compañero Marco Sánchez en Santa Marta, saca su propia conclusión del panorama actual con las palabras: "Definitivamente no hay alternativas. Es cierto que en este país sólo es posible luchar por la vía armada. Entonces, nosotros no tenemos nada que hacer, no hay posibilidades para uno".

A Suecia ida y vuelta 

Imelda logró a llegar a Suecia, después de primero haber ido a Bogotá, donde fue amenazada de muerte. Salió para el Perú, donde no sabía qué hacer. Tenía amigos colombianos en Suecia. Las autoridades suecas de inmigración fueron impactadas por los relatos de la realidad colombiana para la oposición política legal y le otorgaron residencia permanente a la luchadora social.

Pero la vida del exilio es una pesadilla para aquellos que no lo hayan elegido voluntariamente. En 1996 Imelda regresó a Colombia, aunque a Suecia le llegaban las noticias de que los compañeros seguían cayendo asesinados. Tenía, ingenua como era, su corazón siempre en su tierra del vallenato y de la costa caribeña. Pero no le fue bien en Colombia, empezaron a llegar otra vez las amenazas de muerte. Regresó a la aburrida tranquilidad en Suecia.

La clase dirigente, la culpable 

¿Cuál es su conclusión de la situación actual en Colombia? Ella no vacila.

"Si de hacer juicios se trata, la culpable es la clase dirigente, sin excepción, que lejos de ceder y de buscar soluciones a los problemas que dieron origen a la violencia, se empeña cada día en hacer lo contrario. (...) Todos los días les dan argumentos a la insurgencia. (...) La violencia tiene unas causas y tuvo un origen. La insurgencia tiene unas causas. Resolver esos problemas, eliminar esas causas es el único camino que conduce a la superación del conflicto. La clase dirigente no hace eso sino todo lo contrario".

"Sueño un país en donde podamos caminar de nuevo por las calles de Valledupar, en una madrugada después de una parranda, dar serenatas y gritar locuras y cantar versos... como lo hacíamos antes".

Y Ricardo Palmera, pregunta alguien, ¿no era un resentido burgués como la "gran" prensa lo ha descrito? 

Me puse a pensar en la canción de Willie Colón, "Chica Plástica", a propósito de los sectores democráticos de las clases sociales de la alta sociedad, que dice: "En medio del plástico también se ve la gente que sueña de una Latinoamérica Unida, lo que soñó Bolívar", y me recordé las consignas de Simón Trinidad cuando bajó del avión donado por los norteamericanos: "Viva la lucha de Simón Bolívar"! 

El ejemplo del exterminio de la UP en Valledupar, lugar natal de Ricardo Palmera, es uno de miles de ejemplos de la guerra sucia que ha manchado toda Colombia de sangre. No solamente los miembros de la UP y el Partido Comunista, sino todo un movimiento popular y social ha enterrado a decenas de miles de los mejores hijos de la tierra colombiana.

Pero ¿qué hubiera pasado con Ricardo Palmera si el Paro del Nororiente se hubiera arreglado en forma civilizada y no a través de sicarios contra los sindicatos, la izquierda, es decir contra todo el movimiento popular; a través del poder del terrorismo de estado? 

¿Quién tiene odio de clase? 

En este momento llega a mi buzón del correo electrónico de CNE, la agencia de noticias de la presidencia, que dice que el presidente Uribe, antes de partir para la sesión extraordinaria en Monterrey, México, dijo "que la lucha contra el terrorismo es definitiva para consolidar las democracias del continente y el crecimiento económico con equidad social, y para construir una comunidad fraterna, solidaria, sin odio de clases".

En los noticieros a las 19.00 dijeron que Uribe en Monterrey va a ilustrar sus palabras con la captura de Simón Trinidad en una calle de Quito.

¿Será que también va a hablar sobre la intolerancia de las clases sociales que lo designaron presidente de la república y pedirles a ellos que por lo menos reduzca un poco su "odio de clase"? 




Notas: 

1) Imelda Deza es actualmente concejal por el partido gobernante, la socialdemocracia, en el municipio de Jönköping, en el departamento de Småland, en el sur de Suecia.

2) La periodista de IPS, Constanza Vieira, publicó un artículo basado también en los antecedentes del libro "Baile Rojo", uno de los pocos textos que en verdad describe los antecedentes de la decisión de Ricardo Palmera de integrarse al movimiento guerrillero de las Farc. 
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Entrevista con Álvaro Vásquez, asesor politico del sindicato colombiano Unión Sindical Obrera, USO.
"Este es un gobierno para la guerra"

Dick Emanuelsson. Rebelión 

A pesar de haber sufrido una contundente derrota en el referendo, el 25 de octubre del 2003, el gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez insiste de derogar conquistas sociales como acuerdos pensionales en los convenios colectivos con los sindicatos.

Con el argumento que no hay presupuesto después el mes de agosto año en curso, el ministro de protección social, Diego Palacio, avisó el 8 de enero que el gobierno convocará al congreso de la republica para transformará el sistema pensional del Seguro Social a través una reforma constitucional. La meta es de terminar lo que el gobierno de Uribe califica como "regímenes especiales", que, según el movimiento popular colombiano, no es otra cosa que los convenios entre trabajadores y Seguro social.

Para arrasar todo tipo de resistencia el gobierno liquidó la empresa estatal de Telecom en un plumazo en el mes de mayo del año pasado. Al mismo tiempo ha presentado un contrapliego a la empresa estatal Ecopetrol, que el combativo sindicato de la USO lo ha rechazado. La intención del gobierno es, según sus críticos, de arrasar con todas las conquistas sociales de los trabajadores públicos. En su mira esta vez el Seguro Social y los convenios pensiónales de unos 280.000 maestros de la federación Fecode.

El gobierno nunca cumplió su la obligación 

Según el viejo dirigente obrero hay tres factores que esta en la mesa y el porqué el gobierno Uribe presenta una contrareforma en el tema pensional:

- Es la actitud del gobierno y el abandono por parte del sistema politico colombiano de su obligación con relación al Seguro Social y las prestaciones sociales, entre ellas las pensiones de jubilación o las pensiones de invalidez.

- Como se sabe, el Seguro Social fue creado en 1948. Tiene más de 50 años. Sin embargo, esta creación, según la ley orgánica del seguro establece, una administración tripartita entre el gobierno, los patronos y los trabajadores que es normal en casi todos los países capitalistas.

- Sucedió que el gobierno asumió la dirección del Seguro mientras los trabajadores casi no han tenido ninguna parte de la administración real. Según las normas el gobierno debe atribuir por lo menos una tercera parte de los costos del Seguro Social. El gobierno nunca cumplió esa parte. Es decir; asumió la dirección y se apoderó al Seguro pero no cumplió la obligación de financiar el Seguro. Entonces, cada año el gobierno quedó su partida hasta que punto las deudas del gobierno acumulada desde aquella época hasta ahora pues pasan de muchos billones de pesos. Esta es la primera causa de la crisis del Seguro.

"Creó pensiones privadas" 

Dice Alvaro Vásquez y afirma que el segundo elemento tiene que ver de imponer lo que Vásquez llama "la política neoliberal" donde el objetivo principal por el gobierno uribista es "acabar con el Seguro Social". En su estratégica creó pensiones privados donde unos bancos privados y poderosos reciben las cuotas de las pensiones y que pagan las pensiones en forma privada.

- Es decir, creó una organización paralela a la del Seguro Social para hacerla competencia y para tratar de acabarla. Muchos miles de trabajadores, aproximadamente unos tres millones, ilusionados con la idea de que las pensiones privadas y administradas por el sector financiero privado iban a ser mejores, han pasado por allá. Esta entidad del Seguro privado tiene más de 15 billones en este momento en sus fondos.

Detrás esa forma de privatizar el sistema del Seguro Social y pasar un sector estatal fundamental a las manos de las empresas transnacionales de pensiones y el sector financiero, está la Ley 100, del 1993. Sus padrinos fueron justamente el actual presidente de Colombia, Álvaro Uribe y el ministro fallecido de la protección social, Londoño, "gran representante de la patronal en Colombia", como lo menciona Alvaro Vásquez.

"Todo para la guerra"! 

Es de notar, que la tendencia internacional de privatizar el Seguro Social y sobre todo los grandes fondos de las pensiones, surgió primero en el Chile durante la dictadura militar pinochetista, que sin contar con un movimiento popular y sindical fuerte, lograron de imponer un sistema que es una mina de oro para los sectores financieros privados.

Los corruptos administradores, con tentáculos en distintas empresas financieras, también es un factor que ha resultado en una situación financiera dramática, la cual el gobierno aprovecha a pesar de ser co-responsable de esa crisis, para disminuir su participación para concentrarse lo que Vásquez se refiere como el tercer factor; "Todo para la guerra"! 

- La obsesión y su tarea principal del gobierno es acabar con el movimiento armado. Vamos a encontrar con un fenómeno que no solamente se trata de las pensiones sino la practica del gobierno es suprimir todas las funciones sociales del estado, disminuir completamente todos los costos sociales del estado para que todos esos dineros puedan dirigir a atender los costos crecientes del aparato militar, costos crecientes que son totalmente parasitarios.

- Este es un gobierno para la guerra, por siguiente tiene una política para la guerra integral, una política social de guerra, es decir, limitaciones de derechos sociales, una política jurídica de guerra y una política económica de guerra; una economía para la guerra y de la guerra. Esa es la situación en que vivimos en Colombia y son los orígenes de todos estos problemas que no solamente es de las pensiones sino de otros sectores de la sociedad también. 

Envia esta noticia 
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El alcalde de Bogotá bajo el fuego de la CIA 

Ariel Florit. World Data Service 

El alcalde de Bogotá, Luis Eduardo Garzón, quien al triunfar en elecciones recientes llevó a la izquierda colombiana al segundo puesto más relevante de ese país por vez primera en la historia, está también bajo la mirilla de Estados Unidos, que utilizó como argumento para atacarlo su "cercanía a Fidel Castro".

Un medio de prensa colombiano reportó el domingo que la Agencia Central de Inteligencia (CIA) estadounidense está "disgustada" porque Garzón se reunió en La Habana con el presidente cubano, Fidel Castro, contacto que no se ha confirmado oficialmente ni por fuentes de Cuba ni de Colombia.

El diario El Espectador, de Bogotá, dijo que el alcalde estuvo de vacaciones en la Isla antes de asumir su cargo el primero de enero último y fue invitado a conversar por Castro, cosa que el visitante aceptó.

La reunión no confirmada aún, fue, según el diario, no prevista, pero de todas maneras hizo reaccionar a la CIA, envuelta al parecer en presiones y planes anticubanos lanzados por la administración de George W. Bush que pretenden, de manera fundamental, separar a la Isla del resto de América Latina.

El departamento norteamericano de Estado, con su jefe Colin Powell a la cabeza y el subsecretario Roger Noriega como portavoz, iniciaron la campaña recientemente, al acusar a Cuba de "interferir" en procesos latinoamericanos "democráticos" y lanzar dardos al respecto específicamente contra los gobiernos de Venezuela y Argentina.

Esta vez, y sobre Garzón, al parecer sumado a la lista negra estadounidense, El Espectador dijo que "la Central de Inteligencia (CIA) de los Estados Unidos le manifestó a la Embajada de Colombia en Washington la preocupación por el encuentro de Garzón con el líder cubano".

El periódico subrayó que "las preocupaciones de la CIA por el acercamiento entre el Alcalde de Bogotá y el gobernante de Cuba están en la línea del Departamento de Estado que ha criticado a los gobiernos de Argentina del presidente Néstor Kirchner por su ''giro a la izquierda'' y al de Venezuela, de Hugo Chávez, por obstaculizar el referendo revocatorio de su mandato".

Por el momento el alcalde no ha hecho comentario alguno al respecto y se encuentra preparando su programa de gobierno, el cual, según sus promesas electorales, es contrario a muchos de los mecanismos del libre mercado, sistema escogido por Washington para los países latinoamericanos. 

Envia esta noticia 
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De Lucio, el traidor a Simón, el heroe
Miguel Urbano Rodrigues
resistir.info 

La prisión en Quito del comandante Simón Trinidad, de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejercito del Pueblo, motivó a nivel mundial una campaña mediática de desinformación.

El tono triunfalista de las notas oficiales emitidas en Bogotá y su contenido tienen por objetivo confundir la opinión publica internacional.

Las contradicciones entre las versiones divulgadas en Bogotá, Washington y Quito sobre la captura del destacado revolucionario son transparentes.

Mientras el gobierno de Lucio Gutiérrez se apresuraba a reivindicar el «mérito» de la prisión, las fuerzas armadas y los servicios de inteligencia colombianos la presentaban como el desenlace de una operación conjunta, preparada largo tiempo. Simultáneamente en Washington transpiraban informaciones sobre la importancia del papel de la CIA, confirmado por el ministro de la Defensa de Uribe.

En ese festival noticioso relleno de no-verdades y comentarios especulativos hay un denominador común: en las tres capitales las autoridades intentan desviar la atención de un aspecto fundamental del caso: la prisión de Simón Trinidad y su inmediata extradición iluminaron la densa red de complicidades establecida entre Quito, Bogotá y Washington. La entrega del comandante de las FARC a Colombia configura un acto de traición de un político elevado a la Presidencia por las fuerzas progresistas de su país.

UN CAMALEÓN 

La vida me permitió conocer a los dos protagonistas de un acontecimiento que transcendiendo ampliamente el cuadro regional, emocionó a millones de latinoamericanos suscitando su indignación. Tuve la oportunidad de encontrar, en lugares y situaciones diferentes, a Simón Trinidad y a Lucio Gutiérrez.

Fue en San Salvador, en julio del 2001,durante la I Conferencia de Solidaridad con Colombia que conocí al actual presidente del Ecuador. Él integraba entonces la delegación de su país y tuvo un papel importante en ese evento. En la sesión de apertura pronunció de improviso un emocionado discurso. Identificó en el Plan Colombia una amenaza global a América Latina y estableció puentes entre ese plan y el proyecto del ALCA. En una intervención más elaborada expresó, el día siguiente, su firme solidaridad con la lucha de las organizaciones guerrilleras, sobretodo las FARC.

Coincidimos en el mismo hotel y, después de la clausura de la Conferencia, hablamos durante horas. Yo admiraba Lucio Gutiérrez. Había sido el líder del núcleo de militares progresistas que apoyara la insurrección indígena, derrocando al presidente Mahuad. El movimiento revolucionario consiguió ocupar el Palacio Presidencial, marchando sobre la capital, y detentó las insignias del poder por un breve tiempo.

Gutiérrez, en el diálogo que mantuvimos, recordó con detalles las circunstancias en que, engañado por el jefe del ejército, había permitido que militares al servicio del imperialismo recuperasen el control de la situación. Preso posteriormente, los trabajadores y la Confederación Nacional de Indígenas de Ecuador-CONAIE, hicieron de él casi un héroe popular. No olvidé su vehemencia al decir que jamás volvería a ser tan ingenuo y que su vida de soldado patriota sería dedicada al servicio del pueblo de su tierra, la patria de Espejo. La conversa entró por la madrugada con participación de un dirigente del Partido del Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional-FMLN y de revolucionarios de Puerto Rico.

Con el tiempo, el prestigio de Lucio aumentó. Fue el candidato de las masas y su elección en 2002 no sorprendió. Entró en el Palacio con apoyo masivo del pueblo. Su imagen era la de un oficial progresista cuyo discurso anti-neoliberal tenía matices revolucionarios. Un viento de esperanza sopló por los valles de la Cordillera bajando a las calurosas tierras costeñas. Para la mayoría de los ecuatorianos las puertas de una nueva Era se abrían.

Ilusión. Lucio Gutiérrez capituló antes mismo de su investidura como presidente. Regresó de su primera visita a Bush comprado por el imperialismo. Metió en la gaveta los compromisos asumidos y cedió a todas las exigencias de Washington.

Nuevas ilusiones surgieron sin embargo porque del gobierno que formó participaban algunas personalidades progresistas, incluyendo la ministra de Relaciones Exteriores, una india quichua. Pero la política desarrollada, de ostensiva línea neoliberal, fue desde el inicio la impuesta por el Departamento de Estado. La dolarización fue mantenida, la Base de Manta continuó siendo un enclave norteamericano y las relaciones con el gobierno fascista de Alvaro Uribe pronto asumieron un carácter de chocante intimidad. En reuniones internacionales Lucio Gutiérrez pasó a actuar casi como un vocero de Washington, apoyando el Plan Colombia y la política intervencionista de la Casa Blanca.

Pocas veces se habrá asistido en el Hemisferio a una metamorfosis tan rápida de un jefe de Estado. Los indígenas que habían confiado en él se distanciaron. Lucio exhibe hoy el rostro de un presidente marioneta que renegó de los ideales por los cuales había luchado desde la juventud. Los ministros progresistas salieron del gobierno, desilusionados. La represión contra los trabajadores volvió a las calles como dura realidad. El pueblo empezó a exigir la renuncia del Presidente. Hace pocas semanas fue declarado traidor al pueblo ecuatoriano.

El inicio de 2004 será recordado por un gesto de abyección política que solo encuentra precedentes en actitudes de mandatarios de repúblicas bananeras. El hombre que hace tres años erguía el puño saludando a las FARC en conferencias internacionales entregó ahora al fascismo colombiano al comandante Simón Trinidad, preso en Quito por sus esbirros.

EL REVOLUCIONARIO 

De Simón Trinidad yo tenía noticia antes de encontrarlo por primera vez. De él se puede decir que es un revolucionario atípico, con una trayectoria poco común.

Oriundo de una familia tradicional, el pasaje por los EE.UU., en donde se doctoró en la Universidad de Harvard, lo alejó del sistema de dominación imperial en vez de integrarlo en el engranaje. Como economista el éxito lo acompañó permanentemente.

Un día desapareció. Era en ese tiempo gerente de un gran banco. El beautiful people de Cundinamarca, Antioquía y del Valle no comprendió como aquel fascinante joven ejecutivo que a todo podía aspirar, hijo de un ganadero riquísimo del Departamento de Cesar, rompía con su clase. No se habló más en los salones de Bogotá del economista Ricardo Palmera; pero no tardó en que el nombre de Simón Trinidad surgiera en los titulares de la prensa como destacado comandante de las FARC. Su nombre había adquirido ya resonancia continental cuando lo conocí en Los Pozos, en la villa campamento erguida por las FARC en la zona desmilitarizada, el lugar en donde transcurrían las negociaciones de la organización revolucionaria con el gobierno de Andrés Pastrana, representado por un alto comisario. Simón integraba entonces el grupo de las FARC cuyo jefe como interlocutor del gobierno era el comandante Raúl Reyes. Hablamos durante escasos minutos; lo suficiente para que de aquel brevísimo encuentro me quedara una fuerte impresión. Recuerdo que Simón Trinidad, de uniforme, con una ametralladora terciada, entró de sopetón donde me encontraba para sentarse frente a un computador y empezar a escribir algo, sin mirar a nadie, con una rapidez insólita. Cambiamos algunas palabras cuando le informaron que yo pasaba unas semanas con la guerrilla en un campamento de la selva.

Lo volví a ver algunos días después en San Vicente del Caguán, en la sede de las FARC, instalada en aquella ciudad del Caquetá que para un forastero europeo ofrecía reminiscencias del viejo Oeste estadounidense. Pero la imagen más nítida que guardo del combatiente, ahora entreguado por Lucio Gutiérrez a la escoria uribista, es inseparable de la atmósfera que marcó el almuerzo ofrecido el 28 de Junio por el secretariado de las FARC a los embajadores que acompañaron en La Macarena la entrega de tres centenares de soldados y policías a la Cruz Roja Internacional, en un gesto unilateral de buena voluntad de la organización revolucionaria, posterior al canje oficial de prisioneros.

En ese pequeño pueblo amazónico, perdido en la inmensidad verde del Meta, diplomáticos de Europa, América y Asia habían asistido, impresionados, a la parada militar de las FARC antes del desfile de los prisioneros liberados.

Llovía torrencialmente, uno de eses diluvios propios de la región ecuatorial. El almuerzo había sido óptimo, mas el escenario, el ambiente, los convidados, conversando entre árboles gigantes, me proyectaban a un universo extraterrestre. Bajo un enorme toldo, la sempiterna mesa de tablas y los bancos que eran su complemento indispensable. Tomados el café y los licores se hablaba en grupos de Colombia, de la Paz deseada y del mundo. Los embajadores se acercaban sobretodo a Manuel Marulanda, Tiro Fijo, el comandante en jefe de las FARC cuya muerte había sido anunciada mas de veinte veces por sucesivos presidentes, para que siempre resucitara. Era de mucho respeto, de admiración, la actitud de los extranjeros al dirigir la palabra al legendario guerrillero que había roto todos los cercos contra él montados, que había sobrevivido a todos los bombardeos, en los Andes, en las selvas, en los llanos.

Terminaba la época en que Andrés Pastrana aparecía en la TV al lado de Marulanda, apretándole la mano, respetuoso.

Me acuerdo también de la atención especial con que algunos embajadores escuchaban el comandante Jorge Briceño, Mono Jojoy, el estratega militar de las FARC, pesadilla del Ejército colombiano al cual infligió incontables derrotas.

Fue la última vez que encontré Simón Trinidad. Al gentleman revolucionario, que en esos días era abrazado por diplomáticos llegados de más de una docena de países, le pusieron más tarde, con otros camaradas, la cabeza a precio a pedido del gobierno Bush. La evaluaron en 800 000 dólares. Ahora le llaman terrorista y narcotraficante. Un presidente camaleón y traidor acaba de entregarlo esposado al presidente fascista de Colombia.

Se equivoca la oligarquía bogotana. Los revolucionarios del calibre de Simón Trinidad están siempre preparados anímicamente para enfrentar cualquier situación, por terrible que sea. No ceden.

He leído en sitios de Internet que Lucio Gutiérrez llamó por teléfono a Uribe, considerando de «buen augurio» la captura de Simón Trinidad. Hasta donde bajan los hombres cuando pierden los últimos harapos de dignidad.

Me vino hoy a la memoria un consejo que di al coronel ecuatoriano cuando, en la ciudad de San Salvador, me pidió mi opinión sobre el discurso que había pronunciado en la sesión inaugural de Solidaridad con la Colombia insurgente.

Él terminó gritando: «Viva el Mundo.» Por inexperiencia no había encontrado palabras adecuadas para cerrar la intervención.

«Coronel, le respondí, no diga «Viva el Mundo». El mundo es demasiado grande y fluido para que lo aclamemos. En él cabe todo, lo que amamos y lo que detestamos, lo que nos mueve en la lucha y lo que despreciamos, los héroes y los traidores.» 

No fue sin emoción que en la TV he visto ahora a Simón Trinidad, cercado de policías, levantar las manos esposadas, abrir los dedos en la V de la victoria y brindar con voz serena y fuerte: «Viva Simón Bolívar; viva la lucha de las FARC -Ejercito del Pueblo».

Son hombres como Simón los que mantienen viva la esperanza de un mundo diferente del actual, en que, encaramados al Poder, existen seres abyectos como Lucio, el camaleón, y Bush, su patrón.

Lisboa, 9 de enero de 2004 
Envia esta noticia 
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Su captura trunca el proyecto de canje y confirma la alianza de los presidente colombiano, ecuatoriano y norteamericano
Las FARC afirman que su comandante Simón Trinidad se encontraba en Ecuador planificando la liberación de la candidata Ingrid Betancourt (comunicado íntegro)
Comunicado de las FARC-EP 

1. La detención del Comandante Simón Trinidad el pasado 2 de enero en Quito Ecuador, trunca la misión clandestina que le había asignado el Secretariado de las FARC de buscar en ese país un lugar adecuado para la reunión con el Secretario General de la ONU, Kofi Annam y el señor James Lemoyne, así como el encuentro previsto con representantes del gobierno francés con el propósito de hallar una solución definitiva al cautiverio de Ingrid Betancourt y demás prisioneros de guerra mediante el canje o intercambio humanitario.

2- La actuación de organismos de seguridad de Estados Unidos y de Colombia en esta captura, además de constituirse en una afrenta a la soberanía del Ecuador, devela la existencia de una turbia alianza entre Lucio Gutiérrez, el fascista Álvaro Uribe y la Casa Blanca, dentro del marco del Plan Colombia, contra los líderes revolucionarios de nuestros dos países. Desde luego, la conducta de estos gobernantes, plegados a la ambición hegemonista de Washington, no afecta la relación histórica, bolivariana, que siempre ha distinguido a los pueblos hermanos de Colombia y de Ecuador.

3- Simón Trinidad es un destacado cuadro político de las FARC. En el proceso de paz suspendido hace dos años se desempeñó con solvencia, primero en la comisión temática, y luego en la mesa de los diálogos.

4- Llamamos a los pueblos del mundo, a sus organizaciones políticas y sociales, a los bolivarianos del continente y a los gobiernos democráticos, a expresar su solidaridad con la justa lucha del pueblo de Colombia que enfrenta la injerencia cada vez mayor del gobierno de los Estados Unidos en su conflicto interno. Llamamos a la solidaridad con todos los presos políticos de Colombia y a demandar del gobierno Uribe no entrabar más la firma de un canje o acuerdo humanitario con las FARC que haga posible la liberación de prisioneros de guerra y políticos en poder de las dos partes, en el que incluimos, por supuesto, el nombre de Simón Trinidad.

Secretariado del Estado Mayor Central 
Montañas de Colombia, enero 13 de 2004 
Envia esta noticia 
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Incluye análisis de la detención de Simón Trinidad:
Base de manta, Plan Colombia y dominio de la Amazonía
Diego Delgado Jara
ALTERCOM 

I
FALSEDAD HISTÓRICA Y MANIPULACIÓN POLÍTICA 

La concesión de una base militar específica en el territorio soberano del Ecuador, al servicio de los objetivos políticos del Gobierno de los Estados Unidos de América, como es el caso de la Base Aérea de Manta, al igual que todas las demás bases navales del Ecuador, donde a las embarcaciones de servicio no comercial (como es el caso de naves militares) de los EE.UU. se les brindará "el mismo trato que a las naves de la Armada Nacional del Ecuador", según reza el Art. XVI del inconstitucional y tergiversador título "Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de los Estados Unidos de América Concerniente al Acceso y Uso de los Estados Unidos de América de las Instalaciones en la Base de la Fuerza Aérea Ecuatoriana en Manta para Actividades Aéreas Antinarcóticos", publicado en el Registro Oficial 340, del jueves 16 de diciembre de 1999, bien merece ser analizado en función de su falaz pretexto y embustero objetivo.

1. La finalidad del instrumento indicado, en el sentido que dicho "acuerdo de cooperación" es el de realizar "Actividades Aéreas Antinarcóticos", es una mentira histórica insolente, desvergonzada y colosal, conforme lo vamos a demostrar en base al uso de la lógica, la verdad y la realidad muy bien conocida en toda la América Latina. Afirmar, como insistía el ex-canciller Heinz Moeller Freile, de conocidas prácticas vende patria -que más bien parecía un acartonado pajecillo de la embajada yanqui, ansioso de una propina o una palmadita en la espalda agachada, y en ningún caso una autoridad digna y legítima de una nación soberana e independiente como es el Ecuador-, que se va a combatir el narcotráfico con el uso de la Base de Manta y otros espacios físico-territoriales de nuestra República, concedidos por un puñado de lacayos de los intereses extranjeros, a espaldas del pueblo ecuatoriano, del propio Congreso Nacional de mayoría entreguista y del Tribunal Constitucional que ratificó en el año 2001 lo actuado - también de mayoría vasalla a los intereses de un régimen antinacional y neocolonial-, es una falsedad escandalosa, que debe ser esclarecida, desenmascarada y pulverizada con el uso implacable de la verdad.

2. La Base de Manta y demás espacios de ocupación autorizados al margen de la Constitución y la ley, se los utilizarán y emplearán por parte del Comando Sur de los EE.UU. para, en una primera etapa, planificar la ubicación y matanza de colombianos levantados en armas desde la década del cuarenta en contra de una oligarquía sanguijuela, encarnación de abominables castas opresoras y saqueadoras del hermano pueblo de Antonio Nariño y Gabriel García Márquez. Los problemas de violencia, conviene nunca olvidar, se desataron en el vecino país el 9 de abril de 1948 a raíz del asesinato del candidato liberal a la Presidencia de Colombia, Jorge Eliécer Gaitán. No olvidemos que entre 1948 a 1958 se mataron 300.000 colombianos, la mayoría de ellos en disputa sin cuartel entre campesinos liberales contra campesinos conservadores, y viceversa. Y, como bien se conoce, las tierras de los difuntos y de muchos otros desplazados por la confrontación, fueron a parar a manos de los dirigentes de los citados partidos tradicionales de dicha república que, además, decidieron turnarse en la presidencia en forma alternada cuando menos por dos décadas, sin que cuente para nada la opinión del pueblo! 

A raíz de esta traición y despojo al pueblo enfrentado por parte de las dirigencias oligárquicas concertadas, los campesinos liberales y conservadores reorientaron su lucha y emprendieron sus reivindicaciones contra los saqueadores y acaparadores de la tierra despojada, esto es contra esa misma oligarquía de falsas fracciones y perfectamente convenida para el saqueo social y en el entreguismo de su soberanía nacional. El jefe de los campesinos rebeldes, que conformaron las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia en 1964, fue Pedro Antonio Marín, hoy conocido en el mundo entero como "Manuel Marulanda" o "Tirofijo", quien ingresó a la lucha armada en 1948 cuando tenía 14 años de edad. Pero ese no fue el único grupo que se formó. También se constituyó en la década del sesenta el Ejército de Liberación Nacional, ELN, uno de cuyos jefes, hasta su fallecimiento reciente, fue el sacerdote español Manuel Pérez. Y no ha sido el único sacerdote que se ha integrado a esta lucha contra tanta injusticia; han habido muchos otros, aunque el más famoso fue y es Camilo Torres Restrepo, fallecido en combate. Situación que demuestra que los grupos de los alzados en armas no están conformados, como señala el discurso oligárquico oficial, por hampones y delincuentes -que carecen de ideales-, sino por ciudadanos de grandes prendas morales, cívicas y patrióticas! (Lo que no significa que no puedan cometer, en su accionar, equivocaciones o hechos que puedan generar discrepancias.) 

3. Los hoy alzados en armas en Colombia, en su búsqueda de una salida política y no violenta, propusieron participar en los procesos "legales", "pacíficos" y "democráticos" de este país (aceptando sus reglas del juego electoral y ofreciendo dejar la lucha armada), y para ello levantaron una organización denominada Unión Patriótica, empero de lo cual los propios grupos dominantes mataron en forma selectiva más de 5.200 de sus militantes y candidatos, entre ellos incluso a los aspirantes a la propia Presidencia de Colombia, como fue el caso de Bernardo Jaramillo Ossa en octubre de 1987. Otro candidato de las fuerzas izquierdistas asesinado fue Carlos Pizarro Leongómez, victimado delante de sus custodios dentro de un avión, en macabro plan fríamente ejecutado con la complicidad de las autoridades. Es decir que la misma oligarquía colombiana, mediante el asesinato aleve, le negó a amplios sectores sociales de su propio país cualquier espacio político-legal atemorizados que su sistema mafioso trastabillara o colapsara por el eventual apoyo masivo a un proyecto alternativo y liberador.

Esta conducta criminal propiciada desde la propia cúpula del Estado vigorizó la lucha insurgente, pues quedó muy en claro ante la conciencia mundial que no le dejaban otra salida a inmensos grupos sociales oprimidos y excluidos de cualquier manifestación de justicia social. ¡Fue la propia oligarquía colombiana la que construyó con su proceder el actual escenario que vive el vecino país! ¡Fue ella la que bloqueó la participación social con dedicatorias evidentes! ¡Ella está cosechando las graves tempestades de sus vientos de iniquidad sembrados! ¡Utilizó el mismo método del somocismo en Nicaragua, para que nadie que no sea parte de su control o farsa pueda participar en procesos legales amañados, y así monopolizar el poder político y el dominio absoluto sobre un país al que anhelaba saquear sin incómodas protestas! ¡Sólo que aquella vía, en Centro América, condujo a la revolución sandinista! ¡Iguales causas han conducido a similares consecuencias por más recambios postizos de fachadas que realicen! No al acaso se ha estimado que las FARC han reclutado 17 mil combatientes y el Ejército de Liberación Nacional, ELN, más de 5.000.

Debe reflexionarse que de haberse permitido una limpia y democrática participación política, como ha sucedido en otras latitudes, de las más distintas fuerzas sociales, no existiría este marco de violencia. ¡Es evidente que, a la luz de la historia, nadie acepta una opresión social eterna! La violencia colombiana es consecuencia de las conductas excluyentes de su casta dominante. ¡Seamos lógicos: juzguemos cuáles son las causas y cuáles los efectos o consecuencias! ¡Los bueyes no van atrás de la carreta! ¡Los culpables no pueden pedir cuentas sino rendir cuentas! 

4. Los grupos rebeldes en vez de debilitarse, ante tanta iniquidad social y entreguismo antinacional, se han vigorizado en forma muy significativa, constituyendo una amenaza formidable al dominio oligárquico y al control garantizado de sus recursos naturales por parte de las transnacionales y círculos financieros de los EE.UU. Es en estas circunstancias, ante la imposibilidad de derrotar en décadas a los grupos insurgentes, que se formula el Plan Colombia que no es más que un proyecto militar, en el que se pretendería involucrar a fuerzas armadas de otros países, para buscar derrotar en este campo a las organizaciones rebeldes levantadas en armas hace décadas. ¿Cómo justificar la injustificable presencia militar de EE.UU. en Colombia y en los demás países de la región luego de haber hablado que ya no existen fuerzas que propugnen la creación del Socialismo, porque incluso la ex URSS había colapsado? Pues levantando el pretexto falaz y argumento farsante de que lucharán contra el narcotráfico, precisamente uno de los negocios de mayor rentabilidad para los grupos financieros de Estados Unidos y Europa, así como para la propia oligarquía criolla, como es de dominio público! 

En los días de la guerra fría, o lucha Este contra Oeste, nunca se utilizaron los puertos ecuatorianos para embarcaciones militares de los EE.UU., como ahora sí se lo hace! Diario El Universo, del domingo 4 de enero del 2004, Pág. 2A, da cuenta que el buque de guerra USS McClusky FFG 41 está acoderado en Manta con 250 marinos de EE.UU. y que festejaron el fin de año en esa ciudad. Esta nave de guerra es la embarcación número 27 que en este año estuvo en dicho puerto, esto es fuera de otras 26 embarcaciones entre destructores, guardacostas, fragatas y otras! ¿Alguien en sus cabales puede suponer que con estas naves de guerra, en los puertos ecuatorianos, van a combatir los cultivos de coca en la Amazonía colombiana? ¡Nadie, absolutamente nadie! ¡Se están apoderando de nuestro país con el pretexto de la lucha contra la droga! ¿Cuándo se van a ir estas tropas de ocupación con tanto régimen entreguista e inconsecuente con la soberanía nacional? 

La captura de Simón Trinidad 

En estos mismos días, la prensa colombiana destaca que la Central de Inteligencia Americana, la CIA, participó, dentro de la República del Ecuador, que se supone es un país soberano, en la captura del dirigente insurgente Simón Trinidad (Juvenal Ovidio Ricardo Palmera), en la ciudad de Quito, el 2 de enero del 2004. Diario El Universo, del lunes 5 de febrero del 2004, en su 2da. página, 3ra. columna, señala en forma textual: "Jorge Alberto Uribe, ministro de Defensa de Colombia, aseguró en declaraciones a la prensa que la detención fue producto de un operativo conjunto entre Ecuador y Colombia, con información entregada por Estados Unidos." Y concluye la información del cable internacional: "Entre tanto una alta fuente militar de Bogotá dijo ayer a la agencia de noticias AFP (Agencia France Press) que la captura se logró "con el apoyo fundamental" de la Central de Inteligencia de los EE.UU. (CIA)." 

Diario Extra, de Guayaquil, que siempre presenta la información y versión policial de primera mano, en la edición del lunes 5 de enero del 2004, en su 1ra. página, destaca con letras mayúsculas que cubren su portada "¡Lloran las FARC!" y con letras más pequeñas, al margen, colocan dos frases decidoras: "Guerrilla recibió el golpe más duro de la historia" y "Gringos, ecuatorianos y colombianos, unidos para capturar a Simón Trinidad". Versión nacional que encaja con la surgida en Colombia. Situación que, empero, demuestra quienes monitorean y tienen carta blanca para actuar con total impunidad, en forma consentida, en nuestro país. Sólo queda preguntarse ¿quién manda de verdad o controla en forma efectiva, con o sin autorización, el Ecuador? O, en forma alternativa ¿para quiénes trabajan en forma subordinada los que "dirigen" a nuestro país? 

En el primer comunicado oficial de Álvaro Uribe, recogidas primero por la CNN, sus frases no pueden ser más claras al decir: "Felicito a la fuerza pública de la patria, a los policías y soldados por este operativo, que da toda la confianza a los colombianos de bien. Agradezco de corazón la cooperación del mandatario de (Ecuador) Lucio Gutiérrez." (Reproducción tomada de Extra, del lunes 5 de enero del 2004, Pág. 10.) El propio presidente Lucio Gutiérrez en declaraciones que constan en Expreso, del domingo 4 de enero del 2004, Pág. 3A, da cuenta que él informó de la detención a Uribe, y comenta en una entrevista a la emisora RCN de Bogotá que esta detención "ayuda a mantener la seguridad y las relaciones bilaterales entre Ecuador y Colombia", y dice la misma información aludida de Expreso: "Gutiérrez reveló que el helicóptero que partió de Quito llegó a Ipiales (Colombia) para entregar a Trinidad a la Policía y al Ejército de ese país." ¿Alguien concebiría una conducta análoga del presidente argentino, mexicano, brasileño o venezolano? ¡En ningún caso! 

De este modo, con un acto inamistoso en alto grado con uno de los bandos contendientes en la larga guerra interna de Colombia, se involucra, por primera vez en décadas, de manera irresponsable al país en una línea de conducta que es la que le han trazado los gobiernos de Washington y Bogotá! ¿Que se ha respetado el debido proceso garantizado en el Art. 23, num. 26, de la Constitución? ¡Falso! Al acusado se le detiene sin orden del juez, no se le determinan con precisión los cargos para que ejercite su defensa, no se le permite la presencia de un abogado, no existe el respeto al trámite de deportación contemplado en la Ley de Migración, en una conducta que demuestra que en este país no existe soberanía sino servil acatamiento los requerimientos foráneos!, ¡De los procedimientos ilegales seguidos usando a un intendente ignorante y miembro de los aparatos de seguridad, según su propia confesión, ni siquiera lo conocía el ministro de Gobierno Raúl Baca Carbo! ¡Lo que evidencia que las urgencias externas se las aplica con o sin el conocimiento del ministro del ramo! 

¡Es obvio que si Trinidad hubiese sido un narcotraficante el gobierno del Ecuador hubiese pedido solicitud de extradición, que le den garantías para un juicio justo y su integridad, que no ejerzan torturas ni le extraditen a otro país! ¡Pero Trinidad no es un narcotraficante sino un dirigente político, de una organización levantada en armas en su país, contrario a la oligarquía colombiana! ¡Por eso la oligarquía del Ecuador le entregó en forma fulminante dentro de un destacamento militar del vecino país, a pesar que se sospecha que estaba curándose en el Ecuador de una grave dolencia oncológica! 

Y mientras la policía del Ecuador dice que fue una captura suya "casual", en Colombia pasaban por televisión todas las filmaciones realizadas con antelación a su captura en Quito, por parte de inteligencia militar del vecino país! ¡Es decir que ni siquiera actuó la policía bajo la cobertura de la Interpol, sino que eran las fuerzas militares de un país extranjero! Uno se pregunta entonces ¿quién ejerce la soberanía en el Ecuador? Y la respuesta es obvia: ¡Todos los servicios de seguridad extranjeros! ¡Salta a la vista que la lucha no es contra el narcotráfico, base mayor de la inmensa fortuna de la oligarquía colombiana y de otros países, sino contra una organización política, de raíz campesina y popular, levantada en armas en contra de la injusticia social y para que no saqueen más a su Patria! ¡Lo demás son mentiras interesadas y declaraciones retocadas! ¡La violencia no hubiese persistido en Colombia, al menos en estos niveles, si no le hubiesen excluido de la vida política a sus mayorías irredentas, a las que atropellan todos los días! 

Otro hecho que no puede dejar de observarse es que no existía requerimiento de la Interpol; que recién se solicitó ese trámite internacional, por parte de las fuerzas captoras, como cobertura de última hora para poder dejarlo en manos de los aparatos de seguridad del vecino país! ¡Las violaciones constitucionales y legales en este caso son incontables y escandalosas! ¡La garantía del debido proceso recogida en los Arts. 23 y 24 de la Carta Magna (en concordancia con los Arts. 272, 273, 163, 192, 4, 16, 17 y 18 de la misma Constitución) ha sido burlada en forma escandalosa, al extremo que puede afirmarse que se ha producido un secuestro supraestatal dirigido por los aparatos de seguridad de países extranjeros con el beneplácito de las autoridades al servicio de la oligarquía ecuatoriana! Es necesario avizorar que es muy probable que, en la lógica de arrastrar al Ecuador en el conflicto interno colombiano, se cometa algún atentado en el país (oleoducto por ejemplo) y se diga que fue retaliación de las FARC y que por lo tanto, ante la "agresión", habrá que entrar de modo abierto en la contienda interna del vecino país, más aún cuando ya se disponen de 12 mil hombres en la frontera norte, esto es más del doble de los que estuvieron en el conflicto del Alto Cenepa en los primeros meses de 1995, según lo recoge Vistazo, No. 870, del 20 de noviembre del 2003, Pág. 23, 1ra. columna.

No hace falta ser brujo ni disponer de espíritu premonitorio para anticiparnos, sino hacer memoria de estas comunes y previsibles viejas prácticas provocadoras, demostrables de manera rotunda en la historia: Recordemos el hundimiento del Maine en La Habana, en febrero de 1898, por parte de los propios EE.UU., para poder justificar la declaratoria de la guerra a España y quedarse con Cuba, Puerto Rico, Filipinas, Guam y las Islas Marianas. Tampoco se puede olvidar la colocación de bombas en las iglesias del Ecuador en 1962 y 1963 con agentes de la CIA reclutados en partidos llamados "cristianos", para responsabilizar a la izquierda y exigir la ruptura de relaciones con Cuba, como en efecto sucedió, conforme lo denunció el propio responsable y jefe de operaciones en el Ecuador, el ex agente Phillip Agee, en su libro "Inside Company" ("La Compañía por Dentro"). ¿No fue el emperador Nerón quien ordenó la quema de Roma para justificar la persecución de los cristianos? ¿No está demostrada la orden de Hitler de quemar el Reichstag, en febrero de 1933, para ilegalizar a los comunistas injustamente acusados? Por ello siempre conviene preguntar ante los hechos dudosos: ¿A quién convenía y favorecía esta acción? 

II 
¿EN VERDAD INTERESA A EE.UU. LA DESAPARICIÓN DEL NARCOTRÁFICO? 

A los propios grupos financieros de los EE.UU. y al propio Estado norteamericano no les interesa la desaparición del negocio de la droga porque sus principales bancos reciben cientos de miles de millones de dólares cada año de esta actividad a la que en forma hipócrita dicen combatir. Este dinero circula dentro de la economía de éste y de otros países generando enormes ganancias que no las van a rechazar ni a perder! ¿ Alguien ha sabido que los banqueros suizos, por ejemplo, preguntan el origen de los dineros que reciben de todos los sátrapas del planeta? Recordemos que uno de los más importantes escritores e investigadores de los Estados Unidos, el profesor James Petras, docente de la Universidad de Columbia, en Nueva York, en su ensayo titulado "Dinero Sucio: Fundamento del Crecimiento de los Estados Unidos", publicado en abril del 2001, señala en algunos fragmentos escogidos:

"Los investigadores del Congreso de los Estados Unidos, algunos ex banqueros y los expertos bancarios internacionales coinciden todos en que los bancos estadounidenses y europeos blanquean cada año entre 500.000 millones y un billón (con "b") de dólares de dinero sucio (dinero blanqueado de origen delictivo y corrupto) suma a la cual la mitad corresponde a los bancos estadounidenses." 

"El senador estadounidense Levin lo resume así: "Se calcula que una suma de entre medio millón y un billón de dólares, procedente de los medios de la delincuencia internacional, se mueve a escala internacional y se deposita en cuentas bancarias. La mitad de esa suma viene a parar a los Estados Unidos." En la última década, los bancos estadounidenses blanquearon entre 2,5 a 5 billones de dólares de dinero sucio, que pasó a formar parte del circuito financiero de los Estados Unidos. No obstante, la afirmación del senador Levin se refiere únicamente a los fondos de origen delictivo, según las leyes de los Estados Unidos. No incluye las transferencias ilegales y los flujos de capital aportados por dirigentes políticos corruptos, ni la evasión fiscal que llevan a cabo empresas extranjeras." 

"Un destacado experto norteamericano en materia de finanzas internacionales, Raymond Baker, colaborador del prestigioso Brookings Institute, estima que "el flujo de dinero corrupto que sale de las economías de los países en desarrollo (Tercer Mundo) o en transición (ex comunistas) y que va a parar en las arcas occidentales está entre 20.000 y 40.000 millones de dólares por año, y el flujo generado por las transacciones comerciales con precios manipulados es de 80.000 millones, si no es más. Mi estimación más prudente es de 100.000 millones de dólares anuales, en la suma de ambos conceptos, lo que significa un billón de dólares en una década. Y de esta suma la mitad al menos tuvo por destino los Estados Unidos. Si incluyéramos otros conceptos que forman parte de la evasión de capitales la suma final sería mucho mayor." Este experto del Brookings Institute no incluye las permutas de bienes inmuebles y de valores bursátiles, las transferencias fraudulentas por cable, y otras." 

"En otras palabras, la cifra incompleta de dinero sucio inyectado en las cajas fuertes de los bancos estadounidenses durante la década de los noventa ascendería a unos 3 a 5,5 billones de dólares. El cuadro es incompleto pero nos facilita una base de estimación del factor "dinero sucio", que cubre buena parte del déficit de la balanza de pagos norteamericana (que alcanza cientos de miles de millones de dólares por año). En la actualidad el déficit comercial norteamericano se acerca a los 300.000 millones de dólares. Sin el dinero sucio la balanza comercial sería totalmente insostenible, el nivel de vida se derrumbaría, el dólar perdería valor, el capital de inversión y préstamos disponible se contraería y Washington sería incapaz de mantener su imperio global." (Para los fines comparativos conviene reparar que este escrito fue elaborado meses antes del 11 de septiembre del 2001, fecha a raíz de la cual los gastos de este país se dispararon al igual que su déficit! ¡Es decir ahora menos todavía se podría prescindir de estos recursos!).

"Se estima que la importancia del dinero blanqueado no hará sino aumentar. Un directivo de un banco comercial, Antonio Geraldi, pronosticó un importante crecimiento del blanqueo del dinero por parte de los bancos de los Estados Unidos, en su intervención ante el subcomité del Congreso. "Según las previsiones, el monto del dinero blanqueado alcanza billones de dólares, con un crecimiento desproporcionado respecto a los fondos legales", manifestó." 

"Los 500.000 millones de dólares de origen ilegal que ingresan en los principales bancos estadounidenses y circulan por ellos superan los ingresos netos de todas las compañías de computación en los Estados Unidos, y por supuesto sus beneficios. Estas entradas anuales sobrepasan todas las transferencias netas realizadas por las principales compañías petrolíferas y militares y fabricantes de aviones. Los mayores bancos de los Estados Unidos -Bank of America, J. P. Morgan, Chase Manhattan y en particular Citibank- obtienen un alto porcentaje de sus beneficios bancarios de los servicios prestados a estas cuentas de dinero sucio de origen criminal. Los grandes bancos e instituciones financieras estadounidenses son el soporte del poderío global de los EE.UU. mediante sus operaciones de blanqueo de dinero y de gestión de fondos extranjeros de origen ilegal." 

Por razones de espacio no detallamos en extenso esta pieza magistral de develamiento de todas las modalidades del saqueo de países que son empobrecidos al máximo por los propios dirigentes políticos corrompidos, indicando los métodos que utilizaron, por ejemplo, los Salinas de Gortari, Asif Alí Zardari (esposo de la ex primera ministra de Pakistán), El Hadj Omar Bongo (dictador de Gabón desde 1967), Abacha (hijo de un ex dictador de Nigeria), así como de dirigentes de los ex países de Europa del Este, entre tantos otros.

Como un simple dato referencial, respecto a varias entidades "famosas", señala el referido intelectual: "Citibank, el primer blanqueador de dinero, es el mayor banco de los Estados Unidos, con 180.000 empleados en todo el mundo, distribuidos en 100 países, con 700.000 millones de dólares en depósitos conocidos y más de 100.000 millones de depósitos de particulares en cuentas secretas; y realiza operaciones de banca privada (gestión de cartera de inversión) en más de 30 países, lo que hace de este banco el que más presencia global mantiene de todas las entidades financieras de los EE.UU." 

El capital, aunque sea de origen criminal o mafioso, por lo general es bienvenido. ¿O alguien cree que en la tan ponderada banca suiza, por ejemplo, están las cuentas cifradas sólo de gente honorable? ¿Por qué casi todos los dirigentes políticos y banqueros delincuentes de la América Latina van a Miami, donde reciben todo tipo de honores y protecciones especiales para jamás ser extraditados? La razón es obvia. Allí disponen de garantías plenas; y si sólo uno de estos hampones de cuello blanco fuese "tocado", todos los demás, para protegerse, sacarían sus dineros y fugarían despavoridos haciendo quebrar a muchos entidades financieras! ¡Las evidencias se imponen! 

Si bien es verdad que a los bancos norteamericanos (y europeos) y a todo el mundo usufructuario no les interesa dejar de recibir importantes montos de dinero (sucio o no), que igual les va a reportar grandes dividendos y enorme lucro, no es menos cierto que, por las mismas razones de incuantificables beneficios, a las transnacionales no les interesa perder el control político, económico y militar de Colombia porque ello entrañaría perder el acceso a cuantiosísimos ingresos provenientes del petróleo, minas, aguas, peces, flora, fauna, y a toda la riqueza que hoy está prácticamente bajo su real control político mediante simples intermediarios, administradores temporales o mandatarios de opereta sujetos a su voluntad! 

Este inmenso país, no olvidemos, tiene además acceso directo a repúblicas con gravísimos problemas sociales, pobreza ancestral y también gigantescos patrimonios naturales como es el caso de Venezuela, Ecuador, Perú, Panamá y hasta la zona más empobrecida de Brasil. Lo obvio de suponer es que si de Colombia son expulsadas las transnacionales y sus ambiciones infinitas, lo mismo acontecerá en los demás países empobrecidos vecinos! Desde el punto de vista geoestratégico Colombia dispone de una ubicación excepcional, no sólo a mitad de las Américas y en una punta vital de América del Sur, sino que cuenta con dos salidas cercanas a los principales océanos del planeta como son el Pacífico y el Atlántico. Resulta además una de las puertas vitales de potencial acceso invasivo a la Amazonía, al petróleo venezolano y a la cuenca del Orinoco.

III 
¿OLIGARQUÍA DE COLOMBIA PERDERÍA SU "GALLINA DE LOS HUEVOS DE ORO"? 

¿Cuál es el mayor negocio y la actividad de más alta rentabilidad para la oligarquía de Colombia y de otros países de América Latina? ¡Pues el narcotráfico! Dinero casi inagotable que luego lo blanquean mediante las grandes y progresivas inversiones en la banca, industria, comercio, bienes raíces, inversión deportiva y de toda otra índole, tanto dentro como fuera de cada país. Es muy difícil no encontrar en la primera raíz de las más grandes fortunas de Colombia esta presencia, vituperada en forma pública por sus mayores beneficiarios pero sólo de labios para fuera! 

No al acaso se han denunciado sus inversiones en Colombia, Ecuador, Venezuela, Perú, Chile, Argentina, Brasil, Panamá, México, y en casi toda América Latina y países de todos los continentes. ¿En dónde han puesto sus "ahorros" para "limpiarlos" o "blanquearlos"? Según infinidad de estudios y recortes de prensa, en la compra de haciendas, plantaciones, planteles avícolas, boticas, camaroneras, empacadoras, edificios, minas, maquinaria; colecciones enteras de arte, tanto prehistórico, colonial o moderno. En negocios financieros como bancos, casas de cambio, acciones de empresas, bonos financieros, papeles fiduciarios. Disponen de agencias de seguridad y vigilancia privada (sobre todo para su propia protección), almacenes de electrodomésticos, de equipos de comunicación satelital, tiendas de ropa, calzado, licores, armas, perfumes, entre tantas otras ramas empresariales, e incluso financian muchas campañas electorales, en muchos países, a cambio de protección de las autoridades electas, y para que éstas coloquen en puestos claves de los aparatos de seguridad a elementos de su confianza, de apariencia supuestamente intachable! 

Para el estudioso de la realidad colombiana, antropólogo y miembro del cuerpo de notables designados por la sociedad civil para establecer una salida política a los problemas internos de este país, el doctor Alberto Pinzón Sánchez, el cálculo de lo que, aparte del negocio de los precursores químicos para la extracción de la cocaína, su tráfico produce, según sus cálculos, es de unos 500.000 millones de dólares a nivel mundial, de cuyo monto sólo "el 2% retornaría para los colonos, campesinos productores y pequeños transportadores (mulas); el 13% llega a las mafias colombianas que financian las operaciones de los grupos paramilitares y las campañas presidenciales, y el restante 85% de los beneficios es lavado en los bancos transnacionales que tienen sus sedes sobre todo en Miami, Las Vegas y demás paraísos fiscales del globo." 

"Mientras tanto -prosigue-, en el sufrido territorio del Putumayo, según la ONG Indepaz, cada día 46 personas abandonan sus hogares a causa de la "guerra contra las drogas", lo que da un promedio mensual de 604 personas, que para el año 2001 fue de 17.143 personas, las que llegaron expulsadas a los cinturones de miseria de las grandes ciudades colombianas a unirse a los dos millones de desplazados que ya deja el conflicto en el país." 

Esta cifra, empero, se queda corta en los años 2002 y 2003, pues por ejemplo la Consultoría de Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES), del Ecuador, establece que deben ya existir alrededor de 400 mil refugiados colombianos en el país, aunque la mayoría no se acoja a esa calidad, indicando que con la intensificación del Plan Colombia el incremento de solicitudes de refugio al Ecuador "se han elevado en 36 veces", situación que se facilita porque Colombia "solo controla el 10 o 15% su frontera sur" según testimonia el gobernador del Carchi, Luis Castillo. (El Universo, sábado 3 de enero del 2004, Pág. 2A).

No olvidemos que en la famosa propuesta del plan del pentágono "Yunque y Martillo" le correspondía a las fuerzas armadas del Ecuador hacer de yunque en tanto el martillo que debería bajar son las fuerzas armadas de Colombia. Por eso, se dice, este país se abstiene de disponer de tropas suyas en el límite internacional, toda vez que ya existe quien le tome la posta según los designios de Washington! 

Es evidente que a pesar de los males sociales que se derivan, ni a los grandes bancos del mundo, ni a la oligarquía de Colombia, ni a los que sacan beneficio de cualquier modo de este negocio ahora "ilícito" les interesa la desaparición de actividad tan lucrativa. Es más, saben que de igual modo a lo que sucedió con las bandas de gángsteres de la década del 20 y 30 del siglo XX, en los EE.UU., que negociaban el alcohol y el tabaco, les conviene revalorizar su "actividad de riesgo", pues a mayor supuesta persecución el producto sube y se generan más rentables ganancias! ¡Este es un tongo perfecto; plata hay para todos! 

Es decir que a nadie de los grandes usufructuarios de esta actividad, entre quienes consta la oligarquía y el propio gobierno colombiano, le interesa "matar la gallina de los huevos de oro", además que mientras existan cuando menos alrededor de 23 millones de consumidores permanentes de los países desarrollados habrá mercado garantizado! 

Y si mañana Colombia dejaría de surtir el producto, en forma inmediata lo reemplazaría cualquier otro país, porque es el consumo no controlado (antes bien alentado) el que determina una demanda tan lucrativa, rentable y progresiva! ¡No olvidemos en este sentido que los grandes productores y comercializadores de la cocaína artificial o "crack" están en los propios Estados Unidos y a éstos intocables (y muy bien protegidos) les interesa ampliar su mercado y redes de consumo sin que exista la competición nociva y molestosa como es la de la cocaína natural! ¿Es esta política la que subyace tras las publicitadas campañas del gobierno de los EE.UU. de sólo combatir la producción de la cocaína natural? ¿Por qué no hacen nada para el control de la cocaína artificial o "crack" que generándose en los propios EE.UU. destruye en forma irreversible el cerebro de sus nuevos adictos, en constante crecimiento inducido en barriadas de los latinos y afroamericanos? 

Cabe una reflexión adicional. Si acaso buscarían eliminar al narcotráfico ¿por qué no lo legalizan que es la única forma de desbaratar este negocio? Recordemos que las bandas de gángsteres en Chicago y otras ciudades de los EE.UU. surgieron para la venta de bebidas alcohólicas y tabaco, cuando por ley se prohibió su libre comercialización. ¿Cómo se desmantelaron los cada vez más poderosos grupos manejados por Al Capone y Lucky Luciano? ¡Legalizando la venta del alcohol y del tabaco! ¡No hubo otra vía! Pero resulta que ahora nadie desea la eliminación de este lucrativísimo negocio! 

¿Acaso no es conocido que los grupos paramilitares de extrema derecha han sido financiados por los capos de esta misma actividad? Lo dicen los propios informes de los Estados Unidos. Pero la guerra no es contra ellos porque su presencia persiste para defender el sistema de injusticia social manejado por la oligarquía de Colombia. Antes bien el régimen de Uribe les está amnistiando en forma independiente de los crímenes cometidos, y ya se empiezan a escuchar las voces que aluden a que esos desmovilizados podrían integrarse en forma regular a los aparatos de seguridad de ese mismo país! 

Tan notoria es la direccionalidad política antipopular de la falsa lucha contra el narcotráfico, que nadie dice una sílaba sobre la heroína, el hachís y el opio que manejan los ingleses. ¿O es que estos elementos han dejado de ser estupefacientes? ¿ A alguien se le ocurrido poner bases aéreas y militares en Irlanda o Escocia para controlar estos negocios en la Gran Bretaña? Y si en forma supuesta los movieran razones humanitarias, ¿por qué no ilegalizan el tabaco que produce más de 400 mil muertos al año sólo en los Estados Unidos, esto es más de veinte veces otras drogas? ¿Y por qué no ilegalizan el alcohol si según sus propias estadísticas matan más del triple de norteamericanos víctimas del tabaquismo? ¡Todo ello no hace sino demostrar el cinismo y la hipocresía de los más grandes embusteros del planeta, y que, para tragedia nuestra, guían la política externa e interna de nuestros países! 

Pero todas las falsedades de los dominadores son develadas. Por ejemplo, si han debilitado tanto a los grupos insurgentes, como dicen ¿por qué cada vez ponen más impuestos y partidas presupuestarias más altas para su represión? ¿No es un contrasentido? Si alegan que el Socialismo ha perecido y es una reliquia histórica ¿por qué lo atacan todos los días en todos los diarios y noticieros sin excepción? ¿No es un absurdo atacar al supuesto "difunto"? ¿Acaso el odio infinito que destilan contra Fidel no nació porque él guió a un pueblo muy noble y valiente a la victoria, donde han edificado un orden social donde no existe oligarquía ni órdenes del imperio, y han solucionado sus problemas sociales más importantes a pesar de no disponer los recursos naturales que disponemos en nuestros países? ¡Lo que pasa es que los pueblos cada vez adquieren más conciencia, y donde ella existe y germina las colectividades se vuelven invencibles! 

Ningún pueblo ha deseado jamás la guerra; pero como iluminaba con su vasta experiencia el libertador Simón Bolívar: "Aunque la guerra es el compendio de todos los males, la tiranía es el compendio de todas las guerras." Y él mismo, en carta al coronel Patricio Campbell, desde Guayaquil, el 5 de agosto de 1829, ya advertía: "Los Estados Unidos parecen destinados por la providencia para plagar la América de miseria en nombre de la libertad." 

IV 
¿POR QUÉ LOS CAMPESINOS PREFIEREN CULTIVAR LA COCA? 

Las políticas del Fondo Monetario Internacional, como es notorio, han llevado al hambre más intenso y demoledor a los grupos sociales más pobres de América Latina y el Tercer Mundo, entre ellos a los de Colombia, sobre todo a partir de las décadas del setenta y ochenta para acá. Para subsistir en medio de esta tragedia, los más miserables buscan, como una estrategia de su sobrevivencia familiar, sembrar y obtener los productos de mayor valor y costo en el mercado. Por ello incluso se arriesgan, y si prefieren cultivar "en zonas liberadas" por la insurgencia, se debe a que de este modo están más seguros en no perder su mínima inversión, pues en dichas zonas difícilmente ingresan los cuerpos represivos. Y si lo hacen asumen el riesgo subsiguiente.

Pero ante la fuerza creciente que han adquirido los grupos sociales levantados en armas, que además, para financiarse, cobran un impuesto a los dueños de las plantaciones en sus áreas de control, los EE.UU. recela la pérdida de los espacios cedidos por la oligarquía colombiana a favor de sus transnacionales en el saqueo de los recursos naturales. Entonces recurre al argumento falaz de que es indispensable luchar contra las drogas. Eso no es verdad. Lucha por recuperar el dominio total sobre Colombia, y para ello busca comprometer a las fuerzas armadas de los países vecinos y justificar la conflagración con el falso pretexto de "eliminar al narcotráfico"! Por eso presionó, con el ofrecimiento de conseguir y entregar 3.000 millones de dólares para desarrollo común del Ecuador y Perú, incluso a la suscripción del lesivo para el Ecuador Acuerdo Mahuad-Fujimori, de tal modo que las tropas de los dos países suban a la frontera con Colombia, precisamente para que le ayuden en sus mezquinos y criminales objetivos de codicia, que garanticen en su colaboración de posesión del patrimonio ya asignado a sus multinacionales! 

Respecto a la pregunta: ¿Por qué se empeñan tanto muchos campesinos en cultivar la coca en Colombia y en otros países? Noam Chomsky, uno de los intelectuales y lingüistas más reconocidos de los Estados Unidos, dijo en una conferencia en el Instituto Tecnológico de Massachussets -de donde es profesor- (MIT), publicada con el título "La tragedia de Colombia", en octubre de 1995, relativa a lo que sucede en este país y la responsabilidad del gobierno estadounidense, lo siguiente:

"Las razones tienen sus raíces en las políticas sociales y económicas impuestas al Tercer Mundo. Las reglas (del poder mundial) han dispuesto que ellos deben dejar de producir para sus propias necesidades y cambiar a la exportación. Estas naciones deben abrir sus mercados a los países ricos y especialmente a las exportaciones subsidiadas de los Estados Unidos, las cuales socavan la producción doméstica. Los agricultores locales se deben convertir en "productores racionales" según los conceptos de la economía moderna, sacando cosechas para exportar. Y, siendo racionales como son, ellos giraron hacia el cultivo que produce más dinero."

"Efectivamente, la producción de cocaína se disparó de manera impresionante, ayudando a sustentar "milagros económicos". En 1985 Bolivia estaba atravesando por serias dificultades económicas y Jeffrey Sachs, de la Universidad de Harvard, les enseñó la teoría apropiada del mercado libre. Rápidamente la situación se arregló y aparecieron buenas estadísticas económicas. Pero hubo algunos efectos laterales. Uno fue que el "milagro" dependía fuertemente de las exportaciones de coca. Esto también ha ocurrido en Perú." 

"Fenómenos similares explican el giro de Colombia hacia el narcotráfico. Pero también hubieron otras razones. En 1988 Estados Unidos obligó a los productores de café a romper un acuerdo que sostenía los precios a un nivel razonable. Así, el producto de mayor exportación de Colombia cayó un 40%. Cuando los precios del café colapsan y la mitad de la niñez está hambrienta, lo más seguro es que la gente salga a buscar oportunidades, y las encontró en el mercado norteamericano de alucinógenos. Por ello, uno de los mayores impulsos para el gran incremento del narcotráfico fue la política de debilitar la producción de auto sostenimiento interno e impulsar a toda costa el libre mercado impuesto al Tercer Mundo." 

"Una segunda razón, aunque de menor dimensión, tiene que ver con la política estadounidense sobre estas drogas. Su diseño ha hecho cambiar a la gente el consumo de marihuana, relativamente menos dañina, por drogas fuertes como la cocaína, aún en sus formas más letales. Colombia también pasó de producir la marihuana a la cocaína -según la demanda-, que produce más utilidades y es más fácil de exportar y trasladar." 

"La banca es una parte importante de este gran negocio; otra es la industria química. En 1989, seis meses antes de la guerra contra alucinógenos (en forma paralela a la caída de la URSS), la policía colombiana incautó 1,5 millones de galones de químicos usados para la producción de cocaína, la gran mayoría con logotipos conocidos de corporaciones estadounidenses. La CIA ha reportado que las exportaciones de estas sustancias a Latinoamérica exceden en mucho los usos legales, mientras que el servicio de investigaciones del Congreso concluye que más del 90% de químicos usados en la producción de estupefacientes proceden de los mismos Estados Unidos. Esto sugiere otra forma de manejar dicho problema, si en realidad esta guerra fuera contra las drogas y no otra cosa muy distinta." ¡Es obvio que no existe control efectivo para la exportación de los precursores químicos! 

Es evidente que, en este contexto social y político, la oligarquía es aliada obligada de las transnacionales, porque la conservación de sus privilegios está íntimamente vinculada al sistema capitalista. Si los grupos insurgentes tomarían el poder político no sólo sacarían las manos de las multinacionales ya apoderadas de sus recursos, sino a sus cómplices, benefactores y concesionarios de la oligarquía colombiana! Y estos grupos privilegiados saben que las canonjías inmensas y privilegios insospechados nacidos del negocio del narcotráfico se perderían si quienes son acusados de "narcoguerrilleros" llegan al poder! Por ello todos los varones de la droga, tanto de los carteles de Cali y Medellín, han sido opositores tenaces de los grupos alzados en armas! ¡Si el negocio de la droga fuese de los insurgentes, lo más lógico sería que los capos de la droga los defendieran! Pero sucede todo lo contrario: Carlos Lether, los Rodríguez Gacha, Rodríguez Orejuela, entre otros, según denuncias conocidas, siempre financiaron a partidos de derecha, aliados de la política oficial de los Estados Unidos! ¿ Por qué les financiaban a esos partidos pronorteamericanos si en forma supuesta estaban "luchando" contra la droga y dañándoles el negocio? ¡La respuesta es obvia! 

¡Allí la explicación del impulso a las permanentes campañas de desprestigio mediático más escandalosos a nivel continental y de este país! ¡Revísense los informativos de la CNN y mírese cómo se realizan acusaciones de crímenes espantosos jamás cometidos por los acusados, y cuyas aclaraciones jamás son permitidas! ¡Matanzas terribles de ciudadanos inermes, incluso de simpatizantes con los grupos insurgentes, son luego endosadas a los mismos grupos alzados en armas para aislarlos políticamente y conseguir el repudio continental en contra de quienes se niegan a regalar su país a las transnacionales! Sin mentir y desarrollar campañas sistemáticas de calumnias sostenidas en los medios de comunicación de la propia oligarquía ¿cómo, de otro modo, les apoyaría la población desinformada y cuando jamás se permite el derecho a la defensa de los acusados, casi todos con orden de captura de un poder judicial en manos de los mismos aliados de las corporaciones transnacionales? 

Los dominadores y opresores de los pueblos tienen experiencia milenaria en el poder de la difamación de la que no se salvó ni el mismo Cristo, quien luego de hacer andar a los paralíticos, oír a los sordos, ver a los ciegos, curar a los leprosos, dar de comer a los hambrientos con la multiplicación de los panes y los peces, perdió la elección frente a Barrabás, porque escribas y fariseos, con calumnias y falsedades, indujeron al pueblo al error. ¡Ha sido la mentira, la difamación, la calumnia, la insidia y el engaño prácticas permanentes de la guerra espiritual e ideológica de los angustiadores en contra de los irredentos de la tierra para inmovilizarlos mediante la siembra de la duda y el desconcierto! Esta vieja y maliciosa táctica tergiversadora de las oligarquías de América Latina recuerda la historia del ladrón que, para protegerse, corría gritando "cojan al ladrón", "cojan al ladrón"! 

¿Hemos olvidado acaso que hace menos de tres meses todos los medios, del modo más ostensible y escandaloso, difundieron la matanza de más de 40 ecuatorianos en San Lorenzo, provincia de Esmeraldas, acusando del hecho a las FARC, cuando luego se aclaró que los fallecidos eran tres personas y cuyo jefe de familia al parecer andaba en negocios ilícitos y que ese crimen fue obra de la delincuencia común? Pero esta grave falsedad sólo aclaró un periódico y en una nota pequeñita de una columna! ¡ Hasta tanto, con la probable coordinación de previsibles agentes, inocularon el veneno de la gratuita animadversión a quienes nunca han actuado al margen de la ley en nuestro país en décadas de existencia organizativa! ¡La oligarquía ecuatoriana, al igual que la colombiana, tienen terror que los pueblos conozcan la realidad de las cosas, porque como señala Cristo en el Evangelio de San Juan, capítulo 8, versículo 32:

"Conoceréis la verdad y la verdad os hará libres." O como lo proclamaba el padre de las naciones y libertador de los pueblos, Simón Bolívar: "Mas que por la fuerza nos dominan por el engaño". Para los angustiadores la calumnia ha sido y será una arma de sobreviviencia y protección. ¡Saben que la manipulación mediática es parte muy importante de la guerra desatada en contra de los pueblos inconformes y cansados con tanta injusticia! 

Es evidente que los EE.UU. no sólo desean proteger los intereses de las grandes corporaciones en Colombia sino en toda la América Latina. Por ello se ha denunciado en forma documentada que el Plan Colombia es la primera fase del dominio amazónico, la perla natural más valiosa de todo el planeta como lo veremos más adelante.

V 
PLAN COLOMBIA: PRIMERA FASE DEL DOMINIO AMAZÓNICO 

Hemos visto que la Base de Manta es parte de la estrategia militar del Plan Colombia; pero éste es a la vez parte del proyecto de dominio y control amazónico. Alguien puede preguntar ¿qué interés especial generaría la Amazonía para los países desarrollados y más específicamente para los EE.UU.? Muchos, como pasaremos a evidenciar:

En PRIMER LUGAR existen serios indicios de la existencia de una de las mayores reservas de crudo del planeta en la zona que abarca el Sur de Venezuela, el Suroriente de Colombia, la región Oriental del Ecuador y del Perú, una parte de Bolivia y la zona que media entre estas zonas con el Brasil. Por su parte el antropólogo colombiano Alberto Pinzón Sánchez, en su estudio "Operación geoestratégica global de EE.UU. para anexar a América Latina", circunscribe esta zona de "una gigantesca bolsa de petróleo compartida" al sector que denomina de las cinco fronteras: Colombia, Ecuador, Perú, Brasil y Venezuela"; de esta reserva sólo dos países están extrayendo crudo y en forma limitada: Colombia por el puerto de Tumaco y Ecuador, por el puerto de Balao, Esmeraldas.

A nadie escapa el valor del crudo en la economía de todos los países, y sobre todo para los desarrollados. Es como una apetitosa presa de carne para carnívoros hambrientos. Allí radica la explicación real de los ataques militares directos de EE.UU. a Afganistán y a Irak. Los argumentos de las armas de destrucción masiva y otros pretextos esgrimidos son simples disparates de la administración Bush. Como lo señalaba un propio general de los EE.UU. "¡Nada les pasaría a estos países si produjeran sólo rábanos o nabos!" Es evidente, además, que el único país del mundo que dispone de la capacidad tecnológica y científica de observación certera mediante prospección satelital es EE.UU. Con esa información escogen las tronchas más apetitosas. Por lo demás ¿quién no sabe que el gobierno de los EE.UU. es la expresión política de los intereses de las grandes transnacionales -sobre todo petroleras-, de sus círculos financieros y del complejo industrial-militar del mismo, cuyos apetitos están íntimamente cruzados? 

En SEGUNDO LUGAR no olvidemos que el planeta está cambiando de clima, que está recalentándose y evaporándose las reservas de agua dulce. Las propias Naciones Unidas indican que habría cuando menos de 29 a 30 millones de víctimas fatales por carencia de agua en los próximos 25 años. Este mismo organismo reconoce que las guerras más comunes en el siglo XXI serán por el control cada vez más escaso de las fuentes de agua, porque de esta dependerá la vida humana, la agricultura y la ganadería, en muchísimas parcialidades geográficas.

¿Por qué se recalienta el planeta y se evaporan las fuentes de agua dulce? Según el Fondo Mundial para la Naturaleza, WWF, a causa de la producción de dióxido de carbono, que entraña los dos tercios de elementos contaminantes (de fábricas y automotores sobre todo), así como metano y otros elementos ambientales nocivos.

Estos gases suben a la atmósfera y destruyen la capa de ozono, quedando en la parte alta, la misma que al ser atravesada por los rayos solares recalientan al planeta reteniendo los efectos térmicos de los rayos solares. Este proceso se llama efecto invernadero (al caldearse el clima). En la zona antártica, cerca de Chile, el agujero de ozono destruido, en la alta atmósfera, llega a 27 millones de kilómetros cuadrados.

A causa de este fenómeno el calentamiento del planeta subió desde 1990 a 1997 de 14,9 a 15 grados centígrados. Esta situación, según la misma WWF, podría acarrear la extinción de 22 mil especies de fauna del planeta. Como dato referencial cabe destacar que las cumbres del Chimborazo y Cotopaxi, por ejemplo, en el último cuarto de siglo se calcula han reducido sus cumbres en 30 metros de altitud por el hielo derretido, del mismo modo que la nieve está cada vez más alejada de la base de las montañas; en algunas partes 200 o 300 metros más arriba. (Hay quienes sostienen que este deshielo motivó el hallazgo de un avión de Saeta en octubre del 2002 y recién denunciado en febrero del 2003; nave desaparecida en agosto de 1976, incrustada en el Chimborazo mientras volaba en el trayecto Quito a Cuenca en agosto de 1976.) Debe destacarse que los países de mayor contaminación son EE.UU. con 9 millones de toneladas métricas de dióxido de carbono al año, la China con 4,5, Japón con 2,8 y Rusia con 1,9 toneladas métricas.

Cabe indicar que de seguir este proceso de recalentamiento, según científicos de renombre, en menos de cincuenta años se calcula que se obtendrán las temperaturas más calientes del planeta desde hace más de 150 millones de años atrás, y existe el grave riego de masivo deshielo polar que elevaría el nivel de los mares entre cinco a siete metros de altura, sumergiendo a gran parte de las ciudades costaneras y zonas adyacentes de producción. No obstante ello, los países desarrollados, encabezados por la administración de George W. Bush, se negaron a ratificar el Tratado de Kyoto, Japón, de 1997, que limitaría la contaminación! ¡Como empresario petrolero y representante de ese sector el presidente de EE.UU. no quiere que se limite el consumo de los derivados de los hidrocarburos! 

¿Dónde se encuentra la mayor fuente de agua dulce y a la vez de recursos genéticos renovables del planeta (para la obtención de medicamentos y las más refinadas materias primas de éste y de los próximos siglos)? ¡Pues en la Amazonía! Según la información recopilada por uno de los más serios investigadores y objetivos estudiosos de la realidad nacional, Guillermo Navarro Jiménez, en su obra "Plan Colombia: ABC de una tragedia" (Ediciones Zitra, Quito, febrero del 2001, Págs. 134-135), "La Amazonía es uno de los ecosistemas más ricos y diversos de la tierra con aproximadamente 7 millones 160 mil kilómetros cuadrados. La cuenca amazónica es depositaria de la mayor extensión de bosques tropicales del planeta (56%) y de una gran variedad biológica de ecosistemas, especies y recursos genéticos. Hay cerca de un millón y medio de especies conocidas y se estima que pueden ser más de diez millones. Un somero inventario nos indica la presencia de 50.000 variedades de mamíferos; 20.000 de reptiles, anfibios y aves; 21.000 de peces; 140.000 de invertebrados; 90.000 de invertebrados y artrópodos; 90.000 de plantas inferiores; 270.000 de plantas superiores y 55.000 de microorganismos. Por el Amazonas y sus más de 7.000 tributarios corren 6.000 billones de metros cúbicos de agua por segundo. Además es la zona que más oxígeno provee (40% del oxígeno del mundo) y mayor cantidad de carbono capta. Por eso se conoce como el pulmón de la humanidad." 

Es por esta riqueza biológica única del planeta, entre la que destaca el agua dulce, que el mismo autor Alberto Pinzón Sánchez, en su trabajo referido, establece que el objetivo de los EE.UU. es el control de esta región desde "donde nacen los grandes ríos que dan origen a la reserva de agua más importante del planeta en el Gran Amazonas: ríos Caquetá, Putumayo, Apaporis y Vaupés en Colombia, Napo en Ecuador, y Marañón y Ucayali en Perú". Señala, así mismo, que en la otra parte de América del Sur, EE.UU. busca el control de "la Red Fluvial Suramericana (SARS-IFSA) que unirá el río Orinoco con los ríos Negro, Amazonas, Madeira, Mamoré-Guaporé, Paraguay, Tiete, Paraná y de La Plata; que permitirá el transporte de Venezuela hasta Buenos Aires." Según el mismo autor colombiano, en esta perspectiva de control regional se pretende el manejo de la comunicación desde el delta del Amazonas con el Océano Pacífico por vía fluvial y autopistas hasta Tumaco, Nariño, en Colombia, así como a San Lorenzo, Esmeraldas y Manta, Manabí, en el Ecuador.

Debe tomarse nota que las bases aéreas y militares que se instalaron en forma paralela a la de Manta, con fines de prospección aérea parecida, fueron las de Aruba y Curazao, que son de propiedad holandesa. ¿Por qué Holanda adoptó esta decisión si se supone que a la Comunidad Económica Europea, de la que forma parte, podría no interesarle el manejo monopólico de todos los recursos naturales aludidos por parte de los Estados Unidos? La razón no es porque el llamado Reino de los Países Bajos forma parte de la OTAN. Resulta que el primer país europeo con padecer ausencia de agua dulce no contaminada para consumo humano sería Holanda, según declaró su gobierno durante la ceremonia de cierre de la pasada Feria Mundial del Agua. Ese país analiza por lo tanto, desde su interés, los pasos y cesiones que le podrían resultar más útiles y provechosos en función de solucionar sus futuros y previsibles problemas.

El conocimiento cabal del objetivo final de controlar la Amazonía y sus recursos, fue conocido al detalle por la Escuela Superior de Guerra del Brasil, situación que le llevó, a inicios de la década del noventa, a su comandante, el general Oswaldo Muñiz Oliva, a plantear la impostergable preparación de las fuerzas armadas de este país, incluso a alistarse a declarar el estado de guerra por parte de Brasil, para precautelar su soberanía sobre la Amazonía. Según Guillermo Navarro Jiménez, esta precaución nació a raíz de públicas declaraciones de líderes de los países desarrollados en el sentido de limitar la soberanía de los países ribereños de la Amazonía, y sobre todo de Brasil, para, desde su interesada perspectiva, "defender este patrimonio de la humanidad". Y expone las declaraciones de algunos de ellos:

- "Al contrario de lo que los brasileños piensan, la Amazonía no es de ellos, es de todos nosotros." (Albert Gore, vicepresidente de los EE.UU.) 

- "Respecto de la Amazonía es necesario aplicar la doctrina de la "soberanía limitada" y del "Derecho de Ingerencia"." (Francois Mitterand, presidente de Francia.) 

- "Brasil debe delegar parte de sus derechos sobre la Amazonía a los organismos internacionales competentes." (Mijail Gorbachov, presidente de la ex URSS.) 

IV 
PASOS PREVIOS O PARALELOS AL CONTROL AMAZÓNICO 

Para tomarse una fortaleza existen dos vías: Asaltarla a la fuerza así se destruya, o, en forma alternativa, infiltrarla para -copándola- tomar su conducción procurando buscar aliados a su interior. Al parecer los EE.UU. buscará cumplir su objetivo previendo las dos opciones. Para ello su estrategia de copamiento, del ajedrez geopolítico venidero, es previsible. Sus pasos previos o paralelos serían los siguientes:

a) Control económico: Por intermedio del ALCA, o de la llamada "ALCA chiquita" de los acuerdos bilaterales del Tratado de Libre Comercio (TLC), ya firmado con México, Centro América -con excepción de Costa Rica-, y Chile; y a firmarse en el 2004 con Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia, Estados Unidos ejerce y profundizará su control no sólo económico sino político. Gobierno que pretenda "desobedecer" en lo político lo sancionará con medidas de restricción económica y doblará a su favor muchas decisiones. Estos acuerdos le brindarán un manejo mucho más visible y real de los países y gobiernos que se sometan a sus intereses y reglas de juego, en base a los referidos acuerdos. A futuro habrán muchos más rehenes políticos de sus apetitos y necesidades.

b) Consolidar bases militares: Si con menor control económico los EE.UU. han obligado a varios países a entregarle bases militares, incluyendo el propio Brasil -con la de Alcántara-, es obvio deducir que con su mayor dominio económico sus gestiones y resultados en esta materia serán mucho más prometedores. Van desarrollando lo que en estrategia militar denominan la preparación del escenario o parcelación del teatro de guerra. Todo lo tienen planificado. Con los acuerdos del ALCA y del TLC controlarán nuestras economías, y con estos métodos han empezado a maniatar físicamente a nuestras naciones, contando con la complicidad de los regímenes entreguistas de turno. El proyecto hegemónico de los EE.UU. sobre América Latina es tan evidente que sólo no lo miran quienes no desean verlo, o quienes como quintacolumnistas son parte de él, y probablemente muy bien remunerados.

c) Sometimiento progresivo de autoridades civiles y militares: Es notorio que las autoridades que por lo general llegan al poder mediante procesos electorales amañados en el sistema computarizado, en casi todos los países de América Latina, han sido en forma previa clonados ideológicamente en determinadas universidades de los EE.UU., sobre todo en Harvard, matriz de tantas desgracias para nuestros pueblos. Este proceso de colonización demanda agentes criollos y estos los han venido incubando no por decenas sino por gruesas! Serán cada vez más selectivos en el escogitamiento de sus lacayos. Si alguien se ha desnacionalizado o deslatinoamericanizado en forma total, y brinda manifestaciones inequívocas de ello, reúne el primer requisito de acceso a puestos clave del poder civil y militar de sus neocolonias. En forma paralela profundizará el manejo ideológico sesgado sobre nuestras comunidades nacionales; para ello dispone de los instrumentos electrónicos del caso.

d) Garantizar el acceso preferencial de inversionistas norteamericanos a las áreas más sensibles de la economía y finanzas regionales, para su apropiación! Esta transferencia patrimonial es una consecuencia de la aplicación de los convenios bilaterales del TLC, o, en perspectiva, del ALCA, si acaso todavía privilegian su tratamiento; que no harán más que reforzar estos objetivos hasta ahora impuestos con las políticas y "recomendaciones" privatizadoras del Fondo Monetario Internacional, instrumento de Wall Street y las más gigantescas corporaciones.

e) Control de políticas poblacionales y aliento a mecanismos de migración: Desde 1975 EE.UU. dispone de un plan de despoblación de países del Tercer Mundo en general y de América Latina en particular. La población es un elemento estratégico importante en la eventualidad de un conflicto. No es lo mismo enfrentarse con cien millones de potenciales adversarios que con cinco. No es ninguna fantasía la presencia intensiva en América Latina de enfermedades de mortalidad masiva multiplicada como el Sida o la Hepatitis C, cuyo origen de manipulación genética en laboratorios no es tampoco misterio alguno.

De otra parte, no es desconocido el aliento a la migración masiva mediante la aplicación de modelos anti-industriales impuestos con el concurso del FMI, que empujan a millones de latinoamericanos sin trabajo -que cada año en cantidades crecientes adquieren mayoría de edad- para ir a otros países y continentes. Es obvio deducir que, con estas políticas, están vaciando en forma planificada nuestros países para, con menor resistencia ante la ausencia masiva de la juventud, más fácilmente apoderarse de ellos! ¡Su proyecto apunta, a la larga, a quedarse con nuestros países! ¿En qué parte del planeta existe un clima primaveral perpetuo como en la zona andina y ecuatorial? ¿Alguien puede creer que con el más perfecto aparato de aire acondicionado se obtendría el clima paradisíaco que, con recalentamiento y todo, no dejaría de disponer de agua limpia proveniente de las cercanas nieves perpetuas? 
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15 de enero del 2004
La segunda fase del Plan Colombia se inició en Quito 
El retrete 
Kintto Lucas 
Quincenario Tintají / Quito 
La captura en Quito de Ricardo Palmera, alias Simón Trinidad, integrante de las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia), es la primera actuación combinada de los servicios de inteligencia de Estados Unidos, Ecuador y Colombia contra la guerrilla colombiana, abre la segunda fase del Plan Colombia e involucra directamente al gobierno ecuatoriano en el conflicto que vive desde hace cuarenta años el país norteño.

Las contradicciones en cuanto al operativo entre el Ministro de Gobierno de Ecuador, Raúl Baca, y el Ministro de Defensa colombiano, Jorge Alberto Uribe, y la forma en que se llevó a cabo indica que hubo coordinación de las fuerzas represivas, afirmó un oficial de las fuerzas armadas ecuatorianas que prefirió mantener el anonimato.

Esta coordinación nos introduce en la segunda fase del Plan Colombia y abre una nueva instancia en lo que respecta a la participación de Ecuador, que hasta el momento se había mantenido neutral ante el conflicto colombiano, indicó la misma fuente.

Jorge Alberto Uribe declaró en primera instancia que la captura del guerrillero contó con el apoyo del gobierno de Estados Unidos, confirmando la participación de fuerzas de los tres países. "Este es el resultado de una acción ejemplar de nuestras fuerzas del orden, Policía y Ejército en este caso, y con el apoyo vital del alto gobierno y de la Policía de Ecuador, así como del gobierno norteamericano", dijo el ministro.

Raúl Baca, en cambio, negó que haya habido una operación conjunta entre la policía colombiana y la ecuatoriana para la captura. "Esta acción fue cumplida por la Policía Nacional como un acto absolutamente normal de control (migratorio) en la ciudad de Quito. El ciudadano colombiano (Palmera) fue conducido a la intendencia de policía por no haberse encontrado la documentación que le permitiera quedarse en la ciudad de Quito en condiciones normales", afirmó Baca.

La regionalización

La segunda fase del Plan Colombia que se inició con este operativo corresponde a la regionalización de la guerra civil colombiana. Esta fase se caracteriza por la entrada en vigencia de la coordinación operativa entre los servicios de inteligencia y las fuerzas militares y/o policiales de varios países cuyos gobiernos presionados por Estados Unidos estén dispuestos a involucrarse en el conflicto.

A eso se suma la entrada en combate en el Putumayo, primero de tres batallones del ejército colombiano adiestrados por instructores militares estadounidenses dispuesto en el Plan Colombia, y luego de otros dos batallones similares, dispuesto en la Iniciativa Regional Andina. El objetivo de estos batallones es desalojar a las fuerzas de la FARC en la zona y empujarlas hacia Ecuador para que se golpeen con las fuerzas armadas ecuatorianas que deberían transformarse en una especie yunke.

Según la fuente militar mencionada antes, como hasta el momento, las fuerzas armadas ecuatorianas no aceptan involucrarse en el conflicto, desde los gobiernos de Estados Unidos y Colombia se presiona para involucrar a Ecuador a través de la policía, se fomenta un descrédito de las fuerzas armadas con denuncias como el supuesto tráfico de armas y se promociona la efectividad policial en el combate al narcotráfico Más allá de la captura de Trinidad, ¿se involucrará la policía en combates directos en la frontera? ¿Asumirá el papel del ejército ya que este no quiere involucrarse? ¿Logrará Baca frenar la entrada de Ecuador en la segunda fase del Plan Colombia? 

Las casualidades

En todo caso, la captura de Trinidad parece evidenciar que la visita de hace un mes a Ecuador de Otto Reich, sirvió para que el gobierno ecuatoriano se fortalezca internamente y asuma definitivamente una posición clara de apoyo a las pretensiones geopolíticas de Estados Unidos en la región.

Otto Reich, asesor del presidente estadounidense George W. Bush para América 

Latina, llegó a Ecuador a comienzo de diciembre en un momento de especial debilidad del gobierno del presidente Lucio Gutiérrez, jaqueado por la denuncia de haber financiado parte de la campaña electoral con dinero del narcotráfico, tras la detención del presunto narcotraficante César Fernández quien apoyó su campaña.

Casualmente, esa denuncia surgió luego de que Gutiérrez se distanciara de Uribe tras el episodio de las armas y de que el Congreso dejara sin efecto el acuerdo para instalar supuestos centros de acopio que intentaba realizar la cancillería ecuatoriana con el Comando Sur del Ejército de Estados Unidos. Casualmente jugaron un papel importante en esa denuncia la DEA norteamericana y la policía nacional. Casualmente, tras la denuncia y el debilitamiento de Gutiérrez llegó a Ecuador el inefable Reich, un personaje acostumbrado a orquestar conspiraciones antidemocráticas en diversos países de América Latina. Para muestra dos botones: vale recordar su papel en el acoso estadounidense a la población de Nicaragua y al gobierno sandinista, en la década del 80, y su involucramiento en el golpe de estado contra el presidente de Venezuela Hugo Chávez en abril de 2002.

Reich se reunió con Gutiérrez, con las Cámaras empresariales de Guayaquil y con representantes de sectores políticos de derecha. Con temor por el curso que podría tomar la política ecuatoriana en los próximos meses y que en medio de una crisis social se le vaya la situación de las manos a Estados Unidos, decidió apuntalar el gobierno de Gutiérrez.

Como última casualidad, un mes después de la visita se dio la captura de Trinidad en Ecuador, cuando según se difundió lo venían siguiendo hace seis meses y podrían haberlo capturado en Colombia. ¿Cuáles serán las próximas casualidades que nos tienen reservadas los servicios de inteligencia estadounidenses en conjunto con las fuerzas armadas colombianas y la policía ecuatoriana? La cooperación 

Tras la detención del guerrillero, la directora de Asuntos Públicos de la Embajada de los Estados Unidos en el Ecuador, Marty Estell, también contradijo a Baca y aseguró que el operativo que permitió la deportación de Trinidad es "un ejemplo de cooperación entre la policía de Ecuador y de Colombia, una operación conjunta que resultó perfectamente".

Estell dijo que su gobierno felicita al general Jorge Poveda, Comandante de la Policía de Ecuador, y a su equipo por "su éxito en esta operación que consideramos es un éxito en la campaña contra el terrorismo regional y un ejemplo de lo que los países pueden hacer para promover la estabilidad regional".

El propio presidente de Colombia, Álvaro Uribe, felicitó a la fuerza pública de su país y de Ecuador; y celebró la cooperación del mandatario ecuatoriano, coronel Lucio Gutiérrez, en la captura. "Este operativo da toda la confianza a los colombianos de bien", dijo el presidente, quien también agradeció al pueblo ecuatoriano. El presidente ecuatoriano, por su parte, afirmó a la emisora RCN Radio de Colombia que la captura de Simón Trinidad ayuda a mantener la seguridad y las relaciones bilaterales. Gutiérrez aseguró que "esto ayuda a mejorar la seguridad entre nuestros países y ojalá sea un ingrediente más para que nuestros pueblos entiendan que el único camino que se tiene que seguir es el del diálogo, la paz".

En febrero de 2003, durante su viaje a Washington para reunirse con Bush, Lucio Gutiérrez dijo que quería ser ''el mejor aliado de Estados Unidos'' e instó a los gobiernos latinoamericanos a apoyar al gobierno de Alvaro Uribe.

Gutiérrez contradecía así sus declaraciones previas a la campaña presidencial, en las que hablaba del ''neocolonialismo norteamericano'' como uno de los grandes problemas que debía enfrentar Ecuador y América Latina. El operativo conjunto para capturar a Trinidad parece confirmar la actual cercanía del mandatario ecuatoriano con Washington. La segunda fase del Plan Colombia se inició en Quito, por lo tanto se abrió la tapa del retrete. 

Envia esta noticia 




